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DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
Las comisiones de, Puntos Constitucionales; y Hacienda del Estado, se permiten someter a la 
consideración de esta Asamblea Legislativa el presente dictamen, al tenor de los siguientes, 
antecedentes, y consideraciones. 

 
A N T E C E D E N T E S  

 
1. En Sesión Ordinaria del uno de junio de esta anualidad, fue presentada por los legisladores, 
Edmundo Azael Torrescano Medina, Liliana Guadalupe Flores Almazán, Ma. Elena Ramírez 
Ramírez, María Claudia Tristán Alvarado, y Emma Idalia Saldaña Guerrero, iniciativa mediante la 
que plantean reformar el inciso c) de la fracción primera del artículo 156 de la Ley Electoral del 
Estado de San Luis Potosí. 
 
2. La iniciativa citada en el párrafo que antecede, se turnó con el número 3747, a las comisiones, 
de Puntos Constitucionales; y Hacienda del Estado. 
 
Así, al entrar al análisis de las iniciativas en comento, los integrantes de las dictaminadoras 
atendemos a las siguientes: 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Que esta Soberanía solo puede actuar de acuerdo a lo que expresamente le faculta 
la ley, por lo que sus funciones deberán ajustarse a las atribuciones que conforme a Derecho le 
son determinadas.   
 
Al constituirse nuestro país, en una República representativa, democrática, laica y federal, 
compuesta por estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por la 
Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios previstos en el 
Pacto Político Federal, las entidades federativas gozan de autonomía para tomar decisiones de 
gobierno en el ámbito de su competencia. No obstante ello, los ordenamientos locales deben 
guardar armonía con los federales para que éstos sean válidos y vigentes, lo que viene a constituir 
la armonización normativa. 
 
La competencia legislativa entre la Federación y los estados, encuentra sustento en lo previsto 
en el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece 
que todas aquellas competencias que no sean asignadas a la Federación deben entenderse 
reservadas a los estados.  Por lo que, al no ser la materia de las iniciativas que con este dictamen 
se atienden, facultad reservada para el Congreso de la Unión, de conformidad con el artículo 73 
de la Constitución General, esta Soberanía emite el presente instrumento parlamentario. 
 
SEGUNDA. Que de conformidad con lo que establece el artículo 57 fracción I, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, es atribución de este Poder Legislativo 
del Estado, dictar, abrogar y derogar leyes. 
 



 

TERCERA. Que en observancia a lo estipulado por los artículos, 98 fracciones, XIII, y XVII, 110, 
y 113,  de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, las comisiones de, Puntos 
Constitucionales; y Hacienda del Estado, son competentes para dictaminar la iniciativa de mérito. 
 
CUARTA. Que la iniciativa que se analiza fue presentada por quienes tienen atribución para ello, 
de acuerdo a lo que disponen los artículos, 61 de la Constitución Política del Estado; y 130, de la 
Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado. 
 
QUINTA. Que la iniciativa que se analiza cumplen los requisitos que señalan los artículos, 131, 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y 67, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado. 
 
SEXTA. Que se observa el periodo señalado en el artículo 92 párrafo segundo, de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado, respecto a la emisión de dictámenes, luego de que la iniciativa 
en estudio fue turnada a estas comisiones, el uno de junio del año en curso. 
 
SÉPTIMA. Que los legisladores proponentes sustentan la idea legislativa turnada con el número 
3747, al tenor de la siguiente: 
 

“E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S. 
 

Democracia, partidos políticos y financiamiento son instituciones indisolubles, tienen como 
finalidad permitir el acceder al poder público a cualquier miembro de la sociedad, bajo criterios 
de equidad, justicia y transparencia, sin poner en riesgo el interés general del Estado. 
 
Los partidos políticos son organizaciones políticas durables que cuentan con una estructura 
completa y una independencia orgánica y funcional respecto del Estado, manifiestan la voluntad 
deliberada de ejercer directamente el poder y para ello buscan el apoyo popular en las elecciones. 
El surgimiento de los partidos políticos se da a partir de la necesidad de una representación de 
los intereses sociales, situación que se remonta a la antigua Grecia. 
 
Los partidos políticos se muestran de una manera más desarrollada a consecuencia de 
acontecimientos tan importantes como la revolución francesa, la independencia de Norteamérica 
y la de los países latinoamericanos, así como la revolución industrial. De esta manera, los partidos 
políticos evolucionan, se estructuran y organizan con algunos fines más duraderos. 
 
Actualmente, los partidos políticos son instituciones que poseen una evidente importancia en las 
sociedades contemporáneas, ya que toda sociedad moderna resulta impensable sin la existencia 
de dichas organizaciones políticas, en virtud de que éstas llevan a cabo una función mediadora 
entre el pueblo y el poder político. 
 
Fortalecer los partidos políticos es una prioridad al igual que contribuir a aumentar la confianza 
ciudadana en sus procesos electorales. Es indudable que un sistema de partidos fuerte fortalece 
la democracia. Por tanto, contar con modelos efectivos de financiamiento de la actividad política 
también lo hace. 
 
La cuestión del financiamiento se sitúa hoy, sin duda alguna, en el núcleo de la normatividad 
sobre los partidos políticos en el mundo.  
 
Pocos asuntos son más importantes en el ámbito electoral que el tema del dinero: de dónde viene; 
a dónde se aplica; en qué montos y actividades puede gastarse; cómo se llevan a cabo las 



 

cuentas y su publicidad respectiva; y, fundamentalmente, cuál es la relación que existe entre el 
dinero invertido en un proceso electoral y las decisiones de los gobernantes emanados de él, que 
eventualmente pueden favorecer a los aportantes. 
 
Ahora bien, para que los partidos políticos puedan subsistir como organizaciones 
estructuralmente completas e independientes, y lleven a cabo sus funciones y actividades, 
necesitan recursos económicos que les permitan solventar los gastos que implica el 
sostenimiento de toda la maquinaria política y el cumplimiento de los fines que la ley les señala.  
 
Estos recursos económicos son lo que comúnmente conocemos como el financiamiento de los 
partidos políticos, el cual reviste una gran importancia si tomamos en cuenta que dichas 
organizaciones políticas se han convertido en instituciones indispensables para la vida, 
reproducción y evolución del Estado democrático, a través de su participación como actores 
principales en la contienda electoral, postulando candidatos a cargos de elección popular, es 
posible la integración del poder político mediante la celebración de elecciones, en las que aquellos 
miembros de la sociedad que cumplan con los requisitos señalados en la ley para ser 
considerados como ciudadanos, ejercen su derecho al voto.  
 
No es posible concebir una democracia moderna sin la existencia de los partidos políticos, y por, 
esta razón, su financiamiento resulta clave, no sólo para la propia subsistencia de estos 
organismos políticos, sino también para la legitimidad del sistema democrático mismo.  
 
Las razones que sustentan al financiamiento para los partidos políticos son para hacerse cargo 
de cuatro asuntos: transparentar el origen de los recursos, garantizar la independencia de los 
partidos, contar con unas condiciones adecuadas de equidad en la competencia y evitar la 
tentación de acudir a fuentes ilegítimas de financiamiento. 
 
El propósito es que el financiamiento garantice un nivel de recursos suficientes para que la 
competencia electoral sea eso: una competencia entre distintas opciones con oportunidades 
reales de conquistar gobiernos o espacios de representación parlamentaria y no un ritual con 
ganadores y perdedores predeterminados.  
 
Además, el financiamiento se otorga con la intención de lograr que las operaciones financieras 
de los partidos, sus ingresos y sus egresos, corran por vías transparentes y conocidas. La idea 
es que, al tratarse de recursos de los contribuyentes, los principios de transparencia y de control 
puedan estar garantizados de mejor manera 
 
En nuestro país, el financiamiento de los partidos políticos ha atravesado por distintas etapas a 
lo largo de su historia; se reguló por primera vez en el Código Federal Electoral, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación del 12 de febrero de 1987.  
 
A partir de esa reforma, el modelo de financiamiento público de los partidos políticos en México 
ha presentado dos generaciones: la primera, comprende las reformas de 1987, 1990 y 1996; la 
segunda, se conforma de la reforma del 2007 y 2014, pudiéndose considerar a la iniciativa 
presentada por el titular del Ejecutivo Federal en el 2022 como parte de esta segunda generación.  
 
Marco Normativo sobre el financiamiento a los partidos políticos.  
 
El artículo 116, fracción IV, inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que en las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral se deberá 
garantizar que los partidos políticos reciban, en forma equitativa, financiamiento público para sus 
actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la obtención del voto durante los procesos 
electorales. 



 

 
El artículo 41, párrafo segundo, base V, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establece que la organización de las elecciones es una función estatal que se realiza 
a través del Instituto Nacional Electoral y de los Organismos Públicos Locales.  
 
Por su parte, el párrafo primero, del Apartado C de la Base citada, numerales 1, 10 y 11, dispone 
que, en las entidades federativas, las elecciones locales estarán a cargo de Organismos Públicos 
Locales en los términos que señala la propia Constitución, y que ejercerán funciones en materia 
de derechos y acceso a las prerrogativas de los candidatos y partidos políticos, así como todas 
las no reservadas al Instituto Nacional Electoral y las que determine la Ley. 
 
El artículo 37 de la Constitución Política del estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, señala 
que, con las prerrogativas y derechos contenidos en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, los partidos políticos con registro nacional o estatal tienen derecho a participar 
en los procesos electorales que se lleven a cabo en el estado, siempre y cuando observen lo 
dispuesto por las leyes federales y locales en la materia.  
 
Para conservar el registro e inscripción que da acceso a las prerrogativas económica en el estado, 
los partidos políticos deberán obtener por lo menos el tres por ciento del total de la votación valida 
emitida en cualquiera de las elecciones locales, ya sea para la elección del Poder Ejecutivo, o 
Poder Legislativo, en el último proceso electoral. 
 
El artículo 3, fracción II, incisos b) y c) de la Ley Electoral del Estado, señala que le corresponde 
al Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, garantizar los derechos y el acceso a 
las prerrogativas de los partidos políticos, y candidaturas; así como, garantizar la ministración 
oportuna del financiamiento público a que tienen derechos los partidos políticos nacionales y 
locales, y las candidaturas independientes. 
 
 
El artículo 49, fracción I, inciso a) de la Ley Electoral del Estado, el Consejo General del Consejo 
Estatal Electoral y de Participación Ciudadana tiene la facultad de dictar las previsiones 
normativas y procedimentales necesarias, para hacer efectivas las disposiciones de la propia Ley. 
 
El artículo 138 fracción IV, de la Ley Electoral del Estado señala que es un derecho de los partidos 
políticos, acceder a las prerrogativas y recibir el financiamiento público en los términos del artículo 
41 de la Constitución Federal, la LGPP, la ley local en la materia y demás disposiciones 
aplicables. 
  
El artículo 152 de la Ley Electoral del Estado, señala que son prerrogativas de los partidos 
políticos:  
I. Tener acceso a radio y televisi6n en los términos de la Constituci6n Federal y la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales;  
II.  Participar, en los términos de la Ley General de Partidos Políticos y esta Ley, del 
financiamiento público correspondiente para sus actividades;  
III. Gozar del régimen fiscal que se establece en la Ley General de Partidos Políticos y en las 
leyes de la materia, y 
IV. Usar las franquicias postales y telegráficas que sean necesarias para el cumplimiento de 
sus funciones. 
 
El artículo 156, fracción I, inciso c) de la Ley Electoral del Estado, establece que las cantidades 
que, en su caso, se determinen para cada partido, serán entregadas en ministraciones mensuales 
conforme al calendario presupuestal que se apruebe anualmente. 
 



 

De esta última disposición normativa, se desprende la razón y objeto de la presente iniciativa, por 
tanto, entraremos a su análisis y se dará a conocer la problemática que se vive hoy en día con la 
ministración de los recursos económicos a los partidos políticos.  
 
Objeto y justificación de la iniciativa.  
 
La presente iniciativa tiene por objeto el establecer una fecha fija para que los partidos políticos 
que estén debidamente registrados en el Estado ante el Consejo Estatal Electoral y de 
Participación Ciudadana, y cumplan con todos los requisitos que establece las distintas 
legislaciones puedan recibir la ministración de recursos en tiempo y forma, toda vez que la Ley 
Electoral, en su artículo 156 fracción I, inciso c) menciona que se hará de manera mensual 
conforme al calendario presupuestal aprobado anualmente.  
 
Si bien, la redacción del inciso c) fue buena y funcional en su momento, en la actualidad presenta 
un déficit para su correcto cumplimiento, toda vez que, desde el año pasado el Consejo Estatal 
Electoral y de Participación Ciudadana ha tenido una problemática muy grande en recibir a 
destiempo los recursos económicos destinados a los partidos políticos por parte de la Secretaría 
de Finanzas del Gobierno del Estado, y esto ha repercutido directamente en los partidos, mismos 
que se han visto limitados en su funcionamiento y desarrollo de actividades.  
 
Para robustecer lo plasmado en el párrafo anterior, se dan a conocer los distintos antecedentes 
que impulsaron la presente iniciativa: 
 
El 28 de septiembre de 2022, se publicó en el Periódico Oficial del Estado, el Decreto 0392 por 
el que se expide la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, y se abroga la Ley Electoral del 
Estado publicada mediante el Decreto Legislativo número 0613, el treinta de junio de dos mil 
catorce. 
El 13 de octubre de 2022, el Consejo General del Consejo Estatal Electoral y de Participación 
Ciudadana, aprobó el acuerdo mediante el cual se determinó el financiamiento público de los 
partidos políticos registrados e inscritos ante el Consejo, a fin de ser integrado al presupuesto del 
Organismo Electoral para el ejercicio 2023. 
 
Desde el mes de octubre de 2022 comenzaron a presentarse la falta de los recursos 
correspondientes al financiamiento por parte de la Secretaría de Finanzas, ante tal situación el 
Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana presentó una serie de oficios; mismos 
que fueron registrados y presentados en las siguientes fechas: 
 

 19/10/2022 CEEPC/PRE/SE/1446/2022 

 18/11/2022 CEEPAC/PRE/SE/1608/2022 

 06/12/2022 CEEPC/PRE/1692/2022 
 
Estos oficios fueron presentados con el objeto de que el financiamiento público de los partidos 
políticos fuera entregado en tiempo, y éstos a su vez pudieran ejercer la totalidad de su 
financiamiento en el ejercicio fiscal 2022.  
 
El 26 de diciembre de 2022, fue publicado en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, 
el Decreto número 0565, relativo al Presupuesto de Egresos del Estado de San Luis Potosí, para 
el Ejercicio Fiscal 2023, mismo que en su artículo 7, dispone lo siguiente: 
 
Artículo 7°. Para cumplir con lo dispuesto por la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí, las 
erogaciones asignadas a las autoridades electorales y partidos políticos, incluidas las previsiones 
para incrementos salariales, prestaciones económicas, repercusiones por concepto de seguridad 
social y demás asignaciones derivadas de compromisos laborales y servicios básicos para su 



 

operación, suman la cantidad de $215,560,008, distribuidos conforme a lo siguiente: para gasto 
ordinario del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana $74,680,814; para dar 
cumplimiento al artículo 37 de la Ley Electoral del Estado de San Luis Potosí $1,362,052; para 
las prerrogativas de Ley, que incluyen el financiamiento a partidos y agrupaciones políticas 
$139,517, 140. 
 
Ante la falta de depósito del financiamiento público del mes de diciembre de 2022, mediante’ 
oficios CEEPAC/PRE/SE/012/2023 y CEEPAC/PRE/045/2023, de fechas 09 y 17 de enero 
respectivamente, fue solicitada a la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado la entrega 
inmediata del financiamiento público de los partidos políticos correspondientes al mes de 
diciembre de 2022, inclusive, mediante oficio CEEPAC/PRE/0157/2023, de fecha 09 de febrero 
de 2023, el Consejo solicitó una reunión con el Secretario de Finanzas con la finalidad de abordar 
lo relativo a la entrega oportuna del financiamiento público. 
 
El 19 de enero del 2023, mediante acuerdo CG/2023/ENE/01 se aprobó la distribución del 
financiamiento público para los partidos políticos con registro o inscripción ante el CEEPAC para 
el ejercicio fiscal 2023, con base en el financiamiento público otorgado en la Ley del Presupuesto 
de Egresos del estado de San Luis Potosí, determinando la cantidad de $139,517,140.00 (ciento 
treinta y nueve millones quinientos diecisiete mil ciento cuarenta pesos 00/100 m.n.) para cubrir 
el financiamiento público a que tienen derechos los partidos políticos relativo a gasto ordinario, 
actividades específicas y franquicias postales. 
 
La Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, el 23 de enero de 2023, notifico al CEEPAC, 
mediante oficio número SF/DGPP/DGPP-R0098/2023, la distribución y calendarizaci6n de los 
pagos que deberán efectuarse al Consejo y en donde, se encuentra comprendido el 
financiamiento público para el pago del financiamiento público de los partidos políticos; sin 
embargo, ha continuado el retraso de la ministración de los recursos.  
 
De nueva cuenta, ante el retraso en la entrega al Consejo de la cantidad correspondiente a la 
ministración del financiamiento público de los partidos políticos del mes de enero de 2023, 
mediante oficio CEEPAC/PRE/SE/177/2023, de fecha 14 de febrero de 2023, se solicitó a la 
Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, la entrega del recurso. 
 
En sesiones del Consejo General del CEEPAC, con fechas de 26 de octubre, 29 de noviembre, 
16 de diciembre del año 2022, así como las de fechas 19 y 31 de enero del presente año, algunas 
representaciones de los partidos políticos manifestaron su inconformidad con respecto al retraso 
en la entrega del financiamiento público que les corresponde. 
 
El 14 de febrero de 2023, las representaciones de los partidos políticos Acción Nacional, 
Revolucionario Institucional, de la Revolución Democrática, Conciencia Popular, Movimiento 
Ciudadano y Nueva Alianza San Luis Potosí, presentaron escrito en donde exigen al CEEPAC, 
dar solución inmediata al cumplimiento en la entrega puntual del financiamiento público que les 
corresponde. 
 
Durante los últimos cinco años, la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado había estado 
realizando las ministraciones del recurso correspondiente al financiamiento público de los 
partidos políticos durante los quince días del mes correspondiente.  
 
Sin embargo, a partir del mes de septiembre del 2021, la entrega del recurso ha sido cercana a 
la conclusión del mes, o incluso, posterior al mes a ministrar; en el caso de la prerrogativa 
correspondiente al mes de diciembre de 2022, fue entregada al Consejo hasta el 18 de enero del 
año en curso, y la correspondiente al mes de enero de la presente anualidad, fue radicada hasta 



 

el 15 de febrero y así sucesivamente se ha venido un retraso significativo en la entrega del 
recurso.  
 
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

En la tercera sesión ordinaria con fecha de 24 de febrero del año 2023, el Pleno del Consejo 
Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, aprobó por unanimidad de votos un exhorto a la 
Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado para que ministre de manera puntual, en el mes 
calendario de que se trate y, bajo los principios de oportunidad y respeto al calendario de pagos 
aprobado, correspondiente al financiamiento público a que tienen derecho los partidos políticos. 
 
Con fecha de 29 de abril del presente año, la Presidenta del CEEPAC, dio a conocer mediante 
diversas notas periodísticas que la Secretaría de Finanzas le debe en total 4 millones 451 mil 
311.16 pesos de actividades ordinarias, de los cuales un millón 363 mil 205 corresponden 
servicios generales de enero, febrero, marzo y abril; 2 millones 907 mil 997 pesos correspondiente 
a la segunda quincena de abril de servicios personales; 66 mil 605.55 de materiales y suministros 
del mes de abril, y 113 mil 504.33 para dar cumplimiento al artículo 42 de la Ley Electoral. En el 
caso de los partidos políticos de deben 11 millones 626 mil 428 pesos correspondiente al 
financiamiento público a partidos. 
 
Derivado de todos estos antecedentes, la Secretaría de Finanzas no se ha pronunciado respecto 
del tema, por lo que resulta inaplazable legislar para dar solución a esta problemática, toda vez 
que se esta vulnerando la esfera jurídica de los partidos políticos, así mismo, no se debe perder 
de vista que el artículo 46 de la Ley de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria del Estado y 
Municipios de San Luis Potosí, señala que:  
 
La Secretaria, por si, o a través de sus diversas oficinas, efectuara los cobros y pagos 
correspondientes a las dependencias y sus entidades. La ministración de los fondos 
correspondientes será autorizada en todos los casos por la Secretaria, de conformidad con el 
Presupuesto de Egresos. Los poderes, Legislativo; y Judicial, los entes autónomos, los municipios 
y sus organismos, recibirán y manejarán sus recursos, y harán los pagos a través de sus propias 
tesorerías o equivalentes; señala también el citado artículo que la ministración de los recursos 
atenderá primordialmente, el principio de oportunidad y respeto a los calendarios de gasto 
que se elaboraran con base en las prioridades y requerimientos de los ejecutores del 
gasto, con el objeto de lograr una mayor eficacia en el uso de los recursos públicos.  
 



 

Por su parte el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece 
que los partidos políticos constituyen entidades de interés público con finalidades específicas y 
de gran relevancia para la democracia en México, como Io son la promoción de la participación 
ciudadana en la vida democrática, la contribución en la integración de la representación nacional, 
entre otros. 
 
De igual forma, la normativa electoral establece derechos y obligaciones para los partidos 
políticos en referencia al financiamiento público otorgado; el numeral 156 de la Ley Electoral del 
Estado, les garantiza la entrega de financiamiento público para el pago de sus actividades, 
estructura, sueldos y salarios, es decir, para el cumplimiento de obligaciones contractuales y 
laborales implícitas en las labores que realizan los partidos políticos para el cumplimiento de sus 
fines, mismas que de incumplirse o no realizarse en las fechas acordadas, no solo generan 
incumplimiento en los pagos o una posible sanción al someterse el incumplimiento ante un 
procedimiento legal, sino también, la lesión a los derechos humanos de sus trabajadores al estar 
en imposibilidad de entregar su salario y prestaciones de ley, en los tiempos y bajo las condiciones 
establecidas, pues la propia Constitución mexicana y legislación laboral no hace distingo de las 
personas trabajadoras en nuestro país, ni establece preferencia o diferencia de los trabajadores 
que prestan sus servicios a las entidades públicas denominadas partidos políticos. 
 
En el mismo sentido, la normativa electoral, obliga a los partidos políticos a la entrega de informes 
en materia de fiscalizaci6n, en donde deben reportarse los ingresos, egresos, así como el 
cumplimiento a los programas de trabajo, en donde se establece la calendarización de las 
actividades que los partidos políticos tienen para desarrollar en un tiempo establecido.  
 
El desarrollo de las mismas se ve interrumpido o nulificado, cuando el financiamiento público no 
les es entregado en tiempo, sin mencionar el incumplimiento que genera en términos de 
fiscalización, la omisión en el desarrollo de sus actividades o la presentación tardía de los 
informes relacionados con dicha materia, es por ello, que se considera que la entrega oportuna 
del financiamiento público a que tienen derecho los partidos políticos es fundamental para el 
desarrollo de sus fines, el cumplimiento de sus obligaciones y evitar lesionar derechos laborales, 
que hoy en día son considerados fundamentales para toda persona, hablando en términos 
estrictos de las retribuciones y sus prestaciones. 
 
Todo lo anteriormente expuesto tiene como finalidad que la Secretaria de Finanzas, a fin de que 
dé cumplimiento con la entrega de los recursos al Consejo Estatal, sujetándose a lo señalado en 
el último párrafo del artículo 46 de la Ley de Responsabilidad Hacendaria con el objeto de que 
los recursos sean ministrados bajo los principios de oportunidad y respeto, por su parte se busca 
que el CEEPAC entregue el financiamiento público a los partidos políticos; permitiendo con ello 
que estas entidades de interés público ejerzan su presupuesto con prontitud y evitar que se 
incumplan obligaciones contractuales, fiscales, laborales, de entrega de informes y comprobación 
en materia de fiscalización, y se lesione el principio de equidad en la contienda ante la falta de 
entrega de financiamiento, al ser el presente año el inicio del proceso electoral.” 

 

OCTAVA. Que el artículo 86 en su fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, dispone que el dictamen legislativo deberá contener un cuadro comparativo 
entre las leyes vigentes y la iniciativa propuesta, en este caso la turnada con el número 3747, a 
saber: 
 

LEY ELECTORAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 
VIGENTE 

INICIATIVA DE REFORMA 
TURNO 3747 

ARTÍCULO 156. Los partidos políticos inscritos y 
registrados ante el Consejo tendrán derecho al 
financiamiento público de sus actividades, estructura, 

ARTÍCULO 156. … 
 
 



 

sueldos y salarios, independientemente de las demás 
prerrogativas otorgadas en esta Ley, conforme a las 
disposiciones contenidas en la LGPP y esta Ley, de 
acuerdo a lo siguiente:  
 
I. Para el sostenimiento de actividades ordinarias 
permanentes:  
a) El Consejo determinará anualmente el monto total 
por distribuir entre los partidos políticos conforme a lo 
siguiente: multiplicará el número total de ciudadanos 
inscritos en el padrón electoral a la fecha de corte de 
julio de cada año, por el sesenta y cinco por ciento del 
valor de la unidad de medida y actualización vigente.  
 
b) El resultado de la operación señalada en el inciso 
anterior constituye el financiamiento público anual a 
los partidos políticos por sus actividades ordinarias 
permanentes y se distribuirá en los términos siguientes:  
 
1. El treinta por ciento de la cantidad que resulte de 
acuerdo a lo señalado anteriormente se distribuirá 
entre los partidos políticos de forma igualitaria.  
 
2. El setenta por ciento restante de acuerdo con el 
porcentaje de votos que hubieren obtenido en la 
elección de diputados inmediata anterior.  
 
c) Las cantidades que en su caso, se determinen para 
cada partido, serán entregadas en ministraciones 
mensuales conforme al calendario presupuestal que se 
apruebe anualmente.  
 
 
NO EXISTE CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
 
d) Cada partido político deberá destinar anualmente 
por lo menos el dos por ciento del financiamiento 
público que reciba para el desarrollo de las actividades 
específicas, a que se refiere la fracción III de este 
artículo.  
 
e) Para la capacitación, promoción y el desarrollo del 
liderazgo político de las mujeres, cada partido político 
deberá destinar anualmente, el cinco por ciento del 
financiamiento público ordinario.  
f) Para la capacitación, promoción y el desarrollo del 
liderazgo político de las y los jóvenes, cada partido 
político deberá destinar anualmente, el tres por ciento 
del financiamiento público ordinario;  

 
 
 
 
 
I.  … 
 
a)  y   b)   … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
c) Las cantidades que, en su caso, se determinen para 
cada partido, serán entregadas en ministraciones 
mensuales dentro de los primeros diez días de cada 
mes conforme al calendario presupuestal que se 
apruebe anualmente. 
 
Las autoridades que sin causa justificada, retarden o 
impidan dar cumplimiento las ministraciones mensuales 
en el plazo que señala el párrafo anterior, serán 
sancionadas de conformidad con lo previsto en la Ley de 
Responsabilidades Administrativas para el Estado y 
Municipios de San Luis Potosí, y las leyes electorales 
respectivas.  
 
d)  a  f)   … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
II. Para gastos de Campaña:  
 
a) En el año de la elección en que se renueven el Poder 
Ejecutivo; el Poder Legislativo, y los ayuntamientos del 
Estado, se otorgará para gastos de campaña un monto 
equivalente al cincuenta por ciento del financiamiento 
público que para el sostenimiento de sus actividades 
ordinarias permanentes le corresponda en ese año.  
 
b) En el año de la elección en que elija al Poder 
Legislativo y ayuntamientos del Estado a cada partido 
político se le otorgará para gastos de campaña un 
monto equivalente al treinta por ciento del 
financiamiento público que para el sostenimiento de 
sus actividades ordinarias permanentes le corresponda 
en ese año.  
 
c) El financiamiento de campaña será administrado en 
su totalidad por los partidos políticos; estableciendo el 
prorrateo conforme lo previsto en la LGPP y esta Ley; 
teniendo que informarlas al órgano respectivo del 
Instituto o del Consejo, en caso de delegación de 
facultades en esta materia, diez días antes del inicio de 
la campaña electoral, la cual se hará del conocimiento 
del Pleno del Instituto o del Consejo General, en la 
siguiente sesión, según corresponda, sin que dichos 
porcentajes de prorrateo puedan ser modificados, y  
 
III. Por actividades específicas como entidades de 
interés público:  
 
a) La educación y capacitación política, investigación 
socioeconómica y política, así como las tareas 
editoriales de los partidos políticos con registro o 
inscripción, serán apoyadas mediante financiamiento 
público por un monto total anual equivalente al tres por 
ciento del que corresponda en el mismo año para las 
actividades ordinarias a que se refiere la fracción I de 
este artículo; el monto total será distribuido en los 
términos establecidos en el inciso b) de la fracción 
antes citada.  
 
b) El Instituto o el Consejo, en caso de delegación de 
facultades, vigilará que los partidos políticos con 
registro o inscripción destinen el financiamiento a que 
se refiere la presente fracción exclusivamente a las 
actividades señaladas en el inciso inmediato anterior.  
 
c) Las cantidades que en su caso se determinen para 
cada partido, serán entregadas en ministraciones 
mensuales conforme al calendario presupuestal que se 
apruebe anualmente. 

 
II y III. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

NOVENA. Que del contenido de las consideraciones, Séptima, y Octava, se desprende que el 
propósito de la idea legislativa en análisis, es establecer en la Ley Electoral, fecha determinada 
para que los partidos políticos que estén debidamente registrados en el Estado ante el Consejo 
Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, que cumplan con todos los requisitos que 
establece las distintas legislaciones puedan recibir la ministración de recursos en tiempo y forma. 
Propósito con el cual coinciden las dictaminadoras, ello es así en virtud de que los partidos 
políticos son entidades de interés público, los cuales cuentan de manera equitativa con elementos 
para llevar a cabo sus actividades, y que de conformidad con lo previsto en el arábigo 41 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la ley se establecerán las reglas a que 
se sujetará su financiamiento, el cual se compone “de las ministraciones destinadas al 
sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, las tendientes a la obtención 
del voto durante los procesos electorales y las de carácter específico”1.  De lo transcrito se 
colige que los recursos públicos con los que se financia a los partidos políticos, se dirigen a la 
erogación de gasto corriente, es decir, pago de nóminas, servicios públicos, rentas, entre otros. 
Por lo que resulta incongruente que la institución que ministra los recursos, retarde su 
expedición, a sabiendas de que éstos van destinados para solventar el pago de estructura, 
sueldos y salarios, compromisos económicos que no es posible posponer. 
 
No es óbice mencionar que los partidos políticos ostentan una representación democrática, por 
lo que ni éstos, ni los órganos públicos locales electorales estarán sometidos a la disposición de 
quien se encuentre en el cargo de la Secretaría de Finanzas que, como en el caso potosino es el 
ente encargado de la ministración de los recursos. Por lo que, a efecto de evitar esas conductas, 
es viable precisar el término de la entrega del financiamiento público. 
 
También coincidimos con los promoventes respecto a establecer una sanción, pues una norma 
que mandata el cumplimiento de una acción, resultaría inaplicable si no se le atribuye un castigo 
su inobservancia, por lo que valoramos procedente se haga el reenvío a la Ley de 
Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. 
 
Por lo expuesto, las comisiones de, Puntos Constitucionales; y Hacienda del Estado; con 
fundamento en lo establecido en los artículos, 57 fracción I, 61, y 64, de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 15 fracción I, 84 fracción I, 98 fracciones, XIII, y 
XVII, 110,  y 113, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí; 61, 62, 85, y 
86, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, emiten el siguiente 
 

D I C T A M E N 
 

ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba con modificaciones, la iniciativa citada en el proemio. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

Democracia, partidos políticos y financiamiento son instituciones indisolubles, tienen como 
finalidad permitir el acceder al poder público a cualquier miembro de la sociedad, bajo criterios 
de equidad, justicia y transparencia, sin poner en riesgo el interés general del Estado. 
 
Los partidos políticos son organizaciones políticas durables que cuentan con una estructura 
completa y una independencia orgánica y funcional respecto del Estado, manifiestan la voluntad 

                                                           
1 Recuperado de Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (diputados.gob.mx) 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf


 

deliberada de ejercer directamente el poder y para ello buscan el apoyo popular en las elecciones. 
El surgimiento de los partidos políticos se da a partir de la necesidad de una representación de 
los intereses sociales, situación que se remonta a la antigua Grecia. 
 
Los partidos políticos se muestran de una manera más desarrollada a consecuencia de 
acontecimientos tan importantes como la revolución francesa, la independencia de Norteamérica 
y la de los países latinoamericanos, así como la revolución industrial. De esta manera, los partidos 
políticos evolucionan, se estructuran y organizan con algunos fines más duraderos. 
 
Actualmente, los partidos políticos son instituciones que poseen una evidente importancia en las 
sociedades contemporáneas, ya que toda sociedad moderna resulta impensable sin la existencia 
de dichas organizaciones políticas, en virtud de que éstas llevan a cabo una función mediadora 
entre el pueblo y el poder político. 
 
Fortalecer los partidos políticos es una prioridad al igual que contribuir a aumentar la confianza 
ciudadana en sus procesos electorales. Es indudable que un sistema de partidos fuerte fortalece 
la democracia. Por tanto, contar con modelos efectivos de financiamiento de la actividad política 
también lo hace. 
 
La cuestión del financiamiento se sitúa hoy, sin duda alguna, en el núcleo de la normatividad 
sobre los partidos políticos en el mundo.  
 
Pocos asuntos son más importantes en el ámbito electoral que el tema del dinero: de dónde viene; 
a dónde se aplica; en qué montos y actividades puede gastarse; cómo se llevan a cabo las 
cuentas y su publicidad respectiva; y, fundamentalmente, cuál es la relación que existe entre el 
dinero invertido en un proceso electoral y las decisiones de los gobernantes emanados de él, que 
eventualmente pueden favorecer a los aportantes. 
 
Ahora bien, para que los partidos políticos puedan subsistir como organizaciones 
estructuralmente completas e independientes, y lleven a cabo sus funciones y actividades, 
necesitan recursos económicos que les permitan solventar los gastos que implica el 
sostenimiento de toda la maquinaria política y el cumplimiento de los fines que la ley les señala.  
 
Estos recursos económicos son lo que comúnmente conocemos como el financiamiento de los 
partidos políticos, el cual reviste una gran importancia si tomamos en cuenta que dichas 
organizaciones políticas se han convertido en instituciones indispensables para la vida, 
reproducción y evolución del Estado democrático, a través de su participación como actores 
principales en la contienda electoral, postulando candidatos a cargos de elección popular, es 
posible la integración del poder político mediante la celebración de elecciones, en las que aquellos 
miembros de la sociedad que cumplan con los requisitos señalados en la ley para ser 
considerados como ciudadanos, ejercen su derecho al voto.  
 
No es posible concebir una democracia moderna sin la existencia de los partidos políticos, y por, 
esta razón, su financiamiento resulta clave, no sólo para la propia subsistencia de estos 
organismos políticos, sino también para la legitimidad del sistema democrático mismo.  
 
Las razones que sustentan al financiamiento para los partidos políticos son para hacerse cargo 
de cuatro asuntos: transparentar el origen de los recursos, garantizar la independencia de los 



 

partidos, contar con unas condiciones adecuadas de equidad en la competencia y evitar la 
tentación de acudir a fuentes ilegítimas de financiamiento. 
 
El propósito es que el financiamiento garantice un nivel de recursos suficientes para que la 
competencia electoral sea eso: una competencia entre distintas opciones con oportunidades 
reales de conquistar gobiernos o espacios de representación parlamentaria y no un ritual con 
ganadores y perdedores predeterminados.  
 
Además, el financiamiento se otorga con la intención de lograr que las operaciones financieras 
de los partidos, sus ingresos y sus egresos, corran por vías transparentes y conocidas. La idea 
es que, al tratarse de recursos de los contribuyentes, los principios de transparencia y de control 
puedan estar garantizados de mejor manera 
 
En nuestro país, el financiamiento de los partidos políticos ha atravesado por distintas etapas a 
lo largo de su historia; se reguló por primera vez en el Código Federal Electoral, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación del doce de febrero de mil novecientos ochenta y siete. 
 
A partir de esa reforma, el modelo de financiamiento público de los partidos políticos en México 
ha presentado dos generaciones: la primera, comprende las reformas de 1987, 1990 y 1996; la 
segunda, se conforma de la reforma del 2007 y 2014, pudiéndose considerar a la iniciativa 
presentada por el titular del Ejecutivo Federal en el 2022 como parte de esta segunda generación.  
 
Marco Normativo sobre el financiamiento a los partidos políticos.  
 
El artículo 116, fracción IV, inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que en las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral se deberá 
garantizar que los partidos políticos reciban, en forma equitativa, financiamiento público para sus 
actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la obtención del voto durante los procesos 
electorales. 
 
El artículo 41, párrafo segundo, base V, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establece que la organización de las elecciones es una función estatal que se realiza 
a través del Instituto Nacional Electoral y de los Organismos Públicos Locales.  
 
Por su parte, el párrafo primero, del Apartado C de la Base citada, numerales 1, 10 y 11, dispone 
que, en las entidades federativas, las elecciones locales estarán a cargo de Organismos Públicos 
Locales en los términos que señala la propia Constitución, y que ejercerán funciones en materia 
de derechos y acceso a las prerrogativas de los candidatos y partidos políticos, así como todas 
las no reservadas al Instituto Nacional Electoral y las que determine la Ley. 
 
El artículo 37 de la Constitución Política del estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, señala 
que, con las prerrogativas y derechos contenidos en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, los partidos políticos con registro nacional o estatal tienen derecho a participar 
en los procesos electorales que se lleven a cabo en el estado, siempre y cuando observen lo 
dispuesto por las leyes federales y locales en la materia.  
 
Para conservar el registro e inscripción que da acceso a las prerrogativas económica en el estado, 
los partidos políticos deberán obtener por lo menos el tres por ciento del total de la votación valida 



 

emitida en cualquiera de las elecciones locales, ya sea para la elección del Poder Ejecutivo, o 
Poder Legislativo, en el último proceso electoral. 
 
El artículo 3, fracción II, incisos b) y c) de la Ley Electoral del Estado, señala que le corresponde 
al Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, garantizar los derechos y el acceso a 
las prerrogativas de los partidos políticos, y candidaturas; así como, garantizar la ministración 
oportuna del financiamiento público a que tienen derechos los partidos políticos nacionales y 
locales, y las candidaturas independientes. 
 
El artículo 49, fracción I, inciso a) de la Ley Electoral del Estado, el Consejo General del Consejo 
Estatal Electoral y de Participación Ciudadana tiene la facultad de dictar las previsiones 
normativas y procedimentales necesarias, para hacer efectivas las disposiciones de la propia Ley. 
 
El artículo 138 fracción IV, de la Ley Electoral del Estado señala que es un derecho de los partidos 
políticos, acceder a las prerrogativas y recibir el financiamiento público en los términos del artículo 
41 de la Constitución Federal, la Ley General de los Partidos Políticos, la ley local en la materia 
y demás disposiciones aplicables. 
  
El artículo 152 de la Ley Electoral del Estado, señala que son prerrogativas de los partidos 
políticos:  
 
I. Tener acceso a radio y televisi6n en los términos de la Constituci6n Federal y la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales;  

II. Participar, en los términos de la Ley General de Partidos Políticos y esta Ley, del financiamiento 
público correspondiente para sus actividades;  

III. Gozar del régimen fiscal que se establece en la Ley General de Partidos Políticos y en las leyes de la 
materia, y 

IV. Usar las franquicias postales y telegráficas que sean necesarias para el cumplimiento de sus 
funciones. 

 
El artículo 156, fracción I, inciso c) de la Ley Electoral del Estado, establece que las cantidades 
que, en su caso, se determinen para cada partido, serán entregadas en ministraciones mensuales 
conforme al calendario presupuestal que se apruebe anualmente. 
 
Derivado de la importancia que reviste el tema del financiamiento público a los partidos políticos, 
se reforma el artículo 156 en su fracción I inciso c), para establecer fecha determinada para que 
los partidos políticos que estén debidamente registrados en el Estado ante el Consejo Estatal 
Electoral y de Participación Ciudadana, que cumplan con todos los requisitos que establece las 
distintas legislaciones puedan recibir la ministración de recursos en tiempo y forma.  
 
También se establece una sanción en caso de la inobservancia del dispositivo que se modifica, 
pues una norma que mandata el cumplimiento de una acción, resultaría inaplicable si no se le 
atribuye un castigo su inobservancia, por lo que en ese orden de ideas, se hace el reenvío a la 
Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. 

 
PROYECTO 

DE 
DECRETO 

 



 

ÚNICO. Se REFORMA el inciso c) de la fracción primera del artículo 156 de la Ley Electoral del 

Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue 
 
ARTÍCULO 156. … 
 
I. … 
 
a)  y   b)   … 
 
c) Las cantidades que, en su caso, se determinen para cada partido, serán entregadas en 
ministraciones mensuales dentro de los primeros diez días hábiles de cada mes conforme al 
calendario presupuestal que se apruebe anualmente. 
 
Las autoridades que sin causa justificada, retarden o impidan dar cumplimiento las 
ministraciones mensuales en el plazo que señala el párrafo anterior, serán sancionadas de 
conformidad con lo previsto en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el 
Estado y Municipios de San Luis Potosí, y las leyes electorales respectivas.  
 
d)   a   f)   … 
 
II y III. … 
 

T R A N S I T O R I O S 
 

PRIMERO. PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial del Estado "Plan de San Luis". 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
 
D A D O POR LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, EN EL AUDITORIO “LIC. 
MANUEL GÓMEZ MORÍN”, DEL EDIFICIO “PRESIDENTE JUÁREZ”, DEL HONORABLE 
CONGRESO DEL ESTADO, A LOS TRECE DÍAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL 
VEINTITRÉS. 
 
D A D O POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DEL ESTADO, EN EL AUDITORIO “LIC. MANUEL 
GÓMEZ MORÍN”, DEL EDIFICIO “PRESIDENTE JUÁREZ”, DEL HONORABLE CONGRESO 
DEL ESTADO, A LOS VEINTISIETE DÍAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL 
VEINTITRÉS. 

 



 



 

 
 
 
  



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
Las comisiones de, Justicia; e Igualdad de Género, se permiten someter a la consideración de 
esta Asamblea Legislativa el presente dictamen, al tenor de los siguientes, antecedentes, y 
consideraciones. 
 

A N T E C E D E N T E S 
 
1. En Sesión de la Diputación Permanente del uno de septiembre de dos mil veintidós, fue 
presentada por las legisladoras y los legisladores, Martha Patricia Aradillas Aradillas, José Luis 
Fernández Martínez, Nadia Esmeralda Ochoa Limón, Dolores Eliza García Román, Edgar 
Alejandro Anaya Escobedo, Eloy Franklin Sarabia, Roberto Ulises Mendoza Padrón, René 
Oyarvide Ibarra, Cinthia Verónica Segovia Colunga, y Salvador Isais Rodríguez, iniciativa 
mediante la que plantea adicionar párrafo al artículo 283 del Código Penal del Estado de San 
Luis Potosí. 
 
2. La iniciativa citada en el párrafo que antecede, se turnó con el número 2106, a las comisiones 
de, Justicia; e Igualdad de Género. 
 
Así, al entrar al análisis de la iniciativa en comento, atendemos a las siguientes: 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 
PRIMERA. Que esta Soberanía solo puede actuar de acuerdo a lo que expresamente  le faculta 
la ley,  por lo que sus funciones deberán ajustarse a las atribuciones que conforme a Derecho le 
son determinadas.   
 
Al constituirse nuestro país, en una República representativa, democrática, laica y federal, 
compuesta por estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por la 
Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios previstos en el 
Pacto Político Federal, las entidades federativas gozan de autonomía para tomar decisiones de 
gobierno en el ámbito de su competencia. No obstante ello, los ordenamientos locales deben 
guardar  armonía con los federales para que éstos sean válidos y vigentes, lo que viene a 
constituir la armonización normativa. 
 
La competencia legislativa entre la Federación y los estados, encuentra sustento en lo previsto 
en el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece 
que todas aquellas competencias que no sean asignadas a la Federación deben entenderse 
reservadas a los estados.   
 
Por lo que, al no ser la materia de la iniciativa que con este dictamen se atiende, facultad 
reservada para el Congreso de la Unión, de conformidad con el artículo 73 de la Constitución 
General, esta Soberanía emite el presente instrumento parlamentario. 
 
SEGUNDA. Que de conformidad con lo que establece el artículo 57 fracción I, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí,  es atribución de este Poder Legislativo 
del Estado, dictar, abrogar y derogar leyes. 



 

 

 
TERCERA. Que en observancia a lo estipulado por los artículos, 98 fracciones, XIV, y XV, 110 
BIS, y 111, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, las comisiones de, 
Justicia; e Igualdad de Género, son competentes para dictaminar la iniciativa de mérito. 
 
CUARTA. Que la iniciativa fue presentada por quien tiene atribución para ello, de acuerdo a lo 
que disponen los artículos, 61 de la Constitución Política del Estado; y 130, de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado. 
 
QUINTA. Que la iniciativa que se analiza cumple los requisitos que señalan los artículos, 131, de 
la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y 67, del Reglamento para el Gobierno Interior 
del Congreso del Estado. 
 
SEXTA. Que por cuanto hace al periodo señalado en el artículo 92 párrafo segundo, de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado, respecto a la emisión de dictámenes, éste se observa 
en sus términos, luego de que la iniciativa turnada con el número 2106 fue presentada el uno de 
septiembre de dos mil veintidós, y respecto de ésta se ha solicitado y concedido prórroga. 
 
SÉPTIMA. Que la idea legislativa que plantea adicionar párrafo al artículo 283 del Código Penal 
del Estado, se sustenta en observancia a la siguiente: 
 

“EXPOSICIÓN 
DE 

MOTIVOS: 

 
Montserrat Bendimes Roldán era una joven veracruzana de 20 años, estudiante de ingeniería, 
quien presuntamente fue atacada por su pareja Marlon “N” el 17 de abril de 2021 y resultó herida 
con traumatismo craneoencefálico, lo que le causó muerte cerebral. 
 
El 23 de abril de 2021, ella fue desconectada de un respirador artificial. Su victimario lleva más 
de un año prófugo de la justicia, auxiliado por sus padres Diana “N” y Jorge “N”, con quienes huyó 
desde el mismo día de la agresión. 
 
Sin embargo, los padres fueron detenidos en noviembre en la Ciudad de México e imputados por 
homicidio doloso, pues no pidieron servicios de emergencia ni actuaron con rapidez para permitir 
la fuga de su hijo y después llevaron a la joven al hospital, donde la dejaron para después huir 
del Estado junto con Marlon. 
 
Aun así pudieron ayudar a su hijo, pues el artículo 345 del Código Penal del estado de Veracruz 
establece que no será sancionado quien oculte al responsable de un delito o “los efectos, objetos 
o instrumentos” es decir, oculte evidencia o impida que se averigüe, “cuando se haga por un 
interés legítimo y no se emplee algún medio delictuoso”, siempre que se trate de familiares o 
incluso amigos cercanos. 
 
A raíz de lo anterior, el Estado de Veracruz, Jalisco, y el Estado de México, decidieron realizar 
diversas reformas a sus Códigos Penales denominadas “Ley Monse”, además, se dio a conocer 
que el Estado de Guanajuato, Michoacán y Querétaro buscan replicar esta Ley; ello con la 
finalidad de castigar a quien o quienes encubran a feminicidas y los ayuden a huir; en virtud de 
establecer que las excluyentes de responsabilidad, no serán efectivas tratándose del delito de 
feminicidio y en dicho caso, este será sancionado como delito de encubierto. 
 



 

 

En el Estado de San Luis Potosí, los municipios mayormente afectados por esta violencia de 
género extrema, durante estos seis años, son: San Luis Potosí con 23 casos, Soledad de 
Graciano Sánchez con 13 y Rioverde con ocho. 
 
Desde el comienzo de las administraciones actuales, tanto estatal como municipal, de septiembre 
de 2021 hasta abril del año en curso, se han detectado un total de 27 notas periodísticas sobre 
asesinatos o muertes violentas de mujeres en todo el Estado. 
 
Es por lo anteriormente expuesto que se propone dicha reforma al Código Penal del Estado de 
San Luis Potosí, esto con la finalidad de que el cónyuge, concubina, concubinario, ascendientes 
o descendientes consanguíneos o colaterales hasta en segundo grado de la persona agresora, 
no sean excluyentes de responsabilidad tratándose del delito de feminicidio, y con ello evitar la 
impunidad y a los asesinos de las mujeres.” 
 

OCTAVA. Que el artículo 86 en su fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, dispone que el dictamen legislativo deberá contener un cuadro comparativo 
entre las leyes vigentes y la iniciativa propuesta, en este caso la turnada con el número 2106,  a 
saber: 
 

CÓDIGO PENAL DEL ESTADO  
DE SAN LUIS POTOSÍ (VIGENTE) 

PROPUESTA DE REFORMA (TURNO 2106) 

ARTÍCULO 283. No se impondrá sanción alguna, en el caso 
de la fracción I del artículo 280 de este Código, al 
cónyuge, concubina, concubinario, ascendientes o 
descendientes consanguíneos del delincuente o colaterales 
hasta en segundo grado. 
 
 
NO EXISTE CORRELATIVO 

ARTÍCULO 283. … 
 
 
 
 
 
 
Las excluyentes de responsabilidad no serán  
efectivas tratándose del delito de feminicidio. 

 
NOVENA. Que como se desprende de las consideraciones, Séptima y Octava, el propósito de la 
idea legislativa en análisis es que se adicione un párrafo al artículo 283 del Libro Sustantivo Penal, 
con el propósito de que tratándose del delito de feminicidio no sean aplicable la excluyente de 
responsabilidad de encubrimiento, cuando  éste sea cometido cónyuge, concubina, concubinario, 
ascendientes o descendientes consanguíneos del delincuente o colaterales hasta en segundo 
grado. Objetivo con el que coinciden las y los integrantes de las dictaminadoras, pues no es 
desconocido el flagelo que causa la comisión del infamante delito de feminicidio, respecto del 
cual esta Soberanía ya se ha pronunciado al manifestar que la “Consulta Regional de la CEDAW 
para la Elaboración de una Recomendación General sobre la Trata de Mujeres y Niñas en el 
Contexto de la migración mundial, de 33 países de la región da cuenta de que la cifra de mujeres 
asesinadas por el solo hecho de ser mujeres superaba las 3.800. (La medición del feminicidio o 
femicidio: desafíos y ruta de fortalecimiento en América Latina y el Caribe. Observatorio de 
Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, CEPAL https://oig. 
cepal.org/es/indicadores/feminicidio)1 
 
En el citado informe refiere que 14 de los 25 países con mayores tasas de feminicidio en el mundo 
se encuentran en américa latina,  y la proporción más alta ocurre entre las edades de 15 a 39 

                                                           
1 Recuperado de consulta-regional-CEDAW.pdf (unicef.org)  

https://www.unicef.org/lac/media/34781/file/consulta-regional-CEDAW.pdf


 

 

años. En algunos países, las adolescentes tienen altas tasas de feminicidio, pero las respuestas 
nacionales tienden a centrarse en las “mujeres” como una población no específica por edad. 
  
Resulta alarmante que en nuestro país “las adolescentes de 12 a 17 años representan el 80% de 
las desapariciones de personas menores de 18 años en México.2 En 2020, fueron víctimas de 
feminicidio 112 niñas y adolescentes (de 0 a 17 años), esto representó el 11.5% del total de 
feminicidios en el país, con un incremento de casi 18% respecto a 2019.3 Además, 4 de cada 10 
adolescentes ha experimentado algún tipo de violencia sexual.”  
 
Consideramos que poner fin a la violencia contra las mujeres es prioritario, no sólo porque atenta 
contra su sano desarrollo y representa una grave violación a sus derechos humanos, sino porque 
además, limita la construcción de una sociedad pacífica, incluyente y justa, por lo que cualquier 
conducta aleatoria o consecuencia de la comisión de la violencia contra las niñas y las mujeres, 
debe sancionarse adecuadamente. 
 
Por lo expuesto, las comisiones de, Justicia; e Igualdad de Género, con fundamento en lo 
establecido en los artículos, 61, y 64, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
San Luis Potosí; 15 fracción XXI, 84 fracción I, 98 fracciones, XIV, y XV,  110 BIS, y  111, de la 
Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí; 61, 62, y 85, del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso del Estado, emiten el siguiente 

 
D I C T A M E N 

  
ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba, la iniciativa citada en el proemio. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
El flagelo que causa la comisión del infamante delito de feminicidio, respecto del cual esta 
Soberanía ya se ha pronunciado al manifestar que la “Consulta Regional de la CEDAW para la 
Elaboración de una Recomendación General sobre la Trata de Mujeres y Niñas en el Contexto 
de la migración mundial, de 33 países de la región da cuenta de que la cifra de mujeres 
asesinadas por el solo hecho de ser mujeres superaba las 3.800. (La medición del feminicidio o 
femicidio: desafíos y ruta de fortalecimiento en América Latina y el Caribe. Observatorio de 
Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, CEPAL https://oig. 
cepal.org/es/indicadores/feminicidio)4 
 
El citado informe refiere que 14 de los 25 países con mayores tasas de feminicidio en el mundo 
se encuentran en américa latina,  y la proporción más alta ocurre entre las edades de 15 a 39 
años. En algunos países, las adolescentes tienen altas tasas de feminicidio, pero las respuestas 
nacionales tienden a centrarse en las “mujeres” como una población no específica por edad. 
  
Resulta alarmante que en nuestro país “las adolescentes de 12 a 17 años representan el 80% 
de las desapariciones de personas menores de 18 años en México.5 En 2020, fueron víctimas 
de feminicidio 112 niñas y adolescentes (de 0 a 17 años), esto representó el 11.5% del total 

                                                           
2 Recuperado de https://www.unicef.org/mexico/ciberseguridad.2 
3 Recuperado de Proteger a las niñas y a las adolescentes de cualquier forma de violencia | UNICEF  
4 Recuperado de consulta-regional-CEDAW.pdf (unicef.org)  
5 Recuperado de https://www.unicef.org/mexico/ciberseguridad.5 

https://www.unicef.org/mexico/ciberseguridad
https://www.unicef.org/mexico/protecci%C3%B3n-la-ni%C3%B1ez-y-adolescencia/proteger-las-ni%C3%B1as-y-las-adolescentes-de-cualquier-forma-de#:~:text=Las%20adolescentes%20de%2012%20a,de%2018%20a%C3%B1os%20en%20M%C3%A9xico.&text=En%202020%2C%20fueron%20v%C3%ADctimas%20de,casi%2018%25%20respecto%20a%202019.
https://www.unicef.org/lac/media/34781/file/consulta-regional-CEDAW.pdf
https://www.unicef.org/mexico/ciberseguridad


 

 

de feminicidios en el país, con un incremento de casi 18% respecto a 2019.6 Además, 4 de cada 
10 adolescentes ha experimentado algún tipo de violencia sexual.”  
 
Consideramos que poner fin a la violencia contra las mujeres es prioritario, no sólo porque atenta 
contra su sano desarrollo y representa una grave violación a sus derechos humanos, sino 
porque además, limita la construcción de una sociedad pacífica, incluyente y justa, por lo que 
cualquier conducta aleatoria o consecuencia de la comisión de la violencia contra las niñas y las 
mujeres, debe sancionarse adecuadamente, como el caso del encubrimiento, en el que bajo 
ninguna circunstancia se aplicará la excluyente de responsabilidad, tratándose del delito de 
feminicidio. 
 

PROYECTO 
DE 

DECRETO 
 
ÚNICO. Se ADICIONA párrafo al artículo 283  del Código Penal del Estado de San Luis Potosí,  
para quedar como sigue 
 
ARTÍCULO 283. … 
 
Las excluyentes de responsabilidad no serán aplicables tratándose del delito de 
feminicidio. 
 

T R A N S I T O R I O S 
 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado "Plan de San Luis". 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
 
D A D O POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, EN LA SALA “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO 
MURRIETA”, DEL EDIFICIO “PRESIDENTE JUÁREZ” DEL HONORABLE CONGRESO DEL 
ESTADO, A LOS TREINTA Y UN DÍAS DEL MES DE MAYO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 
 
D A D O POR LA COMISIÓN DE IGUALDAD DE GÉNERO, EN EL AUDITORIO “LIC. 
MANUEL GÓMEZ MORÍN”, DEL EDIFICIO “PRESIDENTE JUÁREZ” DEL HONORABLE 
CONGRESO DEL ESTADO, A LOS ONCE DÍAS DEL MES DE JULIO DEL AÑO DOS MIL 
VEINTITRÉS. 

  

                                                           
6 Recuperado de Proteger a las niñas y a las adolescentes de cualquier forma de violencia | UNICEF  

https://www.unicef.org/mexico/protecci%C3%B3n-la-ni%C3%B1ez-y-adolescencia/proteger-las-ni%C3%B1as-y-las-adolescentes-de-cualquier-forma-de#:~:text=Las%20adolescentes%20de%2012%20a,de%2018%20a%C3%B1os%20en%20M%C3%A9xico.&text=En%202020%2C%20fueron%20v%C3%ADctimas%20de,casi%2018%25%20respecto%20a%202019.


 

 

 
 

 



 

 

  



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
La Comisión de Justicia se permite someter a la consideración de esta Asamblea Legislativa 
el presente dictamen, al tenor de los siguientes, antecedentes, y consideraciones. 
 

A N T E C E D E N T E S 
 
1. En Sesión Ordinaria del veintitrés de marzo del año en curso, fue presentada por la 
Legisladora Cinthia Verónica Segovia Colunga, iniciativa mediante la que plantea derogar el 
artículo 6º de la Ley en Materia de Desaparición Forzada de Personas Desaparición Cometida 
por Particulares, y del Sistema Estatal de Búsqueda de Personas del Estado de San Luis 
Potosí. 
 
2. La iniciativa citada en el párrafo que antecede, se turnó con el número 3309, a la Comisión 
de Justicia. 
 
Así, al entrar al análisis de la iniciativa en comento, atendemos a las siguientes: 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 
PRIMERA. Que esta Soberanía solo puede actuar de acuerdo a lo que expresamente le faculta 
la ley,  por lo que sus funciones deberán ajustarse a las atribuciones que conforme a Derecho 
le son determinadas.   
 
Al constituirse nuestro país, en una República representativa, democrática, laica y federal, 
compuesta por estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por 
la Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios previstos en 
el Pacto Político Federal, las entidades federativas gozan de autonomía para tomar decisiones 
de gobierno en el ámbito de su competencia. No obstante ello, los ordenamientos locales 
deben guardar armonía con los federales para que éstos sean válidos y vigentes, lo que viene 
a constituir la armonización normativa. 
 
La competencia legislativa entre la Federación y los estados, encuentra sustento en lo previsto 
en el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece 
que todas aquellas competencias que no sean asignadas a la Federación deben entenderse 
reservadas a los estados.   
 
Por lo que, al no ser la materia de la iniciativa que con este dictamen se atiende, facultad 
reservada para el Congreso de la Unión, de conformidad con el artículo 73 de la Constitución 
General, esta Soberanía emite el presente instrumento parlamentario. 
 
SEGUNDA. Que de conformidad con lo que establece el artículo 57 fracción I, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, es atribución de este 
Poder Legislativo del Estado, dictar, abrogar y derogar leyes. 
 



 

 

TERCERA. Que en observancia a lo estipulado por los artículos, 98 fracción XV, y 111, de la 
Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, la Comisión de Justicia es 
competente para dictaminar la iniciativa de mérito. 
 
CUARTA. Que la iniciativa fue presentada por quien tiene atribución para ello, de acuerdo a lo 
que disponen los artículos, 61 de la Constitución Política del Estado; y 130, de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado. 
 
QUINTA. Que la iniciativa que se analiza cumple los requisitos que señalan los artículos, 131, 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y 67, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado. 
 
SEXTA. Que por cuanto hace al periodo señalado en el artículo 92 párrafo segundo, de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado, respecto a la emisión de dictámenes, éste se 
observa en sus términos, luego de que la iniciativa turnada con el número 3309 fue presentada 
el veintitrés de marzo de la presente anualidad, por lo que en tiempo se emite el presente 
dictamen. 
 
SÉPTIMA. Que la idea legislativa presentada por la Diputada Cinthia Verónica Segovia 
Colunga, se sustenta al tenor de la siguiente: 
 

“E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S 
 
Para fines de difusión, el siete de marzo de esta anualidad la Suprema Corte de Justicia publicó el 
comunicado de prensa que a la letra dice: 
 
“No. 076/2023 
Ciudad de México, a 07 de marzo de 2023 
 
SCJN INVALIDA LEGISLACIÓN DE SAN LUIS POTOSÍ EN MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA 
DE PERSONAS 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), como resultado del análisis de las 
impugnaciones de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, invalidó el artículo 6 de la Ley en Materia 
de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Estatal de 
Búsqueda de Personas del Estado de San Luis Potosí, en las porciones normativas “la Ley General; el 
Código Nacional de Procedimientos Penales; el Código Penal Federal;”, “la Ley General de Víctimas”, así 
como “y los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte”, expedida mediante decreto 
publicado el 2 de enero de 2022, donde se preveía a los ordenamientos señalados como supletorios de la 
ley local. 
 
Al respecto, la SCJN determinó que el legislador del Estado carecía de facultades para establecer esa 
supletoriedad en lo no previsto por la ley local en materia de desaparición de personas, pues ésta no puede 
regular cuestiones relacionadas con la investigación, procedimiento y sanción de ese tipo de delitos, 
cuestiones todas que el Congreso de la Unión reservó a la Ley General. 
 
El Pleno resolvió que el legislador potosino se encontraba impedido para establecer que los Tratados 
Internacionales sean supletorios de la ley local, ya que éstos son de aplicación directa, al integrar la Ley 
Suprema de la Unión. 
 
La invalidez determinada surtirá efectos retroactivos, únicamente en lo que se refiere a la materia penal, al 
3 de enero de 2022, fecha en que entró en vigor el decreto impugnado. 



 

 

 
Acción de inconstitucionalidad 27/2022, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
demandando la invalidez del artículo 6 de la Ley en Materia de Desaparición Forzada de Personas, 
Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Estatal de Búsqueda de Personas del Estado de San 
Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial de esa entidad de 2 de enero de 2022, mediante Decreto 0132. 
Ponente: Ministra Loretta Ortiz Ahlf. Secretarias: Diana Rangel León y Estefanía Alcázar Javier. 
 
Documento con fines de divulgación. La sentencia es la única versión oficial.” 

 
Por lo que en atención a lo previsto en el artículo 73 fracción XXI inciso a) de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, ha de ser derogada la disposición que nos ocupa, y así estar en 
observancia a lo estipulado por el dispositivo invocado.” 

 
OCTAVA. Que el artículo 86 en su fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, dispone que el dictamen legislativo deberá contener un cuadro 
comparativo entre las leyes vigentes y la iniciativa propuesta, en este caso la turnada con el 
número 3309, a saber: 
 

Ley en Materia de Desaparición Forzada de Personas, 
Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema 
Estatal de Búsqueda de Personas del Estado de San Luis 
Potosí (VIGENTE) 

PROPUESTA DE REFORMA (TURNO 3309) 

ARTÍCULO 6°. En todo lo no previsto en la presente Ley, son 
aplicables supletoriamente las disposiciones establecidas 
en la Ley General; el Código Nacional de Procedimientos 
Penales; el Código Penal Federal; el Código Penal del Estado 
de San Luis Potosí; el Código Civil para el Estado de San Luis 
Potosí; la Ley General de Víctimas, la Ley de Atención a 
Víctimas; y los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte. 

ARTÍCULO 6º. Se deroga 

 
NOVENA. Que del contenido de las consideraciones, Séptima, y Octava, se desprende que el 
propósito de la idea legislativa en estudio es derogar la disposición contenida en el artículo 6º 
de la Ley en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por 
Particulares y del Sistema Estatal de Búsqueda de Personas del Estado, en la que se establece 
la supletoriedad de la Ley General; el Código Nacional de Procedimientos Penales; el Código 
Penal Federal; la Ley General de Víctimas; y los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte. Lo anterior por contravenir lo dispuesto en el artículo 73 fracción XXI inciso 
a) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Por lo expuesto, la Comisión de Justicia, con fundamento en lo establecido en los artículos, 
61, y 64, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 15 fracción 
I, 84 fracción I, 98 fracción XV, y 111, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis 
Potosí; 61, 62, y 85, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, emite 
el siguiente 
 

D I C T A M E N 
 
ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba, la iniciativa citada en el proemio. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 



 

 

 
En la observancia de la competencia del Congreso de la Unión para legislar en materia de 
desaparición forzada de personas desaparición cometida por particulares, y del sistema estatal 
de búsqueda de personas, y en observancia a la resolución emitida por el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en la Acción de inconstitucionalidad 27/2022, el siete de marzo 
del año en curso, se impone derogar la disposición contenida en el artículo 6º de la Ley en 
Materia de Desaparición Forzada de Personas Desaparición Cometida por Particulares, y del 
Sistema Estatal de Búsqueda de Personas del Estado de San Luis Potosí. 
 

PROYECTO 
DE 

DECRETO 

ÚNICO. Se DEROGA el artículo 6º de la Ley en Materia de Desaparición Forzada de 

Personas Desaparición Cometida por Particulares, y del Sistema Estatal de Búsqueda de 
Personas del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue 
 
ARTÍCULO 6º. Se deroga 
 

T R A N S I T O R I O S 
 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado "Plan de San Luis". 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
 
 
D A D O EN LA SALA “FRANCISCO GONZÁLEZ BOCANEGRA” DEL EDIFICIO DEL 
HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, A LOS DIECINUEVE DÍAS DEL MES DE JULIO 
DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 
  



 

 

 



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS DEL  
HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO  
DE SAN LUIS POTOSÍ,  
PRESENTES.  
 
A la Comisión de Salud y Asistencia Social, se dio cuenta en Sesión Ordinaria de fecha 15 de junio del 
presente año, de la iniciativa con el número de Turno 3816, que promueve reformar el artículo 23 en 
sus fracciones XI, XII y XIII; y adicionar  al mismo 23 una fracción, ésta como XIV de la Ley de Salud 
del Estado de San Luis Potosí; presentada por los legisladores, José Luis Fernández Martínez, Eloy 
Franklin Sarabia, Nadia Esmeralda Ochoa Limón, Roberto Ulises Mendoza Padrón, Edgar Alejandro 
Anaya Escobedo, Dolores Eliza García Román, Martha Patricia Aradillas Aradillas, René Oyarvide 
Ibarra, Cinthia Verónica Segovia Colunga, y Salvador Isais Rodríguez. 
 
En virtud de lo anterior, quienes integramos la Comisión que suscribe el presente, verificamos la 
viabilidad y legalidad de la Iniciativa referida para llegar a los siguientes 
 

C O N S I D E R A N D O S 
 

PRIMERO. Que de conformidad con el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, las facultades que no están expresamente concedidas por ésta a los funcionarios 
federales, se entienden reservadas a los Estados o a la Ciudad de México, en los ámbitos de sus 
respectivas competencias. 
 
En ese tenor, las disposiciones contenidas en los artículos, 73, 74 y 76, de la Constitución de la 
República, no se desprende facultad exclusiva del Congreso de la Unión o de sus respectivas 
Cámaras, para legislar en la materia y en los términos que se refieren en la iniciativa citada. 
 
SEGUNDO. Que en el ámbito local los artículos, 57 fracciones, I, y XLVIII, de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; y 15 fracción I, de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo de la Entidad, establecen como atribuciones del Congreso del Estado, las de dictar, abrogar 
y derogar leyes en el ámbito de su competencia, así como las demás que la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Local y las leyes que de ellas emanen le atribuyan. 
 
TERCERO. Que con base en los artículos, 1°, y 124, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 57, fracciones, I, y XLVIII, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 98 
fracción XVIII y 114 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, compete al Congreso del 
Estado, por conducto de esta comisión legislativa, resolver y dictaminar la presente iniciativa.  
 
CUARTO. Que con base el artículo 86 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 
Estado de San Luis Potosí, se transcriben los argumentos que el promovente manifiesta en la 
exposición de motivos de su iniciativa y que a la letra dice: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

Existen sectores de la sociedad, que debido a determinadas condiciones son más propensos a que sus derechos 
humanos sean violados. Son aquellas personas o grupos que, por sus características de desventaja por edad, 
sexo, estado civil, nivel educativo, origen étnico, situación o condición física y/o mental; requieren de un esfuerzo 
adicional para incorporarse al desarrollo y a la convivencia.  
 
 La Ley General de Desarrollo Social define como grupos sociales en situación de vulnerabilidad a “aquellos 
núcleos de población y personas que, por diferentes factores o la combinación de ellos, enfrentan situaciones de 
riesgo o discriminación que les impiden alcanzar mejores niveles de vida y, por lo tanto, requieren de la atención 
e inversión del Gobierno para lograr su bienestar”. 



 

 

Aunque es frecuente identificar la condición de pobreza con vulnerabilidad; cabe precisar que, el riesgo, la 
inseguridad e indefensión que caracterizan a ésta última, no son necesariamente atribuibles a la insuficiencia de 
ingresos, propia de la pobreza. La vulnerabilidad denota la exposición a riesgos en que se encuentran las 
personas, su impacto y la capacidad para enfrentar o neutralizar las eventualidades que provoca. 
 
La Ley General de Salud menciona en el artículo 73 Bis fracción V a las personas que forman parte de la 
población en vulnerabilidad como son: niñas, niños, adolescentes, mujeres, personas adultas mayores, personas 
con discapacidad, indígenas, afromexicanas, personas en situación de calle y pobreza, migrantes, víctimas de 
violencia y personas discriminadas por su orientación sexual o su identidad de género. 
 
Nuestra Ley de Salud del Estado hace referencia a estos grupos en su artículo 23 enlistando la mayoría de los 
grupos vulnerables con excepción de los dos siguientes: indígenas y afromexicanos. Estos sectores sociales se 
caracterizan por una inadecuada protección integral, plena y efectiva a sus derechos humanos debido a la falta 
de reconocimiento jurídico y social; aun a pesar de que recientemente se ha fortalecido su determinación jurídica 
en el artículo segundo de la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
 
Es por ello que el Estado Mexicano debe contar con el marco jurídico adecuado para diseñar políticas públicas 
que permitan la creación de instituciones y la puesta en marcha de programas que por diversas condiciones 
integran los grupos vulnerables.  
 
Resulta necesario que nuestras legislaciones adopten en sus disposiciones la protección para todos aquellos 
pertenecientes a estos grupos vulnerables pues de no ser así agravaría el estado de indefensión en el que se 
encuentran vulnerando aún más sus garantías constitucionales y sus derechos humanos. Es por ello que lo que 
se pretende con esta iniciativa es incluir  al sector indígena y afrodescendiente en la Ley de Salud de nuestro 
estado, dentro del artículo 23. 

 
QUINTO. Que para dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 86 fracción III, del Reglamento 
para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, se transcribe el contenido íntegro 
de los artículos vigentes, en comparación de las reformas propuestas por el promovente, que a la letra 
dice: 
 

LEY DE SALUD DEL ESTADO DE  
SAN LUIS POTOSÍ 
(TEXTO VIGENTE) 

LEY DE SALUD DEL ESTADO DE  
SAN LUIS POTOSÍ 

(TEXTO NORMATIVO PROPUESTO) 

ARTICULO 23. … 
… 
I. a X. … 
XI. Personas lesbianas, gay, bisexual, trasvesti, 
transexual, transgénero e intersexual, y  
XII. Personal de la salud que se vea afectado en sus 
condiciones físicas, materiales o mentales, por motivo 
del servicio de salud que presta.  
XIII. Mujeres víctimas de violencia de género. 
No tiene correlativo 

ARTICULO 23. … 
… 
I. a  X. … 
XI. … ; 
 
XII. … ; 
XIII. …, y 
 
XIV. Población indígena y/o afrodescendiente. 
 

 
SEXTO. Que el pasado 31 de agosto del año 2022, el Congreso del Estado de San Luis Potosí, 
realizó la Consulta a pueblos, comunidades, mujeres y hombres indígenas y afrodescendientes 
mexicanos que habitan o transitan por el territorio del Estado de San Luis Potosí, para obtener 
opiniones, propuestas o recomendaciones, en torno a diversas iniciativas legislativas, misma que 
abordo los temas siguientes: 
 
1. Reforma político electoral. 
2. Salud. 
3. Educación. 
4. Reforma judicial. 
5. Defensoría pública. 



 

 

6. Desarrollo Social y Económico. 
7. Derechos Lingüísticos. 
 
En este sentido, en relación al tema de Salud, nos permitimos presentar los datos arrojados de la 
Consulta citada: 
 
“Con respecto al tema de salud, son dos las iniciativas de reforma, en la primera que trata sobre incluir en la ley 
en los grupos que se consideran en situación de vulnerabilidad, a las personas indígenas que viven en 
comunidades de alta o muy alta marginación para la seguridad del servicio. Si bien para la aplicación de políticas 
públicas, así como en la academia, se generan discusiones de si ¿realmente se debería de considerar a las 
comunidades indígenas como vulnerables y recibir un trato en ese sentido? Pues hay posturas contrarias al 
respecto, sobre todo si se reflexiona sobre bajo qué parámetros se mide la marginación y si se considera que las 
comunidades indígenas se manejan con un sistema de vida diferente. Esto último no implica que no sufran 
marginación y discriminación y por eso puedan tener una vida más precaria.  
 
Sin embargo, a la hora de decidir, estuvieron de acuerdo en esta reforma, por la complicación que viven en el 
acceso a la salud. Es así que el 82% de las participaciones se inclinaron a dicha propuesta”.  

 

 
 
A pesar de ello, como se dijo al inicio de este apartado, el tema del acceso a la salud es vital y en ellos también 
basaron sus respuestas en tono de queja y con base en las carencias, como se muestra a continuación.  
 

 

 
 
Si bien, el Derecho a la Salud se encuentra garantizado para todas y todos los mexicanos en el artículo 
4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es dable y atendible como parte del 



 

 

cumplimiento de una demanda social por parte de este Congreso Local, la inclusión de la población 
indígena y/o afromexicana entre los grupos prioritarios atendidos por el Sistema Estatal de Salud del 
Estado. 
 
Por lo expuesto, la Comisión de  Salud y Asistencia Social, con fundamento en lo establecido en los 
artículos, 61, y 64, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 15 
fracción XXI, 84 fracción I, 98 fracción XVI y 114, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San 
Luis Potosí; 61, 62, y 85, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, emiten el 
siguiente 
 

DICTAMEN 
 

ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba con modificaciones la iniciativa descrita en el preámbulo.  
 

EXPOSICIÓN  
DE  

MOTIVOS 
 

Existen sectores de la sociedad, que debido a determinadas condiciones son más propensos a que 
sus derechos humanos sean violados. Son aquellas personas o grupos que, por sus características de 
desventaja por edad, sexo, estado civil, nivel educativo, origen étnico, situación o condición física y/o 
mental; requieren de un esfuerzo adicional para incorporarse al desarrollo y a la convivencia.  
 
 La Ley General de Desarrollo Social define como grupos sociales en situación de vulnerabilidad a 
“aquellos núcleos de población y personas que, por diferentes factores o la combinación de ellos, 
enfrentan situaciones de riesgo o discriminación que les impiden alcanzar mejores niveles de vida y, 
por lo tanto, requieren de la atención e inversión del Gobierno para lograr su bienestar”. 
 
Aunque es frecuente identificar la condición de pobreza con vulnerabilidad; cabe precisar que, el 
riesgo, la inseguridad e indefensión que caracterizan a ésta última, no son necesariamente atribuibles 
a la insuficiencia de ingresos, propia de la pobreza. La vulnerabilidad denota la exposición a riesgos 
en que se encuentran las personas, su impacto y la capacidad para enfrentar o neutralizar las 
eventualidades que provoca. 
 
La Ley General de Salud menciona en el artículo 73 Bis fracción V a las personas que forman parte de 
la población en vulnerabilidad como son: niñas, niños, adolescentes, mujeres, personas adultas 
mayores, personas con discapacidad, indígenas, afromexicanas, personas en situación de calle y 
pobreza, migrantes, víctimas de violencia y personas discriminadas por su orientación sexual o su 
identidad de género. 
 
Nuestra Ley de Salud del Estado hace referencia a estos grupos en su artículo 23 enlistando la mayoría 
de los grupos vulnerables con excepción de los dos siguientes: indígenas y afromexicanos. Estos 
sectores sociales se caracterizan por una inadecuada protección integral, plena y efectiva a sus 
derechos humanos debido a la falta de reconocimiento jurídico y social; aun a pesar de que 
recientemente se ha fortalecido su determinación jurídica en el artículo segundo de la propia 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
 
Es por ello que el Estado Mexicano debe contar con el marco jurídico adecuado para diseñar políticas 
públicas que permitan la creación de instituciones y la puesta en marcha de programas que por 
diversas condiciones integran los grupos vulnerables.  
 
Resulta necesario que nuestras legislaciones adopten en sus disposiciones la protección para todos 
aquellos pertenecientes a estos grupos vulnerables pues de no ser así agravaría el estado de 



 

 

indefensión en el que se encuentran vulnerando aún más sus garantías constitucionales y sus 
derechos humanos. Es por ello que lo que se pretende con esta iniciativa es incluir  al sector indígena 
y afrodescendiente en la Ley de Salud de nuestro estado, dentro del artículo 23. 
 

PROYECTO 
DE     

DECRETO 
 

ÚNICO. Se REFORMA el artículo 23 en sus fracciones XI, XII y XIII; y ADICIONA al mismo 23 una 
fracción, ésta como XIV de la Ley de Salud del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue  
 
ARTICULO 23. … 
 
… 
 
I. a  X. … 
 
XI. … ; 
 
XII. … ; 
 
XIII. …, y 
 
XIV. Población indígena y/o afromexicana. 
 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado "Plan de San Luis".  
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
 
DADO POR LA COMISIÓN DE SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL EN LA SALA “LUIS DONALDO 
COLOSIO MURRIETA” DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A 
LOS VEINTE DÍAS DEL MES DE JULIO AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 
 
 
 



 

 

 



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS   

DE LA LXIII LEGISLATURA 

DEL H. CONGRESO DEL ESTADO. 

P R E S E N T E S. 

 

A la Comisión de Derechos Humanos, le fue turnado en Sesión Ordinaria celebrada 

con fecha veintidós de junio del año en curso, iniciativa con Proyecto de Decreto que 

propone adicionar un segundo párrafo al artículo 19 de la Ley para la Prevención, 

Tratamiento y Control de las Adicciones para  el Estado de San Luis Potosí, presentada 

por la Legisladora Emma Idalia Saldaña Guerrero, con el número de turno 3859.  

 

En tal virtud, la dictaminadora, al entrar al estudio y análisis de la referida Iniciativa ha 

llegado a los siguientes 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO. Que la fracción I del artículo 57 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de San Luis Potosí, confiere atribuciones al Congreso del Estado para 

dictar, derogar y abrogar leyes; en consecuencia, éste es competente para conocer 

y resolver lo procedente sobre la iniciativa que se describe en el preámbulo. 

 

SEGUNDO. Que en atención a lo que señala el artículo 62 de la Carta Magna del 

Estado, la Iniciativa satisface las disposiciones de los numerales 61, 62 y 65 del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí. 

 

TERCERO. Que quien promueve la iniciativa en estudio, en su carácter de legisladora 

tiene atribución para hacerlo de conformidad con lo dispuesto por el artículo 61 de 

la Constitución Política del Estado, y 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo. 

 

CUARTO. Que la que suscribe es comisión permanente de dictamen legislativo, como 

lo señala el artículo, 98 fracciones V, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 

Estado, y que conforme a lo dispuesto en el artículo 103, del mismo Ordenamiento, es 

competente para dictaminar la iniciativa enunciada. 

 

QUINTO. Que la Iniciativa en estudio contiene la siguiente 

 
“EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
“Según los datos del Diagnóstico del Consumo de Drogas en el Área de Influencia de los 
Centros de Integración Juvenil, A.C. de San Luis Potosí, presentado en el año 2018, existe un 
consumo de drogas de todo tipo, legales e ilegales, con las siguientes características:  
 
“En el caso de los varones los porcentajes son los siguientes: 12.9% para cualquier droga, 
12.7% en drogas ilegales y 1.1% en drogas médicas, al igual que en el caso de las mujeres 
con cifras por debajo de la media nacional, cualquier droga (3%), drogas ilegales (2.8%) y 
drogas médicas (0.4%).” 



 

 

“Según este estudio, cada vez son más jóvenes los que utilizan drogas en nuestro estado, 
puesto que “el nivel de bachillerato presenta un incremento de más del 90% en el uso de 
cualquier droga en el último mes, en drogas médicas hay un aumento en la entidad de 2.6% 
y de drogas ilegales se alcanza casi 100% en relación a la cifra del nivel secundaria, alcanzando 
un 8.1%, cifra superior a la media nacional (7.7%), siendo este nivel educativo de bachillerato 
el que presenta los más altos índices de consumo. Cabe hacer mención que también es el nivel 
en que más deserción escolar se presenta a nivel nacional. 
 
“Incluso se detectó que la incidencia en el uso de drogas está aumentando entre las mujeres: 
“La brecha entre hombres y mujeres se ha venido disminuyendo, incorporándose al consumo 
cada vez más las jóvenes. En el caso de cualquier droga alguna vez en la vida los porcentajes 
son muy cercanos, varones 16.1% y en las mujeres 15.8%, en el último año 11.6% hombres 
y 11.3% mujeres y en el último mes 7.2% hombres y 6.5% mujeres.1 
 
“En cuanto a las principales sustancias por las que demandó tratamiento por entidad 
federativa, podemos observar que el consumo problemático de estimulantes de Tipo 
Anfetamínico predominó en San Luis Potosí, además de que en nuestro estado, por cada 100 
mil habitantes, se presentaron 282.6 casos de trastornos por alcohol, 21.4 de casos de 
trastornos por consumo de cocaína y 48.9 casos por trastornos por consumo de opioides, esto 
de acuerdo a información publicada por el gobierno federal en 2019.2 
 
“Cabe señalar que no se cuenta con información esquemática de años más recientes sobre 
éstos fenómenos, a falta de la actualización de un ejercicio nacional de gran alcance, como 
por ejemplo la Encuesta Nacional de Adicciones. 
 
“De cualquier forma, los datos disponibles indican un escenario de presencia de problemas de 
adicción entre los menores de edad, una tendencia que probablemente haya aumentado en 
años recientes. 
 
“Ante la gravedad de ese fenómeno, se tienen que considerar las previsiones contenidas en el 
marco jurídico, y este instrumento legislativo versa sobre la situación de los menores que 
padecen problemas de adicciones, en el caso de que se opte por buscar apoyo en centros de 
tratamiento. 
 
“Primeramente, la Ley para la prevención, tratamiento y control de las adicciones para el 
estado de San Luis Potosí, reconoce como sujetos de la norma a las niñas, niños y 
adolescentes, ya que por ejemplo, se requerirá la solicitud por escrito de sus padres, 
representante legal o tutor, para el ingreso voluntario de los adictos a los centros de 
Tratamiento y Rehabilitación, de acuerdo a sus artículos 4º y 22, respectivamente. 
 
“Ahora bien, los derechos de los menores, por su importancia, son objeto una construcción 
jurídica especial, que para el caso de nuestro estado, se plasma en la Ley de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes del estado de San Luis Potosí, un cuerpo jurídico que incluye el 
tema de las adicciones, como una causal de la condición denominada circunstancias especiales: 

                                                           
1  http://www.cij.gob.mx/ebco2018-2024/9830/9830CD.html  
2 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/648021/INFORME_PAIS_2021.pdf  

http://www.cij.gob.mx/ebco2018-2024/9830/9830CD.html
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/648021/INFORME_PAIS_2021.pdf


 

 

“ARTÍCULO 3°. Son niñas, niños y adolescentes en circunstancias especialmente difíciles, 
aquéllos que se encuentran en alguno de los siguientes grupos: 
 
IV. Con problemas de adicciones 
 
“Establecida la circunstancia especial en la Ley, más adelante, se pasa a determinar facultades 
para las autoridades, que sirven de marco para crear modelos de intervención en estos casos: 
 
“ARTÍCULO 46. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar del más alto nivel 
posible de salud, así como a recibir la prestación de servicios de atención médica gratuita y de 
calidad, de conformidad con la legislación aplicable, con el fin de prevenir, proteger y restaurar 
su salud. Las autoridades estatales y municipales en el ámbito de sus respectivas 
competencias, en relación con sus derechos, se coordinarán a fin de: 
 
XXI. Fijar las medidas tendentes a la prevención, atención, combate y rehabilitación de los 
problemas de salud pública causados por las adicciones; 
 
ARTÍCULO 50. Las autoridades, en el ámbito de su competencia, a fin de proteger a niñas, 
niños y adolescentes que se encuentren en circunstancias especialmente difíciles deberán:  
 
X. Establecer clínicas de rehabilitación destinadas a quienes cuenten con problemas de 
adicciones, así como realizar campañas de concientización y de prevención; 
 
“No obstante, cabe señalar que éstas disposiciones son de tipo general, ya que producen a su 
vez la toma de otras medidas por parte de las autoridades, pero se debe hacer notar que no 
se incluye ninguna medida sustantiva para la protección de los derechos especiales, de los que 
gozan las niñas, niños y adolescentes, al momento de ingresar a algún centro o clínica de 
rehabilitación. 
 
“Se deben de considerar dos elementos a este respecto.  
 
“El primero es que la Ley estatal en materia de Derechos de niñas, niños y adolescentes, 
contiene el derecho a vivir una vida libre de toda forma de violencia, en su Capítulo VIII, 
incluyendo medidas recientes como la prohibición de castigos humillantes, con lo cual se 
extiende la protección ofrecida por la Ley.   
 
“El segundo, es que la citada Ley en materia de prevención y control de adicciones de nuestro 
estado, establece que los procedimientos de tratamiento y rehabilitación que ejecuten los 
centros de tratamiento y rehabilitación, no deberán atentar contra la dignidad, así como la 
integridad física y mental del usuario, y reconoce un esquema de derechos específicos para las 
personas sujetas a tratamiento y rehabilitación, en sus artículos 19 y 20. 
 
“Por lo que, al existir garantías que se deben observar en el caso de los menores sujetos a 
tratamiento por trastornos de adicción, lo que se necesita son medidas enfocadas a la correcta 
observación de estos derechos, y por tanto al cumplimiento de la Ley de los Derechos de las 
Niñas, Niños y Adolescentes, por eso, se propone establecer que, para el caso de los centros 



 

 

que atiendan a niñas, niños y adolescentes, se deberán observar todos los derechos aplicables 
recogidos en las leyes federales y estatales, y para ese efecto, las autoridades deberán 
implementar medidas especiales.   
 
“Dicha adición se pretende realizar sumando un párrafo al artículo 19 de la Ley en materia de 
Prevención y Control de Adicciones, con lo que se crearía una obligación expresa para el 
Consejo Estatal Contra las Adicciones y la Secretaría de Salud del estado, que se expresaría 
mediante medidas especiales en dichos centros. 
 
“En términos jurídicos, el interés superior del menor es un principio de la Ley cuya observación 
debe extenderse en las legislaciones aplicables; pero en términos sociales, tal principio puede 
expresar un compromiso de todos los servidores públicos para prevenir y realizar acciones que 
en la práctica protejan los derechos de los menores.”  

 

SEXTO. Que para mejor proveer se atiende al siguiente cuadro comparativo del texto 

vigente de la Ley que se propone modificar y la propuesta de la Iniciativa en estudio: 
 

LEY PARA LA PREVENCION, TRATAMIENTO Y 

CONTROL DE LAS ADICCIONES PARA EL ESTADO 

DE SAN LUIS POTOSI 

VIGENTE 

LEY PARA LA PREVENCION, TRATAMIENTO Y 

CONTROL DE LAS ADICCIONES PARA EL ESTADO 

DE SAN LUIS POTOSI 

PROPUESTA 

ARTICULO 19. Los procedimientos de 

tratamiento y rehabilitación que ejecuten 

los centros de Tratamiento y Rehabilitación, 

no deberán atentar contra la dignidad, así 

como la integridad física y mental del 

usuario. 

ARTICULO 19… 

 Para el caso de los centros que atiendan a 

niñas, niños y adolescentes, se deberán 

observar todos los derechos aplicables 

recogidos en las leyes federales y estatales, 

y para ese efecto, las autoridades deberán 

implementar y supervisar el cumplimiento 

de las medidas especiales a que haya 

lugar. 

 

SÉPTIMO. La iniciativa en análisis tiene por objeto establecer que el Estado, a través 

de los Centros de Rehabilitación estatales que atienden a niñas, niños y adolescentes 

y específicamente las autoridades y personas servidoras públicas que presten sus 

servicios en tales Centros, están obligadas a respetar plenamente los derechos de 

niñas, niños y adolescentes,  y a implementar las medidas especiales para vigilar que 

en los referidos centros de tratamiento de adicciones se les proporcione la atención 

y tratamiento requerido, con pleno respeto a los derechos que la ley les reconoce. 

 

Los resultados de la Encuesta Nacional de Consumo de Drogas en Estudiantes 

(ENCODE 2014), muestran que la edad de inicio en el consumo de drogas es de 13 

años, edad similar entre hombres y mujeres (13 años cada uno respectivamente). 



 

 

Asimismo, revela esta encuesta que en el país el 17.2% de los jóvenes de secundaria 

y bachillerato han consumido drogas alguna vez en la vida, en los hombres 18.6% y 

en las mujeres 15.9%; particularmente, por nivel educativo la prevalencia cambia de 

12.5% en secundaria a 25.1% en bachillerato. Las prevalencias estatales de consumo 

más altas las encontramos en Ciudad de México (25%), Quintana Roo (22%), Estado 

de México (21.1%), Jalisco (20.1%) y Chihuahua (19.8%). 

 

La referida encuesta señala que las drogas de preferencia entre los adolescentes son 

la mariguana (10.6%), seguida de los inhalables (5.8%) y la cocaína (3.3%). Los Estados 

con prevalencias mayores a la nacional en el consumo de mariguana "alguna vez" 

son Distrito Federal (18.2%), Quintana Roo (14.6%) y Estado de México (13.8%). Para el 

consumo de cocaína son Distrito Federal (5.2%) y Quintana Roo (4.7%). En cuanto a 

inhalables, el Estado de México (8.8%) y Distrito Federal (8%) presentan prevalencias 

mayores a la nacional. 

 

Igualmente revela la encuesta en cita que el uso de mariguana entre los estudiantes 

de primaria tiene una prevalencia de 2.3% (3.4% hombres y 1.1% mujeres) y el de 

inhalables de 1.8% (2.7% hombres y 0.9% mujeres). Particularmente en el consumo de 

mariguana los hombres tienen uno tres veces mayor al de las mujeres. 

 

Por su parte, la Encuesta Nacional de Consumo de Drogas, Alcohol y Tabaco 2016- 

2017, muestra que, en el consumo de cualquier droga por grupo etario en 2017, se 

observan variaciones importantes, en el caso de mujeres más jóvenes (12 a 17 años) 

ya que se presenta un incremento significativo respecto a la encuesta anterior, 

mientras que entre los hombres este incremento ocurre particularmente en el rango 

de los 18 a 34 años. Asimismo, señala que el consumo de drogas ilegales en el último 

año por grupo etario muestra que entre los adolescentes de 12 a 17 años hubo un 

importante incremento, las diferencias más significativas ocurren de 2011 a 2016, al 

pasar de 1.5% (207,000 adolescentes) a 2.9% (414,000 adolescentes); de los cuales 

3.4% (248,000) fueron hombres y 2.3% (165,000) fueron mujeres. 

 

Llama la atención el dato en esta última encuesta que en la población de 12 a 17 

años el consumo de marihuana en el año 2016, es mayor al consumo de la población 

total (2.6% en adolescentes y 2.1% en población total). La prevalencia se duplica de 

2011 al 2016 y en el caso de las mujeres el crecimiento es de 3.5 veces más entre estos 

años, casi igualando el porcentaje entre los hombres y mujeres. 

 

Por otra parte, conforme a datos de la Encuesta Nacional de Consumo de Drogas, 

Alcohol y Tabaco (ENSANUT Continua 2021), publicada por la Secretaría de Salud, 

21.1% de las y los adolescentes de 10 a 19 años en México eran “consumidores 

actuales” de alcohol (habían consumido al menos una copa de una bebida 

alcohólica en los últimos 12 meses con una frecuencia diaria, semanal, mensual o 

anual) en 2021; esto correspondía a 4.7 millones de adolescentes. 

 

Según datos de la fuente previamente citada, (ENCODAT 2016-2017) una de cada 16 

personas de entre 12 y 17 años había consumido alguna droga en el país hasta 2016 

https://encuestas.insp.mx/repositorio/encodat.php


 

 

(6.4%). También se observó un considerable aumento en el porcentaje de 

adolescentes que habían consumido alguna droga en México entre los años de 2001 

y 2016: de 1.6% a 6.4%. Las entidades en las que se reportó un mayor porcentaje de 

personas de 12 a 17 años que habían consumido alguna droga hasta 2016 eran los 

estados vecinos del Estado de México (donde una de cada 10 personas en este 

rango de edad había consumido alguna droga), además de Querétaro e Hidalgo. 

 

Conforme a la información que arroja la encuesta precitada, el porcentaje de 

consumo de Drogas, de cualquier tipo en personas de 12 a 17 años, se duplicó entre 

2008 a 2016. 

 

Es así que puede observarse con preocupación, que el consumo de drogas en niños, 

niñas y adolescentes ha venido en aumento en la última década en nuestro país, y 

es por ello que consecuentemente cada vez habrá mayor demanda de atención 

para su rehabilitación en los Centros del estado que prestan ese servicio. 

 

La legislación mexicana contempla la protección de niñas, niñas y adolescentes en 

relación con la prevención en el consumo de sustancias: El establecimiento de 

medidas tendentes a la prevención, atención, combate y rehabilitación de los 

problemas de salud pública causados por las adicciones (LGDNNA, Art. 50). La 

prohibición del expendio o suministro de bebidas alcohólicas a niñas, niños y 

adolescentes (Ley General de Salud, Art. 220). La prohibición del comercio, 

distribución, donación, regalo, venta y suministro de productos del tabaco a niñas, 

niños y adolescentes (Ley General para el Control del Tabaco, Art. 17). La 

penalización a quien induzca o propicie que niñas, niños y adolescentes consuman 

sustancias que produzcan efectos psicotrópicos (Ley General de Salud, Art. 467). No 

obstante, no existen medidas específicas para el tratamiento en rehabilitación de los 

niños, niñas y adolescentes que se encuentren ya en una situación de adicción que 

requiera la intervención de los Centros de Rehabilitación del Estado. 

 

Es por todo ello, que se considera que la propuesta que plantea la iniciativa en 

estudio, es procedente y refuerza el compromiso de nuestro país en el respeto de los 

derechos de los niños, las niñas y adolescentes.  

 

DICTAMEN 

 

ÚNICO. Es de aprobarse y se aprueba, con las modificaciones de la Comisión, la 

iniciativa citada en el proemio, para quedar como sigue: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Según los datos del Diagnóstico del Consumo de Drogas en el Área de Influencia de 

los Centros de Integración Juvenil, A.C. de San Luis Potosí, presentado en el año 2018, 

existe un consumo de drogas de todo tipo, legales e ilegales, con las siguientes 

características:  

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgs.htm
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgct.htm
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgs.htm


 

 

En el caso de los varones los porcentajes son los siguientes: 12.9% para cualquier 

droga, 12.7% en drogas ilegales y 1.1% en drogas médicas, al igual que en el caso de 

las mujeres con cifras por debajo de la media nacional, cualquier droga (3%), drogas 

ilegales (2.8%) y drogas médicas (0.4%).” 

 

Según este estudio, cada vez son más jóvenes los que utilizan drogas en nuestro 

estado, puesto que “el nivel de bachillerato presenta un incremento de más del 90% 

en el uso de cualquier droga en el último mes, en drogas médicas hay un aumento 

en la entidad de 2.6% y de drogas ilegales se alcanza casi 100% en relación a la cifra 

del nivel secundaria, alcanzando un 8.1%, cifra superior a la media nacional (7.7%), 

siendo este nivel educativo de bachillerato el que presenta los más altos índices de 

consumo. Cabe hacer mención que también es el nivel en que más deserción escolar 

se presenta a nivel nacional. 

 

Incluso se detectó que la incidencia en el uso de drogas está aumentando entre las 

mujeres: 

 

La brecha entre hombres y mujeres se ha venido disminuyendo, incorporándose al 

consumo cada vez más las jóvenes. En el caso de cualquier droga alguna vez en la 

vida los porcentajes son muy cercanos, varones 16.1% y en las mujeres 15.8%, en el 

último año 11.6% hombres y 11.3% mujeres y en el último mes 7.2% hombres y 6.5% 

mujeres.3 

 

En cuanto a las principales sustancias por las que demandó tratamiento por entidad 

federativa, podemos observar que el consumo problemático de estimulantes de Tipo 

Anfetamínico predominó en San Luis Potosí, además de que en nuestro Estado, por 

cada 100 mil habitantes, se presentaron 282.6 casos de trastornos por alcohol, 21.4 de 

casos de trastornos por consumo de cocaína y 48.9 casos por trastornos por consumo 

de opioides, esto de acuerdo a información publicada por el gobierno federal en 

2019.4 

 

Cabe señalar que no se cuenta con información esquemática de años más recientes 

sobre estos fenómenos, a falta de la actualización de un ejercicio nacional de gran 

alcance, como por ejemplo la Encuesta Nacional de Adicciones. 

 

De cualquier forma, los datos disponibles indican un escenario de presencia de 

problemas de adicción entre los menores de edad, una tendencia que 

probablemente haya aumentado en años recientes. 

 

Ante la gravedad de ese fenómeno, se tienen que considerar las previsiones 

contenidas en el marco jurídico, y este instrumento legislativo versa sobre la situación 

de los menores que padecen problemas de adicciones, en el caso de que se opte 

por buscar apoyo en centros de tratamiento. 

                                                           
3  http://www.cij.gob.mx/ebco2018-2024/9830/9830CD.html  
4 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/648021/INFORME_PAIS_2021.pdf  

http://www.cij.gob.mx/ebco2018-2024/9830/9830CD.html
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/648021/INFORME_PAIS_2021.pdf


 

 

La Ley para la Prevención, Tratamiento y Control de las adicciones para el Estado de 

San Luis Potosí, reconoce como sujetos de la norma a las niñas, niños y adolescentes, 

ya que por ejemplo, se requerirá la solicitud por escrito de sus padres, representante 

legal o tutor, para el ingreso voluntario de los adictos a los centros de Tratamiento y 

Rehabilitación, de acuerdo a sus artículos 4º y 22, respectivamente. 

 

Los derechos de los menores de edad, por su importancia, son objeto una 

construcción jurídica especial, que para el caso de nuestra Entidad, se plasma en la 

Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de San Luis Potosí, un 

cuerpo jurídico que incluye el tema de las adicciones, como una causal de la 

condición denominada circunstancias especiales: 

 

“ARTÍCULO 3°. Son niñas, niños y adolescentes en circunstancias especialmente 

difíciles, aquéllos que se encuentran en alguno de los siguientes grupos: 

IV. Con problemas de adicciones; 

 

Establecida la circunstancia especial en la Ley, más adelante, se pasa a determinar 

facultades para las autoridades, que sirven de marco para crear modelos de 

intervención en estos casos: 

 

“ARTÍCULO 46. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar del más alto 

nivel posible de salud, así como a recibir la prestación de servicios de atención 

médica gratuita y de calidad, de conformidad con la legislación aplicable, con el fin 

de prevenir, proteger y restaurar su salud. Las autoridades estatales y municipales en 

el ámbito de sus respectivas competencias, en relación con sus derechos, se 

coordinarán a fin de: 

 

XXI. Fijar las medidas tendentes a la prevención, atención, combate y rehabilitación 

de los problemas de salud pública causados por las adicciones;” 

 

“ARTÍCULO 50. Las autoridades, en el ámbito de su competencia, a fin de proteger a 

niñas, niños y adolescentes que se encuentren en circunstancias especialmente 

difíciles deberán:  

 

X. Establecer clínicas de rehabilitación destinadas a quienes cuenten con problemas 

de adicciones, así como realizar campañas de concientización y de prevención;” 

 

No obstante, cabe señalar que éstas disposiciones son generales, ya que producen a 

su vez la toma de otras medidas por parte de las autoridades, pero se debe hacer 

notar que no se incluye ninguna medida sustantiva para la protección de los 

derechos especiales, de los que gozan las niñas, niños y adolescentes, al momento 

de ingresar a algún centro o clínica de rehabilitación. 

 

Se deben de considerar dos elementos a este respecto.  

 



 

 

El primero es que la Ley estatal en materia de Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, contiene el derecho a vivir una vida libre de toda forma de violencia, 

en su Capítulo VIII, incluyendo medidas recientes como la prohibición de castigos 

humillantes, con lo cual se extiende la protección ofrecida por la Ley.   

 

El segundo, es que la citada Ley en materia de prevención y control de adicciones 

de nuestro Estado, establece que los procedimientos de tratamiento y rehabilitación 

que ejecuten los centros de tratamiento y rehabilitación, no deberán atentar contra 

la dignidad, así como la integridad física y mental del usuario, y reconoce un 

esquema de derechos específicos para las personas sujetas a tratamiento y 

rehabilitación, en sus artículos 19 y 20. 

 

Es así que, al existir garantías que se deben observar en el caso de los menores de 

edad sujetos a tratamiento por trastornos de adicción, lo que se necesita son medidas 

enfocadas a la correcta observación de estos derechos, y por tanto al cumplimiento 

de la Ley de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, por eso, se propone 

establecer que, para el caso de los centros que atiendan a niñas, niños y 

adolescentes, se deberán observar todos los derechos aplicables recogidos en las 

leyes federales y estatales, y para ese efecto, las autoridades deberán implementar 

protocolos de atención y tratamiento y medidas especiales.   

 

De esta manera, se reforma el artículo 19 de la Ley en materia de Prevención y Control 

de Adicciones para el Estado, con lo que se crea una obligación expresa para el 

Consejo Estatal Contra las Adicciones, la Secretaría y los Servicios de Salud del Estado 

en coordinación con la procuraduría de protección de Niñas, Niños y Adolescentes, 

que se expresaría mediante la expedición de un Protocolo de Atención y Tratamiento 

para Niños. Niñas y Adolescentes de cumplimiento obligatorio para dichos Centros, 

tanto públicos como privados. 

 

En términos jurídicos, el interés superior del menor es un principio de la Ley cuya 

observación debe extenderse en las legislaciones aplicables; pero en términos 

sociales, tal principio puede expresar un compromiso de todos los servidores públicos 

para prevenir y realizar acciones que en la práctica protejan los derechos de los 

menores. 
 

PROYECTO  
DE  

DECRETO 
 

ÚNICO: Se REFORMA el artículo 19 de la Ley para la Prevención, Tratamiento y Control 

de las Adicciones para el Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 

 

ARTÍCULO 19. Los procedimientos de tratamiento y rehabilitación que ejecuten los 

Centros de Tratamiento y Rehabilitación, no deberán atentar contra la dignidad, así 

como la integridad física y mental del usuario.  



 

 

Para el caso de los Centros que atiendan a niñas, niños y adolescentes, se deberá 

observar en su atención y tratamiento los lineamientos, que deriven de los 

compromisos internacionales suscritos por México aplicables a la materia, así como 

el pleno respeto a los derechos que les reconocen las leyes generales y estatales; 

para ese efecto, las autoridades deberán implementar y supervisar el cumplimiento 

de las medidas especiales a que haya lugar. 
 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Este Decreto entra en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Estado “Plan de San Luis”. 

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  

 

D A D O EN LA SALA DE COMISIONES “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA” DEL 

CONGRESO DEL ESTADO A LOS VEINTIOCHO DIAS DEL MES DE JULIO DEL DOS MIL 

VEINTITRES. 

 



 

 



 

 

CC. DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII  

LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO 

DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 

PRESENTES. 

 

A la Comisión de Hacienda del Estado, le fue turnada en Sesión Ordinaria del 

dieciocho de mayo de dos mil veintitrés, iniciativa que requiere adicionar a los 

artículos, 5° la fracción VII BIS y 47 en su fracción II los incisos e) y f), por lo que el actual 

inciso e) pasa a ser inciso g) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; 

presentada por la Dip. Dolores Eliza García Román. 

 
Al efectuar el estudio y análisis de la mencionada iniciativa, la dictaminadora ha llegado a 

los siguientes 

 

CONSIDERANDOS 
 

PRIMERO. Que con fundamento en lo estipulado en fracción II del artículo 110 de la 

Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, la comisión que se turnó esta iniciativa 

descrita en el preámbulo tiene la facultad de conocer de la misma. 

 

SEGUNDO. Que la iniciativa cumple con los requisitos estipulados en los artículos, 61 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 130 y 131 de 

la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 61 y 62 del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado, por lo que es procedente su análisis y 

dictamen. 

 

TERCERO. Que a fin de conocer la iniciativa se cita enseguida su contenido y 

exposición de motivos: 
 

“EXPOSICIÓN 

DE 

MOTIVOS 

 

El artículo 5 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, no incluye entre las leyes de carácter fiscal a las leyes 

de cuotas y tarifas de agua potable y servicios conexos de los organismos operadores descentralizados, ya que 

las mismas tienen esa naturaleza y es indispensable considerarlas en este precepto para se tengan los efectos en 

materia fiscal. 

 

Por otro lado, el artículo 47 de este mismo Ordenamiento, no contempla como autoridades fiscales a los directores 

generales, a los tesoreros o equivalentes y jefes de departamento de ejecución fiscal o quienes ejerzan esas 

funciones de los organismos operadores descentralizados de agua potable y servicios conexos de los municipios, 

pues son ellos quienes llevan a cabo el procedimiento administrativo de ejecución en el caso de adeudos 

pendientes de los usuarios de los servicios que prestan; de tal forma, que es pertinente para efectos de legalidad, 

certeza y seguridad jurídica de la instrumentación de mecanismo jurídico incluirlas en este numeral. 

 

 Para una mejor comprensión, expongo el siguiente cuadro comparativo: 

 

CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS 

POTOSÍ 

 

TEXTO ACTUAL 

TEXTO PROPUESTO  



 

 

ARTICULO 5º.- Son leyes fiscales y financieras del 

Estado y de los municipios, en el ámbito de sus 

respectivas competencias:  

 

I. El presente Código Fiscal; 

 

II. La Ley de Ingresos del Estado;  

 

III. La Ley del Presupuesto de Egresos del Estado; 

 

IV. La Ley de Hacienda para el Estado de San Luis 

Potosí; 

 

V. La Ley de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria para el Estado y Municipios de San 

Luis Potosí; 

 

VI. La Ley del Registro Público de la Propiedad y 

Catastro para el Estado y Municipios de San Luis 

Potosí; 

 

VII. Las leyes de ingresos de los municipios; 

 

 

 

 

 

 

 

VIII. La Ley de Hacienda para los Municipios del 

Estado; 

 

IX. Ley de Coordinación Fiscal; 

 

X. Código procesal Administrativo para el Estado; 

 

XI. Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de San Luis 

Potosí 

 

XII. Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí 

 

XIII. Ley para la Administración de las Aportaciones 

Transferidas al Estado y Municipios; 

 

XIV. Ley para la Administración de Bienes 

Asegurados, Decomisados, embargados o 

abandonados para el Estado de san Luis Potosí; 

 

XV. Ley de Derecho de vía y su aprovechamiento 

en las Vías Terrestres de Comunicación Estatal, 

y 

 

XVI. Cualquier otro ordenamiento legal del Estado 

que contenga disposiciones de Carácter 

tributario. 

 

Las disposiciones fiscales y sus modificaciones, 

deberán publicarse en el Periódico Oficial del 

Estado para su obligatoriedad y entrarán en 

ARTÍCULO 5°. … 

 

 

 

I a la VII. … 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

VII BIS. Las leyes de cuotas y tarifas de agua 

potable y servicios conexos de los organismos 

operadores descentralizados de los citados 

rubros de los municipios; 

 

 

VIII a la XVI. … 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

vigor, salvo disposición en contrario, al día 

siguiente de su publicación. 

 

ARTICULO 47.- Son autoridades fiscales:  

 

I. Estatales:  

 

a) El Gobernador del Estado;  

 

b) El Secretario de Finanzas;  

 

c) El Director General de Ingresos de la Secretaría 

de Finanzas,  

 

d) El Procurador Fiscal del Estado;  

 

e) La Auditoria Superior del Estado;  

 

f) Los directores de área, subdirectores y 

delegados fiscales adscritos a la Dirección 

General de Ingresos;  

 

g) Los recaudadores de rentas y agentes fiscales;  

 

h) Los jefes de Departamento de Ejecución Fiscal 

o quienes ejerzan esas funciones, aunque 

tengan otra denominación, y  

 

i) Los demás que señalen las leyes.  

 

II. Municipales:  

 

a) Los presidentes municipales;  

 

b) b) Los tesoreros municipales;  

 

c) Los recaudadores de rentas y agentes fiscales 

municipales; 

 

d) Los Jefes de Departamento de Ejecución Fiscal 

municipales o quienes ejerzan esas funciones, 

aunque tengan otra denominación, y  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

e) Las demás que señalen las leyes.  

 

 

Las autoridades estatales señaladas en la 

fracción I del presente artículo, ejercerán sus 

atribuciones en todo el territorio del Estado Libre 

y Soberano de San Luis Potosí.  

 

 

 

… 

 

 

 

ARTÍCULO 47. … 

 

I. I. …  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

II.… 

 

a) a c). … 

 

 

 

 

 

 

d) Los Jefes de Departamento de Ejecución 

Fiscal municipales o quienes ejerzan esas 

funciones, aunque tengan otra denominación; 

 

 

e) Los directores generales de los organismos 

operadores descentralizados de agua potable 

y servicios conexos de los municipios; 

 

f) Los tesoreros o sus equivalentes y jefes de 

departamento de ejecución fiscal o quienes 

ejerzan esas funciones, aunque tengan otra 

denominación de los organismos operadores 

descentralizados de agua potable y servicios 

conexos de los municipios, y 



 

 

 

Por su parte las autoridades municipales 

señaladas en la fracción II, ejercerán sus 

atribuciones en el territorio correspondiente de 

su municipio. 

 

 

g) Las demás que señalen las leyes. 

 

 

… 

 

 

 

 

…. 

 

QUINTO. Que la dictaminadora comparte los motivos de la impulsante por lo siguiente: 

 

 La autoridad fiscal es el representante del poder público que está facultado para 

recaudar impuestos, controlar a los causantes, imponer sanciones previstas por el 

Código Fiscal, interpretar disposiciones de la ley, etc.1 

 

 Que la propuesta de la impulsante es de establecer que los directores generales, 

tesoreros o su equivalente de los organismos operadores de agua estén con las 

facultades de autoridades fiscales que mandata el Código Fiscal del Estado; 

asimismo establecer como ley fiscal y financiera por su naturaleza a las leyes de 

cuotas y tarifas de agua potable y servicios conexos de los organismos operadores 

descentralizados. 

 

 Ahora bien, el Código Fiscal del Estado establece en su artículo 48 que las 

facultades y competencias de las autoridades fiscales, se atenderá además de las 

disposiciones de este Código, a la Ley Orgánica de la Administración Pública del 

Estado, al Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, a la Ley Orgánica del 

Municipio Libre; así como a todas las leyes, reglamentos, convenios y normas fiscales 

vigentes en el Estado. 

 

 De lo anterior se desprende que los organismos operadores de agua por su 

naturaleza que es la prestación del servicio de agua potable a los ciudadanos tiene 

recaudación de ingresos y la imposición de sanciones por la falta del pago de las 

cuotas del agua previstas en las leyes de cuotas y tarifas o sus respectivas leyes de 

ingresos. 

 

 Para muestra el organismo operador de Rioverde en su manual de organización le 

da las siguientes funciones a la Gerencia de Administración y Finanzas: 

 

                                                           
1 https://www.apartados.hacienda.gob.mx/contabilidad/documentos/informe_cuenta/1998/Contenido/Cuenta98/Glosario.doc 



 

 



 

 

 



 

 

 
 

 

Asimismo, se elabora un cuadro de derecho comparado de otros Código de diversas 

entidades de nuestro País que mandatan como autoridades fiscales a los funcionarios 

descritos en supra líneas: 
CÓDIGO FISCAL DE QUINTANA 

ROO 

CÓDIGO FISCAL DE 

ZACATECAS 

CÓDIGO FISCAL DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO 

 Artículo 4. Son ordenamientos 

fiscales, además del presente 

Código: 

 



 

 

X. Ley de los Sistemas de Agua 

Potable y Alcantarillado y 

Saneamiento del Estado de 

Zacatecas; 

 

ARTÍCULO 27. Son autoridades 

fiscales del Estado, las 

siguientes: 

 

VI. El Director de 

Recuperación de Adeudos y 

Ejecución Fiscal de la 

Comisión de Agua Potable y 

Alcantarillado del Estado, y 

Artículo 5. Para efectos de 

este Código, en singular o 

plural, se entenderá por 

autoridades fiscales, las cuales 

ejercerán su competencia en 

el territorio del Estado de 

Zacatecas o en la 

demarcación territorial del 

Municipio, según 

corresponda:  

III. Los Organismos Operadores 

de los Sistemas de Agua 

Potable, Alcantarillado y 

Saneamiento; y 

 

ARTICULO 7.- Para los efectos 

de este Código y demás leyes 

vigentes son autoridades 

fiscales, las siguientes: 

 

VII. El Sistema de Aguas. 

 

Por lo anterior descrito esta comisión resuelve como procedente la propuesta 

realizada por la impulsante al Código Fiscal del Estado. 

 

Por lo expuesto, con fundamento en los artículos, 92 párrafo segundo, y 94 de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo; 85 y 86 fracciones I y III, del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado, se presenta a esta Asamblea Legislativa, 

el siguiente 

 

DICTAMEN 

 

ÚNICO.  Es de aprobarse y se aprueba la iniciativa descrita en el preámbulo. 

 

EXPOSICIÓN  

DE  

MOTIVOS 

 

La autoridad fiscal es el representante del poder público que está facultado para 

recaudar impuestos, controlar a los causantes, imponer sanciones previstas por el 

Código Fiscal, interpretar disposiciones de la ley, etc. 

 

Los organismos operadores de agua por su naturaleza que es la prestación del servicio 

de agua potable a los ciudadanos tiene recaudación de ingresos y la imposición de 

sanciones por la falta del pago de las cuotas del agua previstas en las leyes de cuotas 

y tarifas o sus respectivas leyes de ingresos. 

 

Para esta Soberanía resulta de capital establecer como autoridades fiscales a los 

directores, tesoreros o su equivalente de los organismos operadores de agua potable 

de la Entidad. 

  



 

 

PROYECTO 

 DE 

 DECRETO 

 

ÚNICO. Se REFORMA el inciso d) de la fracción II del articulo 47; y se ADICIONA a los 

artículos, 5° la fracción VII BIS; y 47 en su fracción II los incisos e) y f), por lo que el actual 

inciso e) pasa a ser inciso g) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, para 

quedar como sigue 

 

ARTÍCULO 5°. … 

 

I a la VII. … 

 

VII BIS. Las leyes de cuotas y tarifas de agua potable y servicios conexos de los 

organismos operadores descentralizados de los municipios; 

 

VIII a la XVI. … 

 

. … 

 

ARTÍCULO 47. … 

 

I. …  

 

II.… 

 

a) a la c). … 

 

d) Los Jefes de Departamento de Ejecución Fiscal municipales o quienes ejerzan esas 

funciones, aunque tengan otra denominación; 

 

e) Los directores generales de los organismos operadores descentralizados de agua 

potable y servicios conexos de los municipios; 

 

f) Los tesoreros o sus equivalentes y jefes de departamento de ejecución fiscal o 

quienes ejerzan esas funciones, aunque tengan otra denominación de los organismos 

operadores descentralizados de agua potable y servicios conexos de los municipios, 

y 

 

g) Las demás que señalen las leyes.  

 

. … 

 

. …   

 

  



 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”. 

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente 

Decreto. 

 

DADO EN LA SALA “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA” DEL HONORABLE 

CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS VEINTISÉIS DÍAS DEL MES DE JULIO 

DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 

 

 



 

 

 



 

 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S.  
 
En Sesión Ordinaria de fecha 27 de abril de 2023, le fue turnada a las comisiones de, 
Comunicaciones y Transportes; e Igualdad de Género, bajo el turno 3583, iniciativa con 
Proyecto de Decreto que insta ADICIONAR nueva fracción X, con lo que el contenido de la 
actual X se recorre a la XI, y REFORMAR el párrafo antepenúltimo, ambos de y al artículo 119 
de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí; presentada por la Legisladora 
Emma Idalia Saldaña Guerrero. 
 
La promovente expuso los motivos siguientes: 
 

“La Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí contiene disposiciones relativas a la perspectiva de 

género, como por ejemplo, en su artículo 2º se dispone entre sus principios rectores: 
 

IV. Formación del elemento humano con perspectiva de derechos humanos, género y no discriminación. 
 
Así mismo en el numeral 4º se establece que el servicio deba prestarse bajo el siguiente lineamiento:  
 

II. El servicio de transporte público de pasajeros deberá prestarse en las mejores condiciones de calidad, 
considerando el respeto a los derechos humanos, la perspectiva de género y la no discriminación; 

 
En el mismo tema, en el artículo 5º en la materia de calidad en el servicio, se dispone que se tiene que seguir como 
lineamiento: 
 

VI. La promoción e implementación de medidas que propicien el respeto a los principios de continuidad, 
regularidad, accesibilidad, perspectiva de derechos humanos y de género, no discriminación e igualdad sustantiva 
para las y los usuarios. 

 
La perspectiva de género también se encuentra en el artículo 6º en materia de formación del elemento humano y 
capacitación, y en el artículo 13, como parte del contenido de las campañas que debe llevar a cabo la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes. 
 
Por lo tanto, este enfoque está presente en diversos aspectos en la Ley, que abarcan desde los fundamentos de la 
norma, hasta las campañas, pasando por la capacitación y el servicio. 
 
Sin embargo, se detecta también una falta de mecanismos para implementar la perspectiva de género dentro de la 
toma de decisiones en lo tocante al transporte público.  
 
Si bien, aspectos como la formación de la política de transporte, la vigilancia o la capacitación dependen del Poder 
Ejecutivo, a través de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, existe un órgano colegiado de gran importancia, 
que es el Consejo Estatal del Transporte Público, que según la Ley, es un órgano auxiliar del titular del Ejecutivo y del 
Congreso del Estado, y tiene a su cargo el estudio y discusión de los problemas de transporte público de la entidad, y 
recomendar las acciones conducentes para su mejoramiento.  
 
Entre sus atribuciones, el Consejo, en el artículo 121 de la Ley tiene varias que resultan de impacto para el servicio: 
 

Analizar permanentemente las condiciones del servicio del transporte público, recomendando y validando 
los programas y acciones de carácter técnico y financiero para mejorar la prestación del servicio; 

 
Vigilar la aplicación de los métodos de control y evaluación del servicio 

 
Entre los integrantes del Consejo podemos destacar que se cuenta con varios servidores públicos como el Secretario 
de Comunicaciones y Transportes, el Director General de Comunicaciones y Transportes, o el Director General del 
Transporte Colectivo Metropolitano, según sea el tema que se trate, y el Diputado presidente de la Comisión de 
Comunicaciones y Transportes.  
 



 

 

Asimismo, se cuenta también con representantes de sectores específicos que usan el transporte urbano, como el 
sector estudiantil, por medio de un representante de cada una de las asociaciones de estudiantes de Instituciones de 
educación superior en el Estado. 
 
Considerando que en nuestro estado no se cuenta con instrumentos para cristalizar la perspectiva de género en el 
transporte urbano, y que el Consejo Estatal es un órgano colegiado capaz de incluir a los diferentes actores en la 
materia, se propone incluir entre los representantes miembros del Consejo, a una representante del Instituto de las 
Mujeres del Estado de San Luis Potosí, ya que se trata de una instancia de la administración pública y las mujeres son 
un sector de gran importancia entre las personas usuarias del transporte público.  
 
Se contempla que esta nueva integrante del Consejo tenga intervención en las determinaciones que se tomen para el 
mejoramiento y solución de los problemas que aquejen al transporte público de la entidad, y por ello cuente con voto. 
 
Existe una problemática particular de las mujeres en el servicio de transporte público. Primeramente, en nuestro estado, 
este servicio moviliza alrededor de 542 mil pasajeros al día;  en este universo de personas debemos señalar la relación 
entre transporte público y género, ya que por lo general la mayoría de las personas usuarias son mujeres, lo que a su 
vez indica que el transporte privado es más accesible para varones, debido a que:   
 

Tiene que ver con la falta de posibilidades tanto económicas como culturales que limita de facto sus opciones 
de movilidad, en este sentido las mujeres se ven obligadas a movilizarse a pie porque no implica un costo económico, 
más cuando las mujeres se encuentran en situación de dependencia económica y la posibilidad de acceder a un 
automóvil son escasas para la mayoría de ellas. 

 
Siendo que las mujeres componen una gran parte de la base de usuarios del transporte público en nuestro estado, se 
encuentran presentes de manera transversal en todos los sectores que usan el transporte público; la mayoría 
estudiantes, trabajadoras de bajo y mediano ingreso e incluso adultas mayores.  
 
De una muestra tomada en cuenta para el estudio “Diagnóstico para identificar los tipos de violencia contra mujeres y 
niñas en el transporte público en los Municipios de San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez” publicado por el 
Gobierno del estado y la Secretaría de Gobernación del gobierno federal: 48% de las usuarias son estudiantes, 29.5% 
de las usuarias son empleadas, 9% de las usuarias son amas de casa, 8% de las usuarias estudian y trabajan, y el 
5.5% están buscando trabajo. 
 
También se debe señalar la alta frecuencia de uso del transporte por parte de las mujeres:  
 

49% refiere que lo utiliza todos los días de la semana, el 29% refiere que 5 días a la semana, 17% 3 días a 
la semana y el 5% solo lo utiliza los fines de semana. Esto se relaciona con el tipo de actividades que realizan las 
mujeres, estudiar, trabajar y dedicarse al cuidado, lo que implica que su movilidad sea con una mayor frecuencia. 

 
Además, existe una problemática constante de acoso al usar el servicio de transporte público en el estado, ya que el 
mismo estudio, con la realización de entrevistas a la muestra, refiere que el 75% de las mujeres potosinas han sufrido 
acoso en este medio de transporte, y respecto a la frecuencia en que esto ocurre, de ellas, el 17% contesto que 
siempre, el 20% casi siempre y el 41 % algunas veces. 
 
Por lo tanto, se necesitan tomar medidas que ayuden a cristalizar la perspectiva de género presente en la Ley de 
Transporte Público del Estado, para lo cual la adición al Consejo Estatal del Transporte Público que se propone, 
constituiría un avance; ya que el Instituto de las Mujeres del Estado realiza acciones clave para el combate a la violencia 
de género, al tener incidencia en las políticas estatales, como se colige de una de sus atribuciones presente en la Ley 
de Acceso de las Mujeres a una vida libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí:   
 

III. Proponer para su aprobación al Sistema Estatal, el diseño del Programa, con una visión transversal que 
contenga la política integral orientada a la prevención, atención, sanción, erradicación de los delitos y conductas 
violentas contra las mujeres; 

 
Por lo que, la inclusión de una representante de esta instancia en el Consejo Estatal de Transporte, sin duda ayudará 
a la concreción de los principios de la Ley en dicha materia, así como a la ejecución y seguimiento de las acciones 
programáticas en el estado, que tienen como propósito el de garantizar la seguridad de las mujeres.  
 
La importancia de la perspectiva de género en el transporte público, un elemento cotidiano en la vida de la mayoría de 

las potosinas, debe fortalecerse para evitar la normalización del acoso en estos espacios.” 

 

Al realizar el estudio y análisis del citado asunto, las Comisiones dictaminadoras han llegado 
a los siguientes 



 

 

 
CONSIDERANDOS 

 
PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 98 fracciones IV y XIV, 102 
y 110 BIS, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, las citadas Comisiones son de 
dictamen legislativo, por lo que resulta competente para emitir el presente. 
 
SEGUNDO. Que de la iniciativa con proyecto de decreto se advierte que, al momento de la 
presentación de la misma, la promovente lo hace en su carácter de Diputada de la LXIII 
Legislatura del Congreso del Estado de San Luis Potosí, motivo por el cual tiene el derecho de 
iniciar leyes, de conformidad con el artículo 61 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de San Luis Potosí; y 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado. 
 
TERCERO. Respecto de los requisitos de forma que deben cumplir las iniciativas que se 
presentan ante el Poder Legislativo del Estado, las dictaminadoras consideran que esta cumple 
cabalmente con las formalidades que necesariamente habrán de plasmarse en la presentación 
de iniciativas de ley, según lo disponen los artículos, 131 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de San Luis Potosí, y 61, 62, 65 y 66, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí; por lo anterior, se procede a entrar al 
fondo de la propuesta planteada por la Legisladora. 
 
CUARTO. Que con el fin de conocer la iniciativa aludida en el preámbulo de este dictamen, se 
inserta cuadro comparativo, a saber:  
 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 
ARTICULO 119. El Consejo estará 
integrado de la siguiente manera: 
 
I. a IX. …  
 
 
X. A convocatoria del Presidente del 
Consejo, y sólo con derecho a voz, 
podrán participar representantes de 
asociaciones de profesionistas, 
operadores, y ciudadanos, así como los 
funcionarios que, por razones de la 
importancia de sus atribuciones, estén 
vinculados con los fines del transporte 
público.  
 
Los integrantes a que refieren las 
fracciones I a IX, tendrán intervención 
en las determinaciones que se tomen 
para el mejoramiento y solución de los 
problemas que aquejen al transporte 
público de la Entidad, y el voto que 
emitan deberá ser contabilizado de 

ARTICULO 119. El Consejo estará 
integrado de la siguiente manera: 
 
I. a IX. … 
 
 
X. Una representante del Instituto de las 
Mujeres del Estado de San Luis 
Potosí, y 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

manera colegiada contando por uno el 
de cada sector representativo.  
 
El reglamento respectivo debe contener 
el procedimiento para organizar entre 
los integrantes de cada sector, para la 
emisión de las votaciones; así como 
también las respectivas sanciones a que 
se harán acreedores por la inasistencia a 
las reuniones del Consejo.  
 
La Presidencia del Consejo 
implementará mecanismos que 
promuevan la participación de las 
mujeres en la integración del mismo. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
XI. A convocatoria del Presidente del 
Consejo, y sólo con derecho a voz, 
podrán participar representantes de 
asociaciones de profesionistas, 
operadores, y ciudadanos, así como los 
funcionarios que, por razones de la 
importancia de sus atribuciones, estén 
vinculados con los fines del transporte 
público. 
 
Los integrantes a que refieren las 
fracciones I a X, tendrán intervención en 
las determinaciones que se tomen para 
el mejoramiento y solución de los 
problemas que aquejen al transporte 
público de la Entidad, y el voto que 
emitan deberá ser contabilizado de 
manera colegiada contando por uno el 
de cada sector representativo. 
 
… 
 
… 

 
QUINTO. Que analizada que es la iniciativa en estudio, se advierte que la promovente insta 
ADICIONAR nueva fracción X, con lo que el contenido de la actual X se recorre a la XI, y 
REFORMAR el párrafo antepenúltimo, ambos de y al artículo 119 de la Ley de Transporte 
Público del Estado de San Luis Potosí, con la intención de integrar una representante del 
Instituto de las Mujeres del Estado de San Luis Potosí, al Consejo Estatal de Transporte 
Público, con la finalidad de impulsar la perspectiva de género en el servicio de transporte 
público contenida en la legislación estatal.  
 
De acuerdo con la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, la perspectiva de 
género se refiere a la metodología y los mecanismos que permiten identificar, cuestionar y 
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valorar la discriminación, desigualdad y exclusión de las mujeres, que se pretende justificar 
con base en las diferencias biológicas entre mujeres y hombres, así como las acciones que 
deben emprenderse para actuar sobre los factores de género y crear las condiciones de 
cambio que permitan avanzar en la construcción de la igualdad de género. 
 
Así mismo, de conformidad con la Ley del Instituto de las Mujeres del Estado, dicho instituto 
es el organismo rector de la política de igualdad en el Estado, a través de la creación, 
promoción y fomento de las condiciones que posibiliten la no discriminación, la igualdad de 
oportunidades y de trato entre los géneros; el acceso a la justicia; el ejercicio pleno de todos 
los derechos de las mujeres y su participación igualitaria en la vida política, cultural, económica 
y social del Estado, buscando el fortalecimiento de vínculos con los poderes, instituciones y 
organismos del Estado, a través de la transversalidad en las políticas públicas con perspectiva 
de género, en coordinación con los sectores social y privado para el cumplimiento de sus 
objetivos y fines. 
 
En ese tenor, resulta fundamental la participación del Instituto de las Mujeres, a través de la 
representación ante el Consejo Estatal de Transporte Público, con el propósito de cumplir con 
el objetivo de transversalizar la perspectiva de género en las políticas públicas de las distintas 
dependencias y entidades de la administración pública estatal, traduciéndolo en obras y 
acciones, por lo que su incorporación al Consejo, representa un mecanismo de participación y 
coordinación  entre ambas instancias en materia de transporte público. 
 
En ese tenor de ideas, las dictaminadoras consideramos, que los argumentos vertidos en la 
exposición de motivos resultan adecuados a la reforma planteada, pues la legisladora advierte 
en la misma, que diversas disposiciones normativas de la propia ley de Transporte Publico del 
Estado de San Luis Potosí, en sus disposiciones generales, establece como principio y base 
de la implementación de políticas publica en materia de transporte público, la perspectiva de 
género, así mismo, señala que para su funcionamiento óptimo y mejoramiento calidad en el 
servicio de transporte, es necesario y obligatorio, realizarlo bajo la perspectiva de género, lo 
anterior en aras de garantizar la igualdad sustantiva entre los usuarios, de tal suerte que resulta 
necesario, realizar la adecuación planteada por la legisladora.      
 
En este orden de ideas, las dictaminadoras, consideramos APROBAR DE PROCEDENTE 
CON MODIFICACIONES, la iniciativa planteada por la Legisladora, por lo que la intención es 
REFORMAR las fracciones IX y X, y ADICIONAR la fracción XI, de y al artículo 119, de la Ley 
de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, siendo una modificación únicamente de 
forma, coincidiendo plenamente las comisiones con el fondo y la propuesta planteada por la 
legisladora.  
 
Por lo anteriormente expuesto, la comisión de, Comunicaciones y Transportes; e Igualdad de 
Género,  con fundamento en lo establecido en los artículos, 57 la fracción I; 60, 61, y 64, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 15 la fracción I; 84 la 
fracción I; 98 fracciones IV y XIV; 102,  110 BIS, 131 la fracción II; y 133, de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí; 61, 62, 85, y 86, del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso del Estado, emiten el siguiente: 

 
D I C T A M E N 

 



 

 

ÚNICO. Por los argumentos lógico jurídicos expresados en el considerando QUINTO de este 
instrumento legislativo, se APRUEBA CON MODIFICACIONES, la iniciativa enunciada. 
 

EXPOSICIÓN  
DE  

MOTIVOS 
 

La perspectiva de género, de acuerdo con la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y 
Hombres, es la metodología y los mecanismos que permiten identificar, cuestionar y valorar la 
discriminación, desigualdad y exclusión de las mujeres, que se pretende justificar con base en 
las diferencias biológicas entre mujeres y hombres, así como las acciones que deben 
emprenderse para actuar sobre los factores de género y crear las condiciones de cambio que 
permitan avanzar en la construcción de la igualdad de género. 
 
La ley de Transporte Publico del Estado de San Luis Potosí, en sus disposiciones generales, 
establece como principio y base de la implementación de políticas públicas en materia de 
transporte público, la perspectiva de género, así mismo, señala que para su funcionamiento 
óptimo y mejoramiento de la calidad en el servicio de transporte, es necesario y obligatorio, 
realizarlo bajo la perspectiva de género, lo anterior en aras de garantizar la igualdad sustantiva 
entre los usuarios. 
 
Actualmente, existe una problemática particular de las mujeres en el servicio de transporte 
público. En nuestro estado, este servicio moviliza alrededor de 542 mil pasajeros al día; en 
este universo de personas debemos señalar la relación entre transporte público y género, ya 
que por lo general la mayoría de las personas usuarias son mujeres, lo que a su vez indica 
que el transporte privado es más accesible para varones, debido a que:  “Tiene que ver con la 
falta de posibilidades tanto económicas como culturales que limita de facto sus opciones de 
movilidad, en este sentido las mujeres se ven obligadas a movilizarse a pie porque no implica 
un costo económico, más cuando las mujeres se encuentran en situación de dependencia 
económica y la posibilidad de acceder a un automóvil son escasas para la mayoría de ellas.   
 
De una muestra tomada en cuenta para el estudio “Diagnóstico para identificar los tipos de 
violencia contra mujeres y niñas en el transporte público en los Municipios de San Luis Potosí 
y Soledad de Graciano Sánchez” publicado por el Gobierno del Estado y la Secretaría de 
Gobernación del Gobierno Federal: 48% de las usuarias son estudiantes, 29.5% de las 
usuarias son empleadas, 9% de las usuarias son amas de casa, 8% de las usuarias estudian 
y trabajan, y el 5.5% están buscando trabajo. 
 
También se debe señalar la alta frecuencia de uso del transporte por parte de las mujeres: 
“49% refiere que lo utiliza todos los días de la semana, el 29% refiere que 5 días a la semana, 
17% 3 días a la semana y el 5% solo lo utiliza los fines de semana. Esto se relaciona con el 
tipo de actividades que realizan las mujeres, estudiar, trabajar y dedicarse al cuidado, lo que 
implica que su movilidad sea con una mayor frecuencia.” 
 
Además, existe una problemática constante de acoso al usar el servicio de transporte público 
en el Estado, ya que el mismo estudio, con la realización de entrevistas a la muestra, refiere 
que el 75% de las mujeres potosinas han sufrido acoso en este medio de transporte, y respecto 
a la frecuencia en que esto ocurre, de ellas, el 17% contesto que siempre, el 20% casi siempre 
y el 41 % algunas veces. 
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Por lo tanto, se requiere tomar medidas que ayuden a llevar a la práctica las medidas que 
apoyen la seguridad y la implementación de los demás mecanismos  para mejorar el transporte 
público para las mujeres para lo cual la adición al Consejo Estatal del Transporte Público que 
se propone, constituiría un avance; ya que el Instituto de las Mujeres del Estado realiza 
acciones clave para el combate a la violencia de género, al tener incidencia en las políticas 
estatales en la materia, por lo que, la inclusión de una representante de esta instancia en el 
Consejo Estatal de Transporte, sin duda ayudará a la concreción de los principios de la Ley en 
dicha materia, así como a la ejecución y seguimiento de las acciones programáticas en el 
estado, que tienen como propósito el de garantizar la seguridad de las mujeres.  
 
La importancia de la perspectiva de género en el transporte público, un elemento cotidiano en 
la vida de la mayoría de las potosinas, debe fortalecerse para logar la igualdad sustantiva entre 
los usuarios. 
 

PROYECTO 
DE 

DECRETO 
 
ÚNICO. Se REFORMA el artículo 119, en su fracción IX y en su párrafo antepenúltimo, y 
ADICIONA al mismo artículo 119 una fracción, esta como X, por lo que la actual X, pasa a ser 
fracción XI, de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, para quedar como 
sigue:  
 
ARTÍCULO 119. … 
 
I. a VIII. …  
 
IX. …; 
  
X. Una representante del Instituto de las Mujeres del Estado de San Luis Potosí, y 
 
XI. … 
 
Los integrantes a que refieren las fracciones I a X, tendrán intervención en las 
determinaciones que se tomen para el mejoramiento y solución de los problemas que 
aquejen al transporte público de la Entidad, y el voto que emitan deberá ser 
contabilizado de manera colegiada contando por uno el de cada sector representativo. 
 
…  
 
… 
 

TRANSITORIOS 
 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis “. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  



 

 

 



 

 

 

  



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS 
DE LA LXIII LEGISLATURA 
DEL H. CONGRESO DEL ESTADO,  
P R E S E N T E S. 
  
 
A la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología le fue turnada en Sesión Ordinaria 
del 22 de junio del dos mil veintitrés, Iniciativa que promueve declarar el día 10 de agosto 
como: “Día Estatal de la Juventud Potosina”, presentada por la otrora legisladora Nadia 
Esmeralda Ochoa Limón, con el número de turno 3848. 
 
En tal virtud, al entrar al estudio y análisis de la citada iniciativa, los integrantes de la comisión 
dictaminadora hemos llegado a los siguientes: 

 
CONSIDERANDOS 

 
PRIMERO. Que de conformidad con lo establecido por los artículos, 57, de la Constitución 
Politica del Estado de San Luis Potosi; 98  fracciones  X, y 108 de la Ley Organica del Poder 
Legislativo, compete al Honorable Congreso del Estado por conducto de la comision de 
Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología conocer y resolver la iniciativa que nos ocupa. 
 
SEGUNDO. Que los artículos, 130 y 131, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 
y 61, 62, 65 y 67 fraccion V del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, 
establecen el contenido y los requisitos deben tener las iniciativas; por lo que la pieza 
legislativa que nos ocupa es una Iniciativa de decreto, misma que a las luz de los dispositivos 
citados cumple con los requisitos y formas que preven.  
 
TERCERO. Que al entrar al estudio de la iniciativa en cuestión, se identifica que atraves de la 
misma, se plantea por parte de la proponente declarar el 10 de agosto, como "Día Estatal de 
la Juventud Potosina". 
 
CUARTO. Que con el fin de conocer las razones y motivos que llevaron a la impulsora de la 
misma a presentarla, se cita enseguida 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

En la actualidad, las juventudes potosinas se encuentran ante una serie de desafíos que 
merecen nuestra atención y apoyo. Desde dificultades educativas y falta de acceso a oportunidades 
laborales dignas, hasta la discriminación, la violencia y los problemas de salud mental, las juventudes 
se enfrentan a obstáculos significativos que afectan su desarrollo integral y su bienestar. Es 
fundamental que como sociedad tomemos conciencia de estas problemáticas y trabajemos en 
conjunto para buscar soluciones efectivas. 
 
Según estadísticas del INEGI en el Censo Nacional de Población y Vivienda realizado en el 2020 en el 
estado de San Luis Potosí hay una población de 2, 822,288 habitantes, de los cuales, la edad promedio 
de la población oscila entre los 25-29 años, manteniéndose como un estado joven. Así mismo, de 
acuerdo a este censo. 
 
en San Luis Potosí viven 778,949 niñas y niños de 0 a 15 años, que representan el 28 % de la población 
de esa entidad, por lo que en los próximos años esta cifra promedio se mantendrá, motivo por el cual 



 

 

las juventudes representan y representarán un bono demográfico considerable en el Estado, razón 
por la cual se deben aplicar medidas y programas públicos y pertinentes que permitan atender las 
necesidades de esta población en la actualidad y fincar las bases de políticas públicas y programas 
inclusivos para  los jóvenes potosinos en el futuro de acuerdo a las necesidades progresivas y 
cambiantes a las que las juventudes se tendrán que enfrentar. 
 

Designar un día para conmemorar a los jóvenes, estamos poniendo en primer plano las diversas 
causas y luchas que enfrentan las juventudes potosinas en su búsqueda de un futuro mejor. Esto nos 
permite generar conciencia y sensibilización en la sociedad sobre las problemáticas específicas que 
afectan a esta generación, como la desigualdad, el acceso limitado a oportunidades educativas y 
laborales, la discriminación, la violencia, entre otros. Al visibilizar estas causas, estamos creando un 
espacio de diálogo y reflexión que nos impulsa a tomar medidas concretas para abordarlas y encontrar 
soluciones adecuadas. Para un futuro más prometedor y equitativo en el cual los jóvenes sean 
reconocidos como agentes de cambio y se les brinden las herramientas necesarias para su desarrollo 
integral. 

 
Esta idea se origina en el Día Internacional de la Juventud, establecido por las Naciones Unidas 

por la Asamblea General mediante la resolución 54/120 donde se declara oficialmente el 12 de agosto 
como el Día Internacional de la Juventud, y en los beneficios que ha brindado a nivel global el 
reconocimiento y concientización este día en la promoción de la lucha por los derechos y el bienestar 
de los jóvenes.  
 

La adopción de un día estatal de la juventud en San Luis Potosí presenta numerosas ventajas 
y posibilidades. En primer lugar, nos alineamos con un movimiento internacional que reconoce la 
importancia de este segmento de la población, se busca se promueva su participación activa en la 
toma de decisiones, así como establecer metas y objetivos para atender sus necesidades. Además, 
un día estatal de las juventudes nos brinda la oportunidad de adaptar y focalizar las celebraciones y 
actividades a las necesidades y realidades específicas de los jóvenes en San Luis Potosí, fortaleciendo 
así nuestra identidad y promoviendo un sentido de pertenencia.  
 

Este día no solo busca visibilizar las necesidades y causas de las juventudes, sino que debe ser 
una tarea compartida y asumida por toda la sociedad en la cual permitan a las instituciones conocer 
las necesidades reales e inminentes que se deben atender, planificar y colaborar en la inclusión de 
las juventudes de nuestro estado.  

 
La presente legislatura busca que los jóvenes sean una fuerza positiva para el futuro de 

nuestro estado y país, siempre que se les brinde las herramientas necesarias de conocimiento y sobre 
todos de oportunidades que necesitan para poder desarrollarse y prosperar. 
 

En conclusión, establecer el Día Estatal de las Juventud Potosina es una medida trascendental 
para reconocer la diversidad, las luchas y los logros de las juventudes en San Luis Potosí. Nos permitirá 
visibilizar las causas y necesidades específicas de las juventudes, así como recordar la deuda histórica 
que tienen las instituciones y la sociedad con las mismas. Es un llamado a la acción para trabajar en 
conjunto, promoviendo políticas públicas inclusivas y colaborando desde la sociedad civil. Al unirnos 
en esta celebración, construiremos un futuro más equitativo, donde los jóvenes sean protagonistas 
de un cambio positivo y contribuyan al desarrollo integral de nuestro estado. 
 
En mérito de lo expuesto y fundado, someto a la consideración de esta asamblea legislativa, el 
siguiente proyecto de: 

 
DECRETO 

 



 

 

ÚNICO.- La Sexagésima Tercera Legislatura declara el día 10 de agosto como: “Día Estatal de la 
Juventud Potosina”. 

 
TRANSITORIOS 

 
ÚNICO.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Gobierno del Estado “Plan de San Luis”. 
 

DIP. NADIA ESMERALDA OCHOA LIMÓN 

 
QUINTO. Que en mérito de lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos, 
75, 85, 86 y demás relativos aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 
del Estado, elevamos a la consideración de la Honorable Asamblea el siguiente: 
 

DICTÁMEN 
 
ÚNICO. Es de aprobarse y se aprueba, la iniciativa citada en el proemio. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 

En la actualidad, las juventudes potosinas se encuentran ante una serie de desafíos que 
merecen nuestra atención y apoyo. Desde dificultades educativas y falta de acceso a 
oportunidades laborales dignas, hasta la discriminación, la violencia y los problemas de salud 
mental, las juventudes se enfrentan a obstáculos significativos que afectan su desarrollo 
integral y su bienestar. Es fundamental que como sociedad tomemos conciencia de estas 
problemáticas y trabajemos en conjunto para buscar soluciones efectivas. 
 
Según estadísticas del INEGI en el Censo Nacional de Población y Vivienda realizado en el 
2020 en el estado de San Luis Potosí hay una población de 2, 822,288 habitantes, de los 
cuales, la edad promedio de la población oscila entre los 25-29 años, manteniéndose como 
un estado joven. Así mismo, de acuerdo a este censo. 
 
En San Luis Potosí viven 778,949 niñas y niños de 0 a 15 años, que representan el 28 % de 
la población de esa entidad, por lo que en los próximos años esta cifra promedio se mantendrá, 
motivo por el cual las juventudes representan y representarán un bono demográfico 
considerable en el Estado, razón por la cual se deben aplicar medidas y programas públicos 
y pertinentes que permitan atender las necesidades de esta población en la actualidad y fincar 
las bases de políticas públicas y programas inclusivos para  los jóvenes potosinos en el futuro 
de acuerdo a las necesidades progresivas y cambiantes a las que las juventudes se tendrán 
que enfrentar. 
 
Designar un día para conmemorar a los jóvenes, estamos poniendo en primer plano las 
diversas causas y luchas que enfrentan las juventudes potosinas en su búsqueda de un futuro 
mejor. Esto nos permite generar conciencia y sensibilización en la sociedad sobre las 
problemáticas específicas que afectan a esta generación, como la desigualdad, el acceso 
limitado a oportunidades educativas y laborales, la discriminación, la violencia, entre otros. Al 
visibilizar estas causas, estamos creando un espacio de diálogo y reflexión que nos impulsa a 
tomar medidas concretas para abordarlas y encontrar soluciones adecuadas. Para un futuro 



 

 

más prometedor y equitativo en el cual los jóvenes sean reconocidos como agentes de cambio 
y se les brinden las herramientas necesarias para su desarrollo integral. 
 
Esta idea se origina en el Día Internacional de la Juventud, establecido por las Naciones 
Unidas por la Asamblea General mediante la resolución 54/120 donde se declara oficialmente 
el 12 de agosto como el Día Internacional de la Juventud, y en los beneficios que ha brindado 
a nivel global el reconocimiento y concientización este día en la promoción de la lucha por los 
derechos y el bienestar de los jóvenes.  
 
La adopción de un día estatal de la juventud en San Luis Potosí presenta numerosas ventajas 
y posibilidades. En primer lugar, nos alineamos con un movimiento internacional que reconoce 
la importancia de este segmento de la población, se busca se promueva su participación activa 
en la toma de decisiones, así como establecer metas y objetivos para atender sus 
necesidades. Además, un día estatal de las juventudes nos brinda la oportunidad de adaptar 
y focalizar las celebraciones y actividades a las necesidades y realidades específicas de los 
jóvenes en San Luis Potosí, fortaleciendo así nuestra identidad y promoviendo un sentido de 
pertenencia.  
 
Este día no solo busca visibilizar las necesidades y causas de las juventudes, sino que debe 
ser una tarea compartida y asumida por toda la sociedad en la cual permitan a las instituciones 
conocer las necesidades reales e inminentes que se deben atender, planificar y colaborar en 
la inclusión de las juventudes de nuestro estado.  
 
La presente legislatura busca que los jóvenes sean una fuerza positiva para el futuro de 
nuestro estado y país, siempre que se les brinde las herramientas necesarias de conocimiento 
y sobre todos de oportunidades que necesitan para poder desarrollarse y prosperar. 
 
En conclusión, establecer el Día Estatal de las Juventud Potosina es una medida trascendental 
para reconocer la diversidad, las luchas y los logros de las juventudes en San Luis Potosí. Nos 
permitirá visibilizar las causas y necesidades específicas de las juventudes, así como recordar 
la deuda histórica que tienen las instituciones y la sociedad con las mismas. Es un llamado a 
la acción para trabajar en conjunto, promoviendo políticas públicas inclusivas y colaborando 
desde la sociedad civil. Al unirnos en esta celebración, construiremos un futuro más equitativo, 
donde los jóvenes sean protagonistas de un cambio positivo y contribuyan al desarrollo integral 
de nuestro estado. 
 

PROYECTO 
DE 

DECRETO 
 
ÚNICO. El Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí declara en 
la Entidad, el 10 de agosto de cada año “Día Estatal de la Juventud Potosina”  
 

TRANSITORIO 
 

ÚNICO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 
del Estado “Plan de San Luis”. 
 
 



 

 

DADO EN LA SALA “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA” DEL HONORABLE CONGRESO 
DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS TRECE DÍAS DEL MES DE JULIO DEL DOS MIL 
VEINTITRÉS. 

 
 
 
  



 

 

DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
Las comisiones de, Justicia; y Gobernación; con fundamento en lo establecido por los 
artículos, 57 fracción XXXIV, 96, y 99, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de San Luis Potosí; 17 fracción II, 109, y 111,  de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado de San Luis Potosí; y 88 párrafo primero, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 
Estado San Luis Potosí, se permiten elevar a la consideración del Pleno de esta Asamblea 
Legislativa, el presente dictamen con sustento en los siguientes antecedentes y 
consideraciones. 

 
A N T E C E D E N T E S 

 
PRIMERO. Con el Decreto Legislativo número 1015, publicado en el Periódico Oficial del 
Gobierno del Estado “Plan de San Luis” el trece de julio de dos mil dieciocho, se ratificó la 
elección de la Licenciada Diana Isela Soria Hernández como Consejera al Consejo de la 
Judicatura del Poder Judicial del Estado, para el período comprendido del uno de septiembre 
de dos mil dieciocho, al treinta y uno de agosto de dos mil veintitrés. 
 
SEGUNDO. En Sesión de la Diputación Permanente celebrada el veintiocho de agosto de esta 
anualidad, fue turnada a las comisiones de: Justicia; y Gobernación, el oficio número 5799 del 
veintitrés de agosto del año que transcurre, suscrito por la Magistrada María Manuela García 
Cázares, Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder 
Judicial del Estado, el cual a la letra dice: 
 
“HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO  
P R E S E N T E.  
 

De conformidad con lo previsto por los artículos 90, 91 y 99 vigentes de la 
Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, comunico a esa Honorable Soberanía, que en 
sesión extraordinaria celebrada el 23 veintitrés de agosto de 2023 de dos mil veintitrés, el Pleno del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado, por unanimidad de votos designó a la licenciada María del 
Rocío Hernández Cruz, como Consejera integrante del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del 
Estado, por el Supremo Tribunal de Justicia del Estado, por haber reunido los requisitos previstos en 
el artículo 99 del citado ordenamiento legal. 

 
Tal nombramiento, en caso de que esta Honorable Legislatura determine ratificarla, 

iniciará a partir del 1 uno de septiembre del año en curso al 31 treinta y uno de agosto de 2028 dos mil 
veintiocho, de conformidad con el artículo 90 de la Constitución Local, ya que el periodo para el que 
fue designada la actual Consejera Diana Isela Soria Hernández, concluye el próximo 31 de agosto, 
inclusive; adjuntando copia certificada del acuerdo recaído en la citada sesión así como su curriculum 
vitae de la licenciada María del Rocío Hernández Cruz y demás documentación. 

 
A T E N T A M E N T E 

SUFRAGIO EFECTIVO NO REELECCIÓN 
SAN LUIS POTOSÍ, S. L. P., MAYO 30 DE 2018 

PRESIDENTA DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
DEL ESTADO 

 
MGDA. MARÍA MANUELA GARCÍA CÁZARES” 



 

 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Que de conformidad con lo dispuesto por los artículos, 57 fracción XXXIV de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; y 17 fracción II, de la 
Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, es atribución de esta 
Soberanía ratificar a dos consejeros o consejeras de la Judicatura, y designar a uno o una 
más.  
 
SEGUNDA. Que en observancia a lo que establecen los artículos 98, fracciones, XII, y XV, 
109, y 111, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, las comisiones de, Justicia; 
y Gobernación, son competentes para dictaminar los asuntos relativos a los nombramientos o 
ratificación de los titulares o integrantes de los poderes Ejecutivo, Judicial, ayuntamientos, y 
organismos autónomos del Estado, que sean de la competencia del Congreso.  
 
TERCERA. Que la Constitución Estatal señala en el dispositivo 90 en su párrafo séptimo: 
 
“El Consejo se integrará con cuatro personas, de los cuales una será quien presida el Supremo 
Tribunal de Justicia, quien también lo será del Consejo; una designada por el Congreso del 
Estado; otra por el Supremo Tribunal de Justicia; y una más, por quien sea titular del Poder 
Ejecutivo. Las personas designadas por estos dos últimos, serán ratificadas por el Congreso 
del Estado. Para su integración se observará el principio de paridad de género. “ 

(Énfasis añadido) 
 
CUARTA. Que el citado arábigo 90 del Pacto Político Estatal, dispone en su párrafo onceavo:  
 
“Salvo quien presida el Consejo, las y los demás durarán cinco años en su encargo, 
serán sustituidos de manera escalonada. Al concluir su periodo tendrán derecho a un 
haber de retiro consistente en un único emolumento equivalente a un año de salario, 
sin perjuicio del pago de aguinaldo y vacaciones proporcionales que les correspondan. 
Dicha remuneración se cubrirá con base en el último salario percibido. Quienes sean 
designadas para concluir el término del cargo de otro consejero o consejera, podrán 
ser propuestas para el encargo de un periodo completo.” 
(Énfasis añadido) 
 
QUINTA. Que el párrafo octavo del artículo 90 de la Constitución Estatal determina:  
 
“Todas las personas consejeras deben reunir los requisitos señalados en el artículo 99 de esta 
Constitución, y distinguirse por su capacidad profesional, experiencia y honorabilidad en el 
ejercicio de sus actividades.” 

(Énfasis añadido) 
 
Dispositivo concomitante con lo establecido por el artículo 88 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de San Luis Potosí, que señala que “El Consejo de la Judicatura estará 
integrado por cuatro consejeros, en los términos del artículo 90 de la Constitución Política del 
Estado, y funcionará en Pleno o a través de comisiones”.  
 
Y los requisitos que deben las y los consejeros de la Judicatura se enlistan en el ordinal 99 
del Pacto Político del Estado: 
 



 

 

I.- Ser mexicano por nacimiento, y ciudadano potosino en pleno ejercicio de sus derechos políticos y 
civiles;  
II.- (DEROGADA, P.O. 27 DE AGOSTO DE 2020)  
 
III.- Tener al día de su nombramiento, título profesional de licenciado en derecho con una antigüedad 
mínima de diez años, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y acreditar el 
ejercicio profesional por el mismo tiempo;  
 
IV.- Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que haya ameritado pena 
privativa de libertad de más de un año; pero, si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de 
confianza u otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el 
cargo, cualquiera que haya sido la pena;  
 
V.- Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de su nombramiento; y 
 
VI. No haber ocupado el cargo de Secretario de Despacho o su equivalente, Fiscal General del Estado, 
Diputado local, o Presidente Municipal, en el año inmediato anterior al día de su nombramiento. Para 
ser Magistrado supernumerario deberán cumplirse los mismos requisitos.  
 
Los nombramientos de los magistrados deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que 
hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia; o que se hayan 
distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes en el ejercicio de la profesión del 
derecho.” 
 

SEXTA. Que los integrantes de las comisiones dictaminadoras, al revisar minuciosamente el 
currículum vitae de la Licenciada María del Rocío Hernández Cruz hemos encontrado que 
además de cumplir con precisión los requisitos establecidos en el numeral 99, de la 
Constitución Política del Estado, reúne las características de servir con eficiencia, capacidad y 

probidad en la impartición de justicia; distinguiéndose por su honorabilidad, competencia y 
antecedentes en el ejercicio de la profesión del derecho, que dan cuenta de su capacidad y 
mérito para desempeñar con eficiencia y profesionalismo el cargo de Consejera del Consejo 
de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, para el que ha sido designada por el Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado. 
 
Por lo anteriormente expuesto, conforme a lo establecido en los artículos, 85, y 86, del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado Libre y Soberano de San Luis 
Potosí, los integrantes de las comisiones de, Justicia; y Gobernación; nos permitimos elevar a 
la consideración de esta Honorable Asamblea Legislativa el siguiente  
 

D I C T A M E N 
 
UNICO. Es de ratificarse y se ratifica la elección de la Licenciada María del Rocío Hernández 
Cruz en el cargo de Consejera de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de San Luis 
Potosí.  
 

PROYECTO DE DECRETO 
 

ARTÍCULO 1º. Con fundamento en lo dispuesto por los artículos, 57 fracción XXXIV, 96, y  99, 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 17 fracción II, de 
la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí; y 88, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí; el Honorable Congreso del Estado de San 



 

 

Luis Potosí ratifica la designación de la Licenciada María del Rocío Hernández Cruz para que 
integre como Consejera, el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, para el 
período comprendido del uno de septiembre de dos mil veintitrés al treinta y uno de agosto de 
dos mil veintiocho. 
 
ARTÍCULO 2º. Para los efectos de lo que señala el artículo 57 fracción XXXVIII, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, notifíquese a la 
Licenciada María del Rocío Hernández Cruz, respecto de la ratificación de su designación 
realizado por esta Soberanía, para ocupar el cargo de Consejera del Consejo de la Judicatura 
del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, del periodo comprendido del uno de 
septiembre de dos mil veintitrés, al treinta y uno de agosto de dos mil veintiocho; y cítesele en 
el Recinto Oficial del Poder Legislativo Local, para que se le tome la protesta de ley ante la 
Representación Popular, conforme lo dispone el artículo 134 de la Carta Magna Estatal. 
 

T R A N S I T O R I O S 
 

PRIMERO. Este Decreto estará en vigor del uno de septiembre de dos mil veintitrés al treinta 
y uno de agosto de dos mil veintiocho, previa su publicación en el Periódico Oficial del Estado 
"Plan de San Luis". 
 
SEGUNDO. A la entrada en vigor del presente Decreto, se abroga el Diverso Legislativo 
número 1015, publicado en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” el trece de julio 
de dos mil dieciocho. 
 
TERCERO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  
 
DADO EN EL AUDITORIO “LIC. MANUEL GÓMEZ MORÍN” DEL EDIFICIO “PRESIDENTE 
JUÁREZ” DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO. A LOS VEINTIOCHO DÍAS DEL 
MES DE AGOSTO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 



 

 

 
 



 

 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 

 



 

 

 
 
 

Dictámenes 
con Proyecto 
de Resolución 

 
 
 
 



 

 

CC. Diputadas Secretarias 
LXIII Legislatura del Congreso  
del Estado de San Luis Potosí  
Presentes 
 
En Sesión ordinaria del Congreso del Estado, celebrada el 7 de junio del año 2023, se consignó a la 
Comisión de Seguridad Pública, Prevención y Reinserción Social, bajo el TURNO 3780, el punto de 
acuerdo que impulsa la Legisladora Lidia Nallely Vargas Hernández, que insta “exhortar al titular de la 
Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, a informar las medidas que se están implementado 
ante la situación actual relacionada con los “hoyos Negros” de la carretera 57”. 
 
En virtud de lo anterior, los integrantes de esta comisión, verificaron la viabilidad y legalidad, por lo que 
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 115 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 
de San Luis Potosí; así como los artículos 75, 85, 86 y demás relativos del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, se llegó a los siguientes  
  

CONSIDERANDOS 
 
PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 132 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de San Luis Potosí, al promovente en su calidad de diputada, tiene la atribución 
de proponer al Pleno, puntos de acuerdo. 
 
SEGUNDO. Que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 92, y 115 de la Ley Orgánica de 
este poder legislativo, compete al Congreso del Estado por conducto de esta comisión de dictamen 
legislativo, conocer y dictaminar el punto de acuerdo citado en el proemio. 
 
TERCERO. Que con el fin de conocer los argumentos que sustentan el punto de acuerdo propuesto, a 
continuación, se insertan sus antecedentes, justificación y conclusiones del mismo: 
 

Antecedentes 
 

En días anteriores se presentó una nota periodística en un noticiero nacional donde se dio a conocer 
una seria problemática que está ocurriendo en territorio potosino, en dicha nota se informaba que desde 
el año pasado se ha tenido conocimiento de los llamados “Hoyos Negros de la carretera 57”, estos 
son barrancas cercanas a esta carretera, las cuales son utilizados por los delincuentes para descargar 
mercancías robadas y posteriormente deshacerse de los vehículos en los cuales venia dicha 
mercancía. 
 
En Febrero del 2022, la Policía de Métodos de Investigación, localizo 8 vehículos en la comunidad de 
LOS HOYOS perteneciente a Cándido Navarro, Soledad de Graciano Sánchez. 
 
Los investigadores de la Fiscalía General del Estado determinaron que los delincuentes incluso han 
acondicionado sus propios caminos para poder así facilitar su labor criminal y llevar por ahí los 
vehículos robados desde esta vía federal. 
 
Algunas personas han asegurado que al transitar sobre esta vialidad se les ha intentado detener y al 
estas hacer caso omiso, les han incluso disparado, afirmo el Secretario de Seguridad de San Luis 
Potosí, Guzmar Ángel González. 
 
De igual forma José Luis Contreras, Fiscal General del Estado hizo mención que mucha de la 
mercancía robada de estos transportes de carga, es trasladada a otros estados como lo son por 
ejemplo, Nuevo León con Coahuila o Querétaro colindando con Hidalgo Y Guanajuato, Estados donde 
se ha detectado robo de transporte de carga. 



 

 

La Confederación Nacional de Transportistas Mexicanos, cálculo que en el Estado de San Luis Potosí, 
el robo a transportes de carga, al mes ronda los 100 Millones De Pesos.1 

 
Justificación 

 
El robo a transportes de carga dentro del Estado de San Luis Potosí es una problemática muy seria a 
la cual debería de dársele la importa necesaria ya que no solo afecta al transportista al cual le es 
arrebatado el vehículo a su cargo así como la mercancía de su interior, sino más bien, es un tema de 
seguridad publica el cual le compete a todo el estado, además de que esta situación podría ser 
perjudicial también para la economía del Estado ya que si continua esta inseguridad, el Estado Potosino 
puede dejar de ser atractivo para futuras inversiones así como para las rutas de transportistas, 
independientemente de ello, no podemos permitir que se siga teniendo este problema delictivo dentro 
del territorio Potosino, por el bien económico y social de nuestro estado. 
 
El 28 de marzo del presente año, la revista TRANSPORTES Y TURISMO señalo que tan solo en el 
primer bimestre del año se tenía una variación anual del 123.4% con respecto al año anterior. 
Informando que las autoridades reportaron 143 delitos contra el autotransporte, en el periodo de enero 
a febrero de este año, siendo que en ese mismo lapso pero del año anterior solo se reportaron 64.2 
 
En el mismo sentido, señalo que en el año 2022, el Estado de San Luis Potosí registro un total de 690 
registros de robo a transportistas, lo cual equivale a un 42% más, respecto al 2021, lo cual nos muestra 
que el estado se encuentra en un serio incremento de inseguridad respecto a este tema. 
 
No podemos hacer caso omiso y permitir que el Estado siga viviendo temas de inseguridad tan 
alarmantes como el anteriormente expuesto. Es urgente que se actué al respecto. 
 

Conclusión 
 

La seguridad en el Estado de San Luis Potosí es un tema sin vigencia el cual no debemos descuidar y 
permitir que las y los potosinos, así como los transportistas que transitan por nuestro territorio continúen 
viviendo con miedo y la incertidumbre que les ocasiona el utilizar ese tramo de la carretera 57. 
 
 Es por ello que se presenta respetuosamente el siguiente punto de acuerdo que busca dar solución a 
esta problemática de seguridad pública, tanto para transportistas como para las y los potosinos que 
habitan y/o transitan cerca de los mencionados “Hoyos Negros” de la carretera 57, dentro de territorio 
del Estado de San Luis Potosí. 
 
Con el presente punto de acuerdo no se busca exhortar al cumplimiento de las facultades de las 
autoridades pertinentes, si no atender a la petición ciudadana de brindar la certeza a nuestros 
representados de las acciones que se están realizando para ponerle fin a este problema.   
 

Punto de Acuerdo 
 

PRIMERO– La LXIII Legislatura del Congreso del Estado de San Luis Potosí exhorta respetuosamente 
a las Dirección de Seguridad Pública del Estado, a que realice un informe de las medidas que se están 
implementando para atender la problemática relacionada con los “Hoyos Negros de la Carretera 57”. 
 
CUARTO. Que la impulsante aporta dato duros respecto de hechos delictivos ocurridos sobre la 
carretera 57, concretamente en su tramo que atraviesa el Estado de San Luis Potosí, en donde por 

                                                           
1https://www.nmas.com.mx/estados/los-temibles-hoyos-negros-de-la-carretera-federal-57   
2 https://www.tyt.com.mx/nota/robo-a-transportistas-se-duplica-en-slp-durante-el-primer-bimestre  

https://www.nmas.com.mx/estados/los-temibles-hoyos-negros-de-la-carretera-federal-57
https://www.tyt.com.mx/nota/robo-a-transportistas-se-duplica-en-slp-durante-el-primer-bimestre


 

 

razones de jurisdicción, es competente para conocer de operativos de prevención del delito a la Guardia 
Nacional. 
 
Asimismo expone que los presuntos criminales han organizado espacios cercanos a puntos de esa vía 
federal, en donde llevan a cabo labores de descarga de transportes y ocultamiento de los mismos, 
terrenos que en todo caso, son de jurisdicción de la autoridad estatal. 
 
QUINTO. A partir de la propuesta de la legisladora, en el sentido de exhortar a la Dirección de Seguridad 
Pública del Estado, a que realice un informe de las medidas que se están implementando para atender 
la problemática relacionada con los “Hoyos Negros de la Carretera 572, resulta indispensable conocer 
de esa dependencia si ese fenómeno se encuentra identificado, para en ese caso, conocer de las 
acciones que se han implementado, sobre todo con coordinación con la Guardia Nacional. 
 
Por lo anterior, con fundamento en los artículos, 92 párrafo segundo, y 94, de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo; 85, y 86, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, se presenta a 
esta Asamblea Legislativa, el siguiente: 
 

DICTAMEN 
 
ÚNICO. Se RESUELVE aprobar con modificaciones el punto de acuerdo a que se refiere el presente 
dictamen, para quedar en los siguientes términos: 

 
PUNTO DE ACUERDO 

 
El Congreso del Estado de San Luis Potosí, exhorta al titular de la Secretaria de Seguridad Pública y 
Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, para que informe a esta soberanía si se tiene 
algún fenómeno delictivo identificado como “hoyos negros” sobre la carretera 57; y de ser así, informe 
que acciones se han implementado para su combate.  
 
Notifíquese. 
 
Por la Comisión de Seguridad Pública, Prevención y Reinserción Social, dado en la Biblioteca del 
edificio de Plenos del Congreso del Estado, el 19 de julio de dos mil veintitrés. 



 

 

 
 

 



 

 

CC. Diputadas Secretarias 
LXIII Legislatura del Congreso  
del Estado de San Luis Potosí  
Presentes 
 
En Sesión ordinaria del Congreso del Estado, celebrada el 7 de junio del año 2023, se consignó a la 
Comisión de Seguridad Pública, Prevención y Reinserción Social, bajo el TURNO 3790, el punto de 
acuerdo que impulsa la Legisladora Lidia Nallely Vargas Hernández, que insta “exhortar al titular de la 
Guardia Civil Nacional en el Estado, a la Guardia Civil Estatal y a los Ayuntamientos que se encuentran 
en el tramo comprendido en la carretera federal 70, realicen operativos carrusel de prevención de 
accidentes e informen resultados” 
 
En virtud de lo anterior, los integrantes de esta comisión, verificaron la viabilidad y legalidad, por lo que 
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 115 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 
de San Luis Potosí; así como los artículos 75, 85, 86 y demás relativos del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, se llegó a los siguientes  
  

CONSIDERANDOS 
 
PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 132 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de San Luis Potosí, al promovente en su calidad de diputada, tiene la atribución 
de proponer al Pleno, puntos de acuerdo. 
 
SEGUNDO. Que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 92, y 115 de la Ley Orgánica de 
este poder legislativo, compete al Congreso del Estado por conducto de esta comisión de dictamen 
legislativo, conocer y dictaminar el punto de acuerdo citado en el proemio. 
 
TERCERO. Que con el fin de conocer los argumentos que sustentan el punto de acuerdo propuesto, a 
continuación, se insertan sus antecedentes, justificación y conclusiones del mismo: 
 

Antecedentes 
 

Los hechos de tránsito se han incrementado en las carreteras de nuestro Estado, casos fortuitos que, 
es posible prevenirlos y brindar una atención pronta y adecuada procurando siempre la vida, bienestar 
y seguridad de los que utilizan y transitan nuestras carreteras;  
 
Como ya es conocido se han dado varios accidentes por el tráfico y la complejidad de dicho tramo una 
trágica noticia en donde según la nota publicada por El Sol de San Luis1 el pasado 22 de mayo de la 
anualidad en curso fallecieron dos motociclistas por accidente en la carretera Valles – Rioverde; las 
victimas originarios del Estado de Puebla, chocaron de frente con una camioneta que circulaba sobre 
la misma carretera, los cuales fallecieron en el mismo lugar. 
 
La tragedia ocurrió en el kilometro 50 de la Carretera Federal número 70     SLP – Rioverde, a la altura 
del lugar conocido como El Serranito. Los motociclistas que viajaban con rumbo a la Huasteca Potosina, 
llegaron a la curva pronunciada a velocidad inmoderada, invadieron el carril contrario justo en el 
momento en que circulaba una camioneta color blanco modelo reciente y cuyo conductor trato de evitar 
el impacto. 
 
Los fines de semana, estos motociclistas acostumbran a organizar eventos llamados “rodadas” donde 
una gran cantidad de motociclistas se reúnen, trazan su ruta y emprenden el viaje de manera colectiva; 

                                                           
1 https://www.elsoldesanluis.com.mx/policiaca/fallecen-dos-bikers-por-accidente-en-la-carretera-valles-rioverde-en-slp-
8839833.html  

https://www.elsoldesanluis.com.mx/policiaca/fallecen-dos-bikers-por-accidente-en-la-carretera-valles-rioverde-en-slp-8839833.html
https://www.elsoldesanluis.com.mx/policiaca/fallecen-dos-bikers-por-accidente-en-la-carretera-valles-rioverde-en-slp-8839833.html


 

 

en muchas ocasiones algunos de estos motociclistas realizan maniobras peligrosas, adelantan 
vehículos de manera indebida, obstruyen los carriles y conducen con exceso de velocidad, alcanzando 
hasta los 200 km/h en sus motocicletas deportivas. 
 
Tres de estos motociclistas chocaron con la parte frontal de la camioneta que salió proyectada hacia la 
falda del cerro y debido al canalón volcó sobre el lado del copiloto. El chofer de 55 años de edad viajaba 
acompañado de su esposa ambos resultaron con heridas menores que no requirieron hospitalización, 
solo golpes contusos en diversas partes del cuerpo.  
 
Debido a la velocidad los motociclistas cayeron de sus unidades, dos de ellos quedaron tendidos sobre 
la carpeta asfáltica con múltiples fracturas. Uno ya sin vida, el otro con signos vitales, pero cuando era 
trasladado de urgencia a recibir atención médica falleció y un tercero logro sobrevivir, Al auxilio llegaron 
elementos de protección civil del municipio de Tamasopo, los occisos tenían entre 30 y 40 años de 
edad. 
 
El pasado 23 veintitrés de enero de la anualidad, también se publico una nota en el portal de Plano 
Informativo2, donde se informa de un trágico accidente que se registró en la Carretera Federal 70 tramo 
San Luis Potosí – Rioverde, la tarde – noche del domingo, donde dos motocicletas chocaron de frente 
de manera brutal, un motociclista perdió la vida. 
 
Los hechos se registraron a la altura de la localidad de Mojarras donde uno de los motociclistas 
aparentemente invadió el carril contrario impactando contra otra motocicleta de manera brutal. 
El presente punto de acuerdo nace de la necesidad de prevenir cualquier tipo de accidente que pueden 
terminar en tragedia ocasionando consecuencias no solo materiales sino físicas y jurídicas, es 
importante la implementación de este tipo de operativos en este tramo de carretera libre que sigue 
registrando una alta cifra de accidente a nivel federal. 
 

Justificación 
 

Los accidentes en carretera son prevenibles y es deber de esta Legislatura hacer lo posible dentro de 
lo competente para proteger a las personas que transitan por nuestro Estado, manteniendo controlado 
y vigilado el tramo carretero número 70 San Luis Potosí – Zona Media.  
 
1.1.- Estadística de saldos por entidad federativa  
 
Los valores reportados corresponden a los saldos del archivo de las bases de datos de Hechos de 
Tránsito (Guardia Nacional, 2022)3, una vez realizados los procesos de revisión y depuración. 
 

Entidad Colisiones 
Colisiones con 

victimas 
Muertos en 

el sitio 
Lesionados 

Daños 
materiales   
(miles de 
dólares) 

No de vehículos 
siniestrados  

 
San Luis 
Potosí 606 264 132 319  3.838.25  994 

 

 
1.2. Saldos por carretera 
 
Información de colisiones Guardia Nacional 2022 en Carretera Federal Numero 70 4. 

                                                           
2 https://planoinformativo.com/899219/motociclistas-chocan-de-frente-uno-de-ellos-muere/  
3 https://imt.mx/archivos/Publicaciones/DocumentoTecnico/dt85.pdf  
4 https://imt.mx/archivos/Publicaciones/DocumentoTecnico/dt85.pdf  

https://planoinformativo.com/899219/motociclistas-chocan-de-frente-uno-de-ellos-muere/
https://imt.mx/archivos/Publicaciones/DocumentoTecnico/dt85.pdf
https://imt.mx/archivos/Publicaciones/DocumentoTecnico/dt85.pdf


 

 

 

 
 
Cuanto menos expuestos estemos, menos probable es que ocurra una fatalidad. según la base de 
datos de Hechos de Transito de la Guardia Nacional los daños materiales hacienden a más de $291,000 
miles de dólares estadounidenses y un saldo de 20 muertos en el sitio tan solo en el 2022, cifra 
alarmante que es menester de esta soberanía reducir y brindar un viaje mas seguro a los gobernados. 
 
La segunda premisa es que, si bien es cierto que la seguridad depende primeramente del conductor, 
quien es el encargado de conducir y tomar decisiones ante situaciones de riesgo en el tráfico, sí 
debemos evitar la exposición al riesgo del gobernado, debemos actuar de manera preventiva sobre los 
conductores que exhiben un comportamiento indebido y que terminan exponiéndose más. La 
incertidumbre en tramos carreteros libres es latente, las personas exponen mucho su vida y son los 
que pagan esta falta de prevención por parte de autoridades. 
 

Conclusión 
 

Es necesario que los diferentes organismos relacionados con la vialidad de vehículos en carreteras 
libres trabajen en coordinación para resolver en forma efectiva el problema de prevención en el tramo 
de Carretera Federal numero 70 San Luis Potosí – Zona Media, brindando así un viaje seguro a las 
personas que transitan por nuestro Estado.  
 
Con el presente punto de acuerdo no se busca exhortar al cumplimiento de las facultades de las 
autoridades pertinentes, si no atender a los accidentes ocurridos hasta la fecha en carretera potosina. 

 
Punto de Acuerdo 

 
PRIMERO– La LXIII Legislatura del Congreso del Estado de San Luis Potosí exhorta 
respetuosamente al titular de la Guardia Nacional en el Estado, a la Guardia Civil Estatal y a los 
Ayuntamientos que se encuentran en el tramo comprendido desde San Luis Potosí capital 
hasta la Zona Media del Estado, de la Carretera Federal número 70, para que en el ámbito de 
sus competencias y de manera coordinada realicen operativos “Carrusel” con el fin de prevenir 
accidentes y así realicen un informe de los resultados obtenidos mediante estos operativos en pro 
de la seguridad vial.   
 
SEGUNDO– A que se informen las acciones que se están implementando en el tramo de Carretera 
Federal número 70 que comprende desde el municipio de San Luis Potosí hasta los que comprenden 
la   Zona Media del Estado para la prevención de accidentes vehiculares. 

 
CUARTO. El propósito del punto de acuerdo, es dirigir un exhorto a autoridades de los tres niveles de 
gobierno, a fin de que lleven a cabo en primer término, operativos conocidos como “carrusel” a fin de 
montar vigilancia de prevención sobre la vía federal número 70. Asimismo para que informen de 
acciones que se están implementando en la carretera federal 70, respecto de prevención de accidentes. 
 
En ese sentido, es necesario subrayar que la vía de comunicación sobre la que trata el presente punto 
de acuerdo, es de jurisdicción federal, por lo que no sería posible la intervención en operativos de las 
autoridades estatal y municipal, a menos de que exista un acuerdo expreso en ese sentido. 

No de 
ruta  

Clave de 
carretera 

Nombre de la 
carretera 

Longitud 
Km 

Colisiones  
Colisiones 

de 
victimas 

Muertos en 
sitio 

Lesionados 

Daños 
materiales  
(miles de 
dólares)  

 

MEX 070 24135 
Cd Valles -San 
Luis Potosí 254.5 93 45 20 51 291.2 

 



 

 

 
Es por ello que, con fundamento en los artículos, 92 párrafo segundo, y 94, de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo; 85, y 86, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, se 
presenta a esta Asamblea Legislativa, el siguiente: 
 

DICTAMEN 
 
ÚNICO. Se RESUELVE aprobar con modificaciones el punto de acuerdo a que se refiere el presente 
dictamen, para quedar en los siguientes términos: 

 
PUNTO DE ACUERDO 

 
El Congreso del Estado de San Luis Potosí, exhorta al titular de la Guardia Nacional destacado en el 
Estado de San Luis Potosí, a fin de que informe a esta soberanía, los operativos de prevención y 
vigilancia vial que se encuentran vigentes en la vía federal número 70, en el tramo que comprende San 
Luis Potosí, Rioverde. 
 
Notifíquese. 
 
Por la Comisión de Seguridad Pública, Prevención y Reinserción Social, dado en la Biblioteca del 
edificio de Plenos del Congreso del Estado, el 19 de julio de dos mil veintitrés. 



 

 

 
 

 



 

 

CC. Diputadas Secretarias 
LXIII Legislatura del Congreso  
del Estado de San Luis Potosí  
Presentes 
 
En Sesión ordinaria del Congreso del Estado, celebrada el 25 de mayo del año 2023, se consignó a la 
Comisión del Agua, bajo el TURNO 3700, el punto de acuerdo que impulsa el legislador José Antonio 
Lorca Valle, que insta exhortar al Ayuntamiento del municipio de San Luis Potosí, analice la posibilidad 
de realizar la municipalización oficiosa, o bien el requerimiento de entrega de servicios de agua potable, 
sobre los predios de la Zona Industrial de su demarcación, y así como de los municipios que, en ambos 
casos, se encuentren sin municipalizar; con la finalidad de incorporarlos a la red del Organismo 
Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento (INTERAPAS). 
 
En virtud de lo anterior, los integrantes de esta comisión, verificaron la viabilidad y legalidad, por lo que 
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 99 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 
de San Luis Potosí; así como los artículos 75, 85, 86 y demás relativos del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, se llegó a los siguientes  
  

CONSIDERANDOS 
 
PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 132 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de San Luis Potosí, el promovente en su calidad de diputadas diputado, tiene la 
atribución de proponer al Pleno, puntos de acuerdo. 
 
SEGUNDO. Que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 92, y 99 de la Ley Orgánica de este 
poder legislativo, compete al Congreso del Estado por conducto de esta comisión de dictamen 
legislativo, conocer y dictaminar el punto de acuerdo citado en el proemio. 
 
TERCERO. Que con el fin de conocer los argumentos que sustentan el punto de acuerdo propuesto, a 
continuación, se insertan sus antecedentes, justificación y conclusiones del mismo: 

 
“A N T E C E D E N T E S 

 
Ante la actual crisis del abasto de agua en la Zona Metropolitana del estado de San Luis Potosí, ha surgido la 
necesidad de ejercer recursos para invertirlos en la infraestructura y estar en las mejores condiciones posibles, 
para subsanar los problemas que se presentan día con día. 
 
Los recursos con los que cuenta el organismo descentralizado de agua de la zona metropolitana, no son 
suficientes, ya que con la expectativa de una solución al abasto por parte de la obra de El Realito, se dejaron de 
realizar inversiones diversas. 
 
Sin embargo, cabe señalar que hay muchos lugares que utilizan agua potable y que no están municipalizados, 
como por ejemplo la Zona Industrial, que en los términos de las cuotas y tarifas  originadas en la Ley, deberían 
acceder al servicio mediante la cuota aplicable por uso industrial, lo que sin duda significaría el ingreso de mayores 
recursos para el organismo de agua, que puede ser aplicado en la remediación de pozos, saneamientos e incluso 
emprender nuevos proyectos, en ejercicios de recursos necesarios para abatir la crisis actual. 
 
Además, el procedimiento de municipalización resulta importante, en virtud de que puede garantizar la conexión 
al servicio, la optimización del aprovechamiento de las fuentes de abastecimiento, la adecuada disposición de las 
descargas de aguas residuales, además de que, su regulación, obedece a un principio fundamental de las 
obligaciones del municipio en la legislación de nuestro país.   
 

J U S T I F I C A C I Ó N 
 
Señalados los anteriores aspectos prácticos, en el plano jurídico, se debe de señalar que la Constitución establece 
que: 



 

 

 
 
 
Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, 
democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y 
administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes: 
 
III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: 
a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales; 
 
Como parte de la regulación de ese dispositivo, nuestro estado, cuenta con la Ley de Ordenamiento Territorial 
que dispone lo relativo a la creación de fraccionamientos, y su incorporación a los servicios municipales, 
incluyendo el de agua. 
 
Ahora bien, los fraccionamientos para uso industrial, se encuentran dentro de los denominados fraccionamientos 
especiales de acuerdo a la ley, sin embargo, ni esta norma, ni tampoco la Ley de Aguas de nuestro estado, 
contienen un régimen específico aplicable para los fraccionamientos especiales, en cuanto a su municipalización; 
por tanto las disposiciones existentes en esta materia, en la Ley de Ordenamiento Territorial, aplican para la 
municipalización de los fraccionamientos industriales.  
 
Dicha Norma, en su artículo 465 fracción XIII establece incluso que los fraccionadores deberán entregar los 
sistemas de agua potable, plantas de tratamiento, drenaje y alcantarillado a la autoridad correspondiente, cuando 
así se le requiera, con el objeto de interconectarlos a la red municipal y optimizar el aprovechamiento de su fuente 
de abastecimiento, independientemente de que el fraccionamiento esté o no municipalizado. Y en caso contrario 
el subsecuente artículo 468, refiere que  
 
El fraccionador estará obligado a prestar gratuitamente los servicios que más adelante se señalan, en tanto no 
lleve a cabo la municipalización, o la entrega de los servicios respectivos al Municipio en términos de lo dispuesto 
en esta Ley: 
I. Agua potable con normalidad y suficiencia;  
II. Drenaje y alcantarillado, incluyendo su mantenimiento;  
Además, se debe señalar que la Ley contempla la posibilidad de realizar una municipalización de forma oficiosa 
por parte del ayuntamiento: 
 
ARTÍCULO 484. En los casos en que los fraccionadores no inicien los trámites de municipalización conforme lo 
establece el artículo anterior, el Municipio a través de la Dirección municipal, podrá cuando así lo considere viable, 
iniciar la municipalización de manera oficiosa, aplicando en su caso la fianza correspondiente para concluir las 
obras de urbanización pendientes, debiendo notificar previamente esta circunstancia al fraccionador. 
 
Para tal efecto el fraccionador comunicará por escrito a la autoridad competente la conclusión de las obras, con 
objeto de que las inspeccione, apruebe y las reciba, emitiendo la resolución correspondiente. 
 
La normatividad por tanto define vías para regularizar la prestación del servicio de agua en este caso, permitiendo 
al municipio realizar sus funciones constitucionales en la provisión de este servicio. 

 
C O N C L U S I O N E S 

 
Por todo lo anterior, se busca exhortar al ayuntamiento de San Luis Potosí, a que analice la posibilidad de realizar 
el proceso de municipalización oficiosa, o bien por requerimiento, en los términos aplicables, sobre los predios de 
la Zona Industrial, que se encuentran dentro de su demarcación municipal, al igual que sobre fraccionamientos 
habitacionales no municipalizados. 
 
Para la concreción de ese proceso, se requeriría que el municipio estableciera fehacientemente que las 
condiciones enumeradas por la Ley se cumplan, por ello es necesario llevar a cabo un análisis previo que 
compruebe esa situación, y en cuyo caso podría proceder. 
 
No se puede dejar de subrayar, sin embargo, que se trata de una vía por la que se alcanzaría una solución 
conforme al marco legal, atendiendo al fundamento constitucional de la facultad de los municipios respecto a la 
provisión del servicio de agua potable, y de los instrumentos normativos creados para ese fin.  



 

 

 
En el aspecto práctico podría tratarse de una solución capaz de aportar recursos de gran utilidad durante esta 
crisis, redundando en favor de las labores de provisión de agua para todos los habitantes del estado. 
Con base en lo anterior, se propone el siguiente: 
 

PUNTO DE ACUERDO 
 

ÚNICO. La Sexagésima Tercera Legislatura del Congreso del Estado de San Luis Potosí, exhorta de manera 
respetuosa e institucional al ayuntamiento de San Luis Potosí, a que analice la posibilidad de realizar la 
municipalización oficiosa, o bien el requerimiento de entrega de servicios de agua potable, sobre los predios de 
la Zona Industrial de su demarcación, y así como de los municipios que, en ambos casos, se encuentren sin 
municipalizar; con la finalidad de incorporarlos a la red del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua 
Potable, Alcantarillado y Saneamiento (INTERAPAS) y garantizar su conexión a la red de agua potable y 
alcantarillado, en favor de la correcta gestión de pagos por el servicio y de la observación del estado de Derecho. 
 
CUARTO. El promovente expone que el polígono que se denomina como Zona Industrial, no se 
encuentra municipalizado, con las consecuentes repercusiones que ello significa en relación con los 
servicios que presta el ayuntamiento por ministerio de ley, por lo que resulta pertinente solicitar al 
ayuntamiento del municipio de San Luis Potosí, analice la posibilidad y viabilidad de que se lleve a cabo 
el proceso de municipalización oficiosa, razonamiento con el que quienes integran esta comisión 
coinciden. 
 
Por los argumentos vertidos en el punto de acuerdo que se analiza y con fundamento en los artículos, 
92 párrafo segundo, y 94, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo; 85, y 86, del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso del Estado, se presenta a esta Asamblea Legislativa, el siguiente: 
 

DICTAMEN 
 
ÚNICO. Se RESUELVE aprobar el punto de acuerdo a que se refiere el presente dictamen, para quedar 
en los siguientes términos: 

 
PUNTO DE ACUERDO 

 
El Congreso del Estado de San Luis Potosí, exhorta respetuosa e institucionalmente al Ayuntamiento 
de San Luis Potosí a que analice la posibilidad de realizar la municipalización oficiosa, o bien el 
requerimiento de entrega de servicios de agua potable, sobre los predios de la Zona Industrial de su 
demarcación, y así como de los municipios que, en ambos casos, se encuentren sin municipalizar; con 
la finalidad de incorporarlos a la red del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, 
Alcantarillado y Saneamiento (INTERAPAS) y garantizar su conexión a la red de agua potable y 
alcantarillado, en favor de la correcta gestión de pagos por el servicio y de la observación del estado 
de Derecho. 
 
Notifíquese. 
 
Por la Comisión de Agua, dado en la sala “Jaime Nunó” del edificio de Plenos del Congreso del Estado, 
el 22 de julio de dos mil veintitrés. 



 

 

 
 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 

CC. DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA DIRECTIVA 

H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 

PRESENTES. 

 

A la Comisión de Derechos Humanos, en Sesión Ordinaria de fecha 29 de 

junio del año en curso dio cuenta, bajo el turno 3911, para estudio y 

dictamen, oficio fechado el 23 de junio del año en curso, y recibido el 30 del 

mismo mes y año, renuncia como consejera titular de la Comisión Estatal de 

Derechos Humanos de San Luis Potosí. De la consejera Edith Pérez Rodríguez, 

Visto su contenido, con fundamento en lo establecido por los artículos, 92, 

98 fracción V, y 103, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 75, 

85, 86, y demás relativos aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior 

del Congreso del Estado, y 

 

CONSIDERANDO 

 

PRIMERO. Que de conformidad con lo establecido por el artículo 25 de la 

Ley de la Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de San Luis 

Potosí, el órgano de gobierno de dicha Comisión está integrado por el 

Consejo, y la persona titular de la Presidencia de la Comisión. 

 

SEGUNDO. Que en términos del artículo 39 de la Ley de mérito, el Consejo 

de la Comisión Estatal de Derechos Humanos está compuesto por 

ciudadanas y ciudadanos, siendo el representante de la sociedad civil, que 

discute, guía, decide y supervisa las políticas públicas en materia de 

Derechos Humanos. 

 

TERCERO. Que conforme al artículo 40 de la misma Ley, el Consejo estará 

compuesto por ciudadanas y ciudadanos consejeros y la persona titular de 

la Presidencia, que serán designadas por el Congreso del Estado. 

 

CUARTO. Que, de acuerdo con los artículos, 47, 48 y 49 de la Ley en cita, 

todas las personas integrantes del Consejo serán designadas por el 

Congreso del Estado y durarán cuatro años en su cargo, quienes podrán ser 

reelectas por única ocasión para un segundo período de cuatro años, 

siendo el cargo honorífico por lo que no percibirán retribución alguna. 

 

QUINTO. Que en términos del artículo 44 de la Ley de referencia, el Congreso 

del Estado elegirá bajo el principio de paridad de género, diez personas 

para integrar el Consejo con el carácter de titulares, de las cuales cinco 



 

 

serán mujeres y cinco serán hombres. Bajo el mismo principio elegirá diez 

personas con el carácter de suplentes, de las cuales cinco serán mujeres y 

cinco serán hombres. Sólo a falta definitiva de un integrante titular del 

Consejo, pasará a ocupar el cargo la persona del mismo género que se 

encuentre en el lugar primero de la lista de suplentes y, así sucesivamente 

cuando haya una nueva ausencia definitiva. 

 

SEXTO. Y por lo dispuesto en lo contenido en el artículo 47 de la Ley que se 

cita, que establece las causales por las cuales las personas integrantes del 

Consejo podrán ser removidos por el Congreso del Estado, como lo es en el 

caso que nos ocupa, el incumplimiento a las obligaciones, funciones o 

responsabilidades que la Ley les atribuya, contenido reformado por decreto 

legislativo número 311, publicado en periódico Oficial del Estado el 10 de 

mayo de 2022. 

 

SEPTIMO. Que por Decreto Legislativo 1144, publicado en el Periódico Oficial 

del Estado el 31 de marzo de 2021, el Congreso del Estado designó eligió y 

nombró a las ciudadanas: 1. Xóchitl Guadalupe Rangel Romero; 2. Edith 

Pérez Rodríguez; 3. Zeferina Catalina Torres Cuevas; 4. Cynthia Danira Juárez 

Camacho; y 5. Elizabeth Jalomo De León; y a los ciudadanos: 1. Martín 

Beltrán Saucedo; 2. Juan Manuel Frías Sánchez; 3. Emmanuel Adrián 

Gutiérrez de la Fuente; 4. Carlos Alejandro Hernández Rivera; y 5. Luis Alberto 

Morán Delgadillo, como integrantes titulares del Consejo de la Comisión 

Estatal de Derechos Humanos del Estado de San Luis Potosí, para el periodo 

comprendido del uno de abril del 2021 al 31 de marzo del 2025. 

 

Bajo el mismo Decreto eligió y nombró a las ciudadanas: 1. Claudia Espinosa 

Almaguer; 2. Laura Elena Martínez Martínez; 3. Claudia Elizabeth Cuellar 

Ochoa; y 4. Roxana Hernández Herrera; y a los ciudadanos: 1. Víctor Hugo 

Liceaga Rojas; 2. Edwin Michel Hernández Piña; y 3. Fernando Sánchez 

Lárraga, como integrantes suplentes del Consejo de la Comisión Estatal de 

Derechos Humanos del Estado de San Luis Potosí, para el periodo 

comprendido del uno de abril del 2021 al 31 de marzo del 2025. 

 

OCTAVO. Que como se desprende del Decreto Legislativo 1144 en líneas 

señalado, la ciudadana Edith Pérez Rodríguez fue electa y nombrada 

consejera titular del Consejo de la Comisión Estatal de Derechos Humanos 

del Estado de San Luis Potosí, para el periodo comprendido del uno de abril 

del 2021 al 31 de marzo del 2025. 

 



 

 

NOVENO. Que ante la renuncia voluntaria de la Consejera titular Edith Pérez 

Rodríguez, la cual debe entenderse como un acto libre y unilateral por el 

que la persona ha decidido separarse de su cargo con la finalidad de dar 

por terminados los efectos que generó su designación por parte del 

Congreso del Estado, esta Comisión legislativa determina procedente, con 

fundamento en lo establecido por el artículo 44 de la Ley de la Comisión 

Estatal de Derechos Humanos del Estado de San Luis Potosí, se llame a la 

persona del mismo género que se encuentre elegible de la lista de 

suplentes, en cumplimiento del principio de paridad de género, para que 

previa protesta de Ley ante el Pleno de la Legislatura, ocupe el cargo de 

Consejero titular a partir de la fecha que tenga verificativo la protesta, y 

hasta el 31 de marzo de 2025. 

 

En mérito de lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los 

artículos, 75, 85, 86, y demás relativos aplicables del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado, sometemos a la consideración 

de la Honorable Asamblea, el siguiente: 

 

DICTAMEN 

 

PRIMERO. Es de aprobarse y, se aprueba, la renuncia voluntaria de su cargo 

a la C. Edith Pérez Rodríguez, al cargo de Consejera titular del Consejo de 

la Comisión Estatal de Derechos Humanos, nombramiento que le fue 

conferido por Decreto Legislativo 1144, publicado en el Periódico Oficial del 

Estado el 31 de marzo de 2021. 

 

SEGUNDO. Ante la falta definitiva de la Consejera Edith Pérez Rodríguez, con 

fundamento en lo establecido por el artículo 44 de la Ley de la Comisión 

Estatal de Derechos Humanos del Estado de San Luis Potosí, resulta 

procedente se llame a la persona del mismo género que se encuentre 

elegible de la lista de suplentes, en cumplimiento del principio de paridad 

de género, para que previa protesta de Ley ante el Pleno de la Legislatura, 

ocupe el cargo de Consejero titular a partir de la fecha que tenga 

verificativo la protesta, y hasta el 31 de marzo de 2025. 

 

DADO EN LA SALA DE COMISIONES “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA”  

DEL H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS VEINTIOCHO DÍAS 

DEL MES DE JULIO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRES. 

 

 



 

 
 



 

 

CC. DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA DIRECTIVA 

H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 

PRESENTES. 

 

A la Comisión de Derechos Humanos, en Sesión Ordinaria de fecha 29 de junio 

de año en curso dio cuenta, bajo el turno 3912, para estudio y dictamen, oficio 

fechado el 23 de junio del año en curso, y recibido el 30 del mismo mes y año, 

renuncia como consejera titular de la Comisión Estatal de Derechos Humanos 

de San Luis Potosí. De la consejera Zeferina Catalina Torres Cuevas, Visto su 

contenido, con fundamento en lo establecido por los artículos, 92, 98 fracción 

V, y 103, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 75, 85, 86, y demás 

relativos aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 

Estado, y 

 

CONSIDERANDO 

 

PRIMERO. Que de conformidad con lo establecido por el artículo 25 de la Ley 

de la Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de San Luis Potosí, el 

órgano de gobierno de dicha Comisión está integrado por el Consejo, y la 

persona titular de la Presidencia de la Comisión. 

 

SEGUNDO. Que en términos del artículo 39 de la Ley de mérito, el Consejo de la 

Comisión Estatal de Derechos Humanos está compuesto por ciudadanas y 

ciudadanos, siendo el representante de la sociedad civil, que discute, guía, 

decide y supervisa las políticas públicas en materia de Derechos Humanos. 

 

TERCERO. Que conforme al artículo 40 de la misma Ley, el Consejo estará 

compuesto por ciudadanas y ciudadanos consejeros y la persona titular de la 

Presidencia, que serán designadas por el Congreso del Estado. 

 

CUARTO. Que, de acuerdo con los artículos, 47, 48 y 49 de la Ley en cita, todas 

las personas integrantes del Consejo serán designadas por el Congreso del 

Estado y durarán cuatro años en su cargo, quienes podrán ser reelectas por 

única ocasión para un segundo período de cuatro años, siendo el cargo 

honorífico por lo que no percibirán retribución alguna. 

 

QUINTO. Que en términos del artículo 44 de la Ley de referencia, el Congreso 

del Estado elegirá bajo el principio de paridad de género, diez personas para 

integrar el Consejo con el carácter de titulares, de las cuales cinco serán 

mujeres y cinco serán hombres. Bajo el mismo principio elegirá diez personas 

con el carácter de suplentes, de las cuales cinco serán mujeres y cinco serán 

hombres. Sólo a falta definitiva de un integrante titular del Consejo, pasará a 



 

 

ocupar el cargo la persona del mismo género que se encuentre en el lugar 

primero de la lista de suplentes y, así sucesivamente cuando haya una nueva 

ausencia definitiva. 

 

SEXTO. Y por lo dispuesto en lo contenido en el artículo 47 de la Ley que se cita, 

que establece las causales por las cuales las personas integrantes del Consejo 

podrán ser removidos por el Congreso del Estado, como lo es en el caso que 

nos ocupa, el incumplimiento a las obligaciones, funciones o responsabilidades 

que la Ley les atribuya, contenido reformado por decreto legislativo número 

311, publicado en periódico Oficial del Estado el 10 de mayo de 2022. 

 

SEPTIMO. Que por Decreto Legislativo 1144, publicado en el Periódico Oficial 

del Estado el 31 de marzo de 2021, el Congreso del Estado designó eligió y 

nombró a las ciudadanas: 1. Xochitl Guadalupe Rangel Romero; 2. Edith Pérez 

Rodríguez; 3. Zeferina Catalina Torres Cuevas; 4. Cynthia Danira Juárez 

Camacho; y 5. Elizabeth Jalomo De León; y a los ciudadanos: 1. Martín Beltrán 

Saucedo; 2. Juan Manuel Frías Sánchez; 3. Emmanuel Adrián Gutiérrex de la 

Fuente; 4. Carlos Alejandro Hernández Rivera; y 5. Luis Alberto Morán Delgadillo, 

como integrantes titulares del Consejo de la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos del Estado de San Luis Potosí, para el periodo comprendido del uno 

de abril del 2021 al 31 de marzo del 2025. 

 

Bajo el mismo Decreto eligió y nombró a las ciudadanas: 1. Claudia Espinosa 

Almaguer; 2. Laura Elena Martínez Martínez; 3. Claudia Elizabeth Cuellar Ochoa; 

y 4. Roxana Hernández Herrera; y a los ciudadanos: 1. Víctor Hugo Liceaga 

Rojas; 2. Edwin Michel Hernández Piña; y 3. Fernando Sánchez Lárraga, como 

integrantes suplentes del Consejo de la Comisión Estatal de Derechos Humanos 

del Estado de San Luis Potosí, para el periodo comprendido del uno de abril del 

2021 al 31 de marzo del 2025. 

 

OCTAVO. Que como se desprende del Decreto Legislativo 1144 en líneas 

señalado, la ciudadana Zeferina Catalina Torres Cuevas fue electa y nombrada 

consejera titular del Consejo de la Comisión Estatal de Derechos Humanos del 

Estado de San Luis Potosí, para el periodo comprendido del uno de abril del 

2021 al 31 de marzo del 2025. 

 

NOVENO. Que ante la renuncia voluntaria de la Consejera titular Zeferina 

Catalina Torres Cuevas, la cual debe entenderse como un acto libre y unilateral 

por el que la persona ha decidido separarse de su cargo con la finalidad de 

dar por terminados los efectos que generó su designación por parte del 

Congreso del Estado, esta Comisión legislativa determina procedente, con 

fundamento en lo establecido por el artículo 44 de la Ley de la Comisión Estatal 



 

 

de Derechos Humanos del Estado de San Luis Potosí, se llame a la persona del 

mismo género que se encuentre elegible de la lista de suplentes, en 

cumplimiento del principio de paridad de género, para que previa protesta de 

Ley ante el Pleno de la Legislatura, ocupe el cargo de Consejera titular a partir 

de la fecha que tenga verificativo la protesta, y hasta el 31 de marzo de 2025. 

 

En mérito de lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos, 

75, 85, 86, y demás relativos aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior 

del Congreso del Estado, sometemos a la consideración de la Honorable 

Asamblea, el siguiente: 

 

DICTAMEN 

 

PRIMERO. Es de aprobarse y, se aprueba, la renuncia voluntaria de su cargo a 

la C. Zeferina Catalina Torres Cuevas, al cargo de consejera titular del Consejo 

de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, nombramiento que le fue 

conferido por Decreto Legislativo 1144, publicado en el Periódico Oficial del 

Estado el 31 de marzo de 2021. 

 

SEGUNDO. Ante la falta definitiva de la Consejera Zeferina Catalina Torres 

Cuevas, con fundamento en lo establecido por el artículo 44 de la Ley de la 

Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de San Luis Potosí, resulta 

procedente se llame a la persona del mismo género que se encuentre elegible 

de la lista de suplentes, en cumplimiento del principio de paridad de género, 

para que previa protesta de Ley ante el Pleno de la Legislatura, ocupe el cargo 

de Consejera titular a partir de la fecha que tenga verificativo la protesta, y 

hasta el 31 de marzo de 2025. 

 

 

DADO EN LA SALA DE COMISIONES “LIC. LU8IS DONALDO COLOSIO MURRIETA”  

DEL H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS VEINTIOCHO DÍAS DEL 

MES DE JULIO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRES. 
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CC. DIPUTADOS SECRETARIOS 
DE LA LXIII LEGISLATURA 
DEL H. CONGRESO DEL ESTADO,  
P R E S E N T E S. 
  
A la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, le fue turnada en Sesión de la 
Diputación Permanente de fecha 22 de junio del 2023, iniciativa que insta inscribir en el Muro 
de Honor del Salón de Sesiones “Lic. Ponciano Arriaga Leija” del Honorable Congreso del 
Estado de San Luis Potosí, un epígrafe con el nombre de uno de los músicos más importantes, 
ilustres y afamados en México y a nivel mundial que ha dado nuestro Estado, Don Fernando 
Zenaido Maldonado Rivera, para honrar su memoria y reconocer su importante legado que 
trasciende en la historia de San Luis Potosí, presentada por los legisladores, Emma Idalia 
Saldaña Guerrero, y Pedro Alberto Tovar García, con el número de turno 3866. 
  
En tal virtud, al entrar al estudio y análisis de la citada Iniciativa, los integrantes de la Comisión 
dictaminadora hemos llegado a los siguientes: 
 

CONSIDERANDOS 
 

PRIMERO. Que el artículo 64, de la Carta Magna Local, que establece que las resoluciones 
del Congreso tendrán el carácter entre otros de acuerdo economico; por tanto, con base en 
este dispositivo el Poder Legislativo Estatal, tiene atribuciones para conocer y resolver la 
iniciativa que nos ocupa.  
 
SEGUNDO. Que los artículos, 131 fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado; y 61 y 71 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, 
establecen el contenido y los requisitos deben tener los acuerdos económicos; por lo que la 
pieza legislativa que nos ocupa tiene esa naturaleza parlamentaria, misma que a las luz de 
dispositivos citados cumple con los requisitos y formas que preven.  
 
TERCERO. Que la que suscribe es permanente y de dictamen legislativo, como lo señalan los 
artículos, 98 fraccion X, y 108 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; por tanto, 
es competente para dictaminar la iniciativa enunciada. 
 
CUARTO. Que con el fin de conocer las razones y motivos que llevaron a la impulsará de la 
misma a presentarla, se cita literalmente la exposicion enseguida: 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

 
“ARTICULO 84 TER. La inscripción de un epígrafe en letras doradas en el Muro de Honor del Salón de Plenos del 
Congreso, tiene como propósito rendir un homenaje excepcional a los potosinos eminentes; las instituciones 
que contribuyen de forma trascendente al mejoramiento del Estado; o aquellos sucesos históricos relevantes 
para la Entidad.  
 
La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología resolverá sobre las propuestas de inscripción de epígrafe 
presentadas, valorando virtudes, méritos, grado de eminencia, contribución y relevancia histórica, sujetándose 
en todo momento a principios de ética, imparcialidad, objetividad y transparencia.  
 



 

 

Para que la inscripción sea procedente se requiriera la aprobación de las dos terceras partes de los diputados 
presentes en el Pleno. En el caso de la propuesta para la inscripción de un epígrafe con el nombre o nombres de 
personas, deberán haber transcurrido cuando menos veinte años desde su fallecimiento. Las características 
físicas de los nuevos epígrafes serán idénticas respecto de las previamente existentes.  
 
Una vez realizada la inscripción del epígrafe podrá convocarse a la realización de una Sesión Solemne para su 
develación.”  

 

Es así, que los promoventes consideramos que Don Fernando Z. Maldonado, cumple 

con las virtudes, méritos, grado de eminencia, contribución y relevancia histórica 

necesarias para ser reconocido y honrado como uno de los potosinos que ha dejado 

un legado musical histórico y cuya trayectoria y calidad artística le ha llevado a ser 

considerado uno de los mejores músicos mexicanos de todos los tiempos. 

 

Fernando Zenaido Maldonado Rivera, nació en el municipio de Cárdenas, San Luis 

Potosí, el 20 de agosto de 1917. Fue hijo de Moisés Maldonado Rivera y de Catarina 

Rivera. 
 

Desde su más tierna infancia se interesó en la música y en la composición y contaba 

tan sólo con siete años de edad cuando compuso el vals Catarina, dedicado a su 

madre. También estudiaba el flautín, el piano y el armónico bajo la mirada vigilante 

de su tío Evodio Rivera Torres y su abuelo don Tristán Rivera, quienes también fueron 

músicos. 

 

Con el paso del tiempo Fernando Z. Maldonado sobresalió como buen estudiante y 

músico ejecutante en San Luis Potosí. Posteriormente viajó a Monterrey, N.L. donde 

integró un conjunto musical y fue en esa ciudad donde se desenvolvió 

profesionalmente en el ámbito musical e incursionó en los espectáculos y en la radio. 

 

En 1942, contrajo matrimonio con la compositora María Luisa Basurto, conocida como 

María Alma, creadora de populares canciones como Compréndeme, Tuya soy (tema 

de la película La mujer sin alma, protagonizada por María Félix), Perdí el corazón y 

otras más. 

 

En 1945, llegó a la Ciudad de México con el propósito de ingresar al elenco artístico 

de la XEW; consiguió entrevistarse con su entonces propietario, Emilio Azcárraga 

Vidaurreta, quien, después de escucharlo, le dio la oportunidad de participar en los 

programas como pianista, compositor o arreglista. Todo eso se daba en la Época de 

Oro de la Radio, cuando los autores, pianistas y compositores eran Agustín 

Lara, Gabriel Ruiz Galindo, Gonzalo Curiel, Alberto Domínguez y muchos más.  

 

Entre los intérpretes que inicialmente alcanzaron la fama con sus canciones, 

estuvieron Genaro Salinas, que hizo impacto popular con Corazón dormido. Después 

vinieron: Qué fácil, con el tenor Julio Flores, y Momento divino, con Lupita Palomera, 

todas de gran fama.  
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Amor de la calle y Voy gritando por la calle fueron boleros de gran impacto; el 

primero, en la voz de Fernando Fernández, alcanzó gran popularidad: recibió el 

Premio de la Mejor Canción de 1950 y fue llevada al cine con gran éxito, con la 

película del mismo nombre, para, después, ser grabada por varios intérpretes, entre 

ellos, el Trío Los Panchos. Voy gritando por la calle fue gran éxito de los Hermanos 

Martínez Gil y Vicente Fernández, entre otros. 

 

Como director artístico y arreglista tuvo notables éxitos como “Mi cafetal” y “Porro 

venezolano” con las Hermanas Lima, posteriormente las reconocidas cumbias 

colombianas en versiones instrumentales y grupos como Carmen Rivero, con la voz 

de Linda Vera, poniendo de moda La pollera colorá, entre otras. 

 

El lanzamiento de Sonia López “La Chamaca de Oro” con la Sonora Santanera hizo 

éxito su composición y arreglo de Ya no vuelvas conmigo; Chelo Silva y 

posteriormente Paquita la del barrio tuvieron gran éxito con Amor venturero. 

 

Entre tantas canciones de gran popularidad se encuentran Volver, volver, 

internacionalmente grabada por infinidad de intérpretes como Camilo Sesto, Rocío 

Jurado, Raphael, Luis Miguel, Lucerito, María Dolores Pradera, Lindomar, Ray Coniff, 

Linda Ronstan”d, destacando en el gusto público la interpretación de Vicente 

Fernández. 

 

También trabajó como arreglista y director artístico con las Hermanas Huerta, Trío Los 

Panchos, la Prieta Linda, Fernando Fernández, Enrique Guzmán, Andy Russell, Gerardo 

Reyes y el inolvidable Javier Solís, para el cual escribió varios temas entre 

ellos Payaso y Qué va, entre otros. 

 

Mostrando una gran versatilidad, Fernando Z. Maldonado lo mismo componía una 

balada, que un bolero, una cumbia, un vals o una ranchera. En el año de 1950 su 

fama se acrecentó internacionalmente al ingresar como director artístico en la 

fonográfica Musart, donde dirigió a notables cantantes de esa compañía y en donde 

grabó profesionalmente como pianista en la época en que ganaban popularidad 

Consuelo Velázquez y Beatriz Murillo.  

 

En virtud de tener un contrato como pianista con su nombre Fernando Z. Maldonado, 

y tomando en cuenta que las máximas ventas las tenían los artistas estadounidenses, 

don Fernando se vio en la necesidad de recurrir al pseudónimo Fred Mc Donald, 

firmando un contrato con la compañía CBS como arreglista, director musical, pianista 

y compositor. Así dió inicio a otra etapa de su carrera al grabar música de todos tipos, 

naciendo otros estilos dentro de la misma personalidad del compositor potosino, 

como El Piano Mágico, El Romántico, El Arrabalero, El Piano con Mariachi, llegando a 

grabar hasta 32 discos L.P. 

 

Del matrimonio de Fernando Z. Maldonado y María Alma nacieron dos hijas: María 

Alma y María Mirza, de las cuales sólo Myrza (nombre artístico), se encuentra 
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dedicada a la actividad artística, llevando la canción ranchera y romántica por 

diferentes partes del mundo como embajadora musical de México. 

 

En 1973 fue considerado por segunda ocasión como el compositor del año con su 

canción Volver, volver. Son innumerables los homenajes, trofeos y reconocimientos 

que tuvo por su trayectoria artística como compositor, pianista, arreglista y director 

de orquesta. 

 

De sus más famosas canciones destacan: 

 

• Amor de la Calle 

• Amor libre 

• Amor prestado 

• Amorcito ven 

• Amoroso 

• Angustia de un amor 

• Apasionado 

• Aquel buen maestro 

• Ay amor 

• Ay cosita 

• Bailemos con Soraida 

• Bailen conmigo 

• Bajo el cielo de Cuernavaca 

• Basta 

• Buena 

• Buscando tus ojos 

• Calaña de playa del amor 

• Calladamente 

• Calumnia 

• Camino al cielo 

• Can can zeta 

• Canta vida 

• Cantaré una cumbia 

• Carcachita la MF 

• Cargando con mi cruz 

• Cariño travieso 

• Cariño tropical 

• Chavelita (dedicada a Chavela Vargas) 

• Ciega 

• Como tú lo pediste 

• Concierto de primavera 

• Confianza 

• Confusión 

• Convenenciera 

• Corazón corazón 

• Corazón dormido 



 

 

• Corazón no sufras tanto 

• Cuando dos almas 

• Cuando llegaste tú 

• Cuando te quieras ir 

• Cuando tú regreses 

• Cumbia del mar 

• Cumbia española 

• Dale de mi parte un beso a tu vida 

• Dale y dale 

• Dame un abrazo 

• Déjame 

• Desconcierto 

• Desierto en el alma 

• Detrás de la puerta 

• Doña Prudencia 

• Dónde andará ese cariño 

• Dónde iré 

• Dos almas fuera del mundo 

• Dulce romance 

• El abuelo y el niño 

• El amargado 

• El amor en broma 

• El burrito Filemón 

• El duende 

• El gran moyocoyo 

• El suplente 

• El tema de vera 

• En la revancha 

• En un campamento gitano 

• Encantada de ti 

• Encrucijada 

• Encuentro 

• Entrega 

• Equivocadamente 

• Eres todo para mí 

• Es imposible 

• Es imposible que deje de amarte 

• Es inútil negar 

• Es la aventura 

• Esa es la verdad 

• Ese amor ese amor 

• Ese es el amor 

• Eso 

• Eso eres amor 

• Eso es mi amor por ti 

• Eso fuiste 



 

 

• Esta incertidumbre 

• Estás insoportable 

• Este amor ya me pegó 

• Estoy enamorado 

• Fragilidad 

• Furia 

• Gane 

• Girando sobre la luna 

• Gozándote 

• Gozar y gozar 

• Gran reportaje 

• Grito 

• Haz de mí lo que quieras 

• Hermoso cariño 

• Hice un alto en mi camino 

• Hija de nadie 

• Hoy sí me va a doler 

• Intrigante 

• Jesús Córdoba 

• Juguete de amor 

• La atrabancada 

• La carcachita 

• La crisis 

• La descarada 

• La hija de nadie 

• La trampa 

• Las dos alegrías 

• Las golfas 

• Lazos de sangre 

• Lección de amor 

• Lindo casquilleo 

• Llamada a larga distancia 

• Llegamos a México 

• Lloraremos los dos 

• Los dos 

• Lluvia de besos 

• Lo quiero todo 

• Los dos 

• Los dos fuimos canción 

• Los hombres no deben llorar 

• Los limoneros 

• Lueguito lueguito 

• Luna de miel 

• Maldición 

• Martirio 

• Más daño que placer 



 

 

• Me está doliendo su ausencia 

• Me estás acabando 

• Me pones muy nervioso 

• Me quieres tú 

• Te quiero yo 

• Medley rancheras 

• Mejor así 

• México hermoso 

• México 68 

• México 70 

• Mi adoración 

• Mil fronteras 

• Mi paloma consentida 

• Mi suplente 

• Mi único amor 

• Mi vida 

• No sé no sé por qué 

• No será un año más 

• No sigas llorando 

• No te preocupes más 

• Olivia Perla 

• Para qué 

• Para qué quiero más 

• Pas come les autres 

• Payaso 

• Pecador arrepentido 

• Perdón de la hija de nadie 

• Perdóname 

• Por desgracia 

• Por el rumbo aquel 

• Por qué me regañas 

• Porque no estás 

• Porque te quise tanto 

• Pura vacilada 

• ¡Qué bien! 

• ¡Qué bonito! 

• ¡Qué va! 

• Recordándote 

• Tan extraño amor 

• Te amo te quiero y te adoro 

• Te equivocaste mi amor 

• Te esperaba 

• Te olvidaré te olvidaré 

• Te quedaste adentro 

• Te quiero mi amor así 

• Te quiero ver 



 

 

• Te seguiré te seguiré 

• Te vengo a dar mañanitas 

• Tema para Eglantina 

• Tema para soñar 

• Temor 

• Tiempo perdido 

• Tiernamente 

• Todo acabó 

• Todo me salió mal 

• Todo vive aquí 

• Tonto 

• Triste final 

• Tu amor se devaluó 

• Tú necesitas mi amor 

• Tu problema 

• Un amor especial 

• Un minuto de amor 

• Un rompecabezas 

• Un sueño sin final 

• Una descarada 

• Vámonos para la luna, Irene 

• Vamos a bailar, mi amor 

• Vamos a Cancún 

• Vamos a Cárdenas 

• Vamos a Tampico 

• Vergüenza 

• Vil embustero 

• Viviremos un romance 

• Volver, volver 

• Voy gritando por la calle 

• Ya deja el comentario 

• Ya deja ese cariño 

• Ya estoy creyendo en ti 

• Ya lo ves 

• Ya me estoy muriendo 

• Ya no puedo más 

• Ya no quiero amor 

• Ya no tengo lágrimas 

• Ya no vuelvas conmigo 

• Ya pasó 

• Ya que empieza este amor 

• Yo estoy enamorado 

 

Es así, que los promoventes consideramos que Don Fernando Z. Maldonado, cumple 

con las virtudes, méritos, grado de eminencia, contribución y relevancia histórica 

necesarias para ser reconocido y honrado como uno de los potosinos que ha dejado 



 

 

un legado musical histórico y cuya trayectoria y calidad artística le ha llevado a ser 

considerado uno de los mejores músicos mexicanos de todos los tiempos. 

 

Fernando Zenaido Maldonado Rivera, nació en el municipio de Cárdenas, San Luis 

Potosí, el 20 de agosto de 1917. Fue hijo de Moisés Maldonado Rivera y de Catarina 

Rivera.2 

 

Desde su más tierna infancia se interesó en la música y en la composición y contaba 

tan sólo con siete años de edad cuando compuso el vals Catarina, dedicado a su 

madre. También estudiaba el flautín, el piano y el armónico bajo la mirada vigilante 

de su tío Evodio Rivera Torres y su abuelo don Tristán Rivera, quienes también fueron 

músicos. 

 

Con el paso del tiempo Fernando Z. Maldonado sobresalió como buen estudiante y 

músico ejecutante en San Luis Potosí. Posteriormente viajó a Monterrey, N.L. donde 

integró un conjunto musical y fue en esa ciudad donde se desenvolvió 

profesionalmente en el ámbito musical e incursionó en los espectáculos y en la radio. 

 

En 1942, contrajo matrimonio con la compositora María Luisa Basurto, conocida como 

María Alma, creadora de populares canciones como Compréndeme, Tuya soy (tema 

de la película La mujer sin alma, protagonizada por María Félix), Perdí el corazón y 

otras más. 

 

En 1945, llegó a la Ciudad de México con el propósito de ingresar al elenco artístico 

de la XEW; consiguió entrevistarse con su entonces propietario, Emilio Azcárraga 

Vidaurreta, quien, después de escucharlo, le dio la oportunidad de participar en los 

programas como pianista, compositor o arreglista. Todo eso se daba en la Época de 

Oro de la Radio, cuando los autores, pianistas y compositores eran Agustín 

Lara, Gabriel Ruiz Galindo, Gonzalo Curiel, Alberto Domínguez y muchos más.  

 

Entre los intérpretes que inicialmente alcanzaron la fama con sus canciones, 

estuvieron Genaro Salinas, que hizo impacto popular con Corazón dormido. Después 

vinieron: Qué fácil, con el tenor Julio Flores, y Momento divino, con Lupita Palomera, 

todas de gran fama.  

 

Amor de la calle y Voy gritando por la calle fueron boleros de gran impacto; el 

primero, en la voz de Fernando Fernández, alcanzó gran popularidad: recibió el 

Premio de la Mejor Canción de 1950 y fue llevada al cine con gran éxito, con la 

película del mismo nombre, para, después, ser grabada por varios intérpretes, entre 

ellos, el Trío Los Panchos. Voy gritando por la calle fue gran éxito de los Hermanos 

Martínez Gil y Vicente Fernández, entre otros. 

 

Como director artístico y arreglista tuvo notables éxitos como “Mi cafetal” y “Porro 

venezolano” con las Hermanas Lima, posteriormente las reconocidas cumbias 

colombianas en versiones instrumentales y grupos como Carmen Rivero, con la voz 

de Linda Vera, poniendo de moda La pollera colorá, entre otras. 
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El lanzamiento de Sonia López “La Chamaca de Oro” con la Sonora Santanera hizo 

éxito su composición y arreglo de Ya no vuelvas conmigo; Chelo Silva y 

posteriormente Paquita la del barrio tuvieron gran éxito con Amor venturero. 

 

Entre tantas canciones de gran popularidad se encuentran Volver, volver, 

internacionalmente grabada por infinidad de intérpretes como Camilo Sesto, Rocío 

Jurado, Raphael, Luis Miguel, Lucerito, María Dolores Pradera, Lindomar, Ray Coniff, 

Linda Ronstan”d, destacando en el gusto público la interpretación de Vicente 

Fernández. 

 

También trabajó como arreglista y director artístico con las Hermanas Huerta, Trío Los 

Panchos, la Prieta Linda, Fernando Fernández, Enrique Guzmán, Andy Russell, Gerardo 

Reyes y el inolvidable Javier Solís, para el cual escribió varios temas entre 

ellos Payaso y Qué va, entre otros. 

 

Mostrando una gran versatilidad, Fernando Z. Maldonado lo mismo componía una 

balada, que un bolero, una cumbia, un vals o una ranchera. En el año de 1950 su 

fama se acrecentó internacionalmente al ingresar como director artístico en la 

fonográfica Musart, donde dirigió a notables cantantes de esa compañía y en donde 

grabó profesionalmente como pianista en la época en que ganaban popularidad 

Consuelo Velázquez y Beatriz Murillo.  

 

En virtud de tener un contrato como pianista con su nombre Fernando Z. Maldonado, 

y tomando en cuenta que las máximas ventas las tenían los artistas estadounidenses, 

don Fernando se vio en la necesidad de recurrir al pseudónimo Fred Mc Donald, 

firmando un contrato con la compañía CBS como arreglista, director musical, pianista 

y compositor. Así dió inicio a otra etapa de su carrera al grabar música de todos tipos, 

naciendo otros estilos dentro de la misma personalidad del compositor potosino, 

como El Piano Mágico, El Romántico, El Arrabalero, El Piano con Mariachi, llegando a 

grabar hasta 32 discos L.P. 

 

Del matrimonio de Fernando Z. Maldonado y María Alma nacieron dos hijas: María 

Alma y María Mirza, de las cuales sólo Myrza (nombre artístico), se encuentra 

dedicada a la actividad artística, llevando la canción ranchera y romántica por 

diferentes partes del mundo como embajadora musical de México. 

 

En 1973 fue considerado por segunda ocasión como el compositor del año con su 

canción Volver, volver. Son innumerables los homenajes, trofeos y reconocimientos 

que tuvo por su trayectoria artística como compositor, pianista, arreglista y director 

de orquesta. 

 

Por lo anterior, elevamos a la consideración de esta H. Asamblea legislativa la 

siguiente 

 



 

 

PROPUESTA. 

 

ÚNICO. La LXIII Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 

dispone que se inscriba en el Muro de Honor del Salón de Sesiones “Lic. Ponciano 

Arriaga Leija” del Honorable Congreso del Estado de San Luis Potosí, un epígrafe con 

el nombre de uno de los músicos más importantes, ilustres y afamados en México y a 

nivel mundial que ha dado nuestro Estado, Don Fernando Zenaido Maldonado Rivera, 

para honrar su memoria y reconocer su importante legado que trasciende en la 

historia de San Luis Potosí. 

 

ATENTAMENTE  

 

Dip. Emma Idalia Saldaña Guerrero  

 Dip. Pedro Alberto Tovar García 
 
 
QUINTO. Que del análisis que se hace de la iniciativa al caso, se desprende lo siguiente: 
 
La iniciativa de Acuerdo Económico que propone inscribir en el Muro de Honor del salón de 
sesiones “Ponciano Arriaga Leija” del Honorable Congreso del Estado, el epígrafe “Fernando 
Zenaido  Maldonado Rivera”, quien nació en el municipio de Cárdenas, San Luis Potosí, el 20 
de agosto de 1917. Fue hijo de Moisés Maldonado Rivera y de Catarina Rivera. 
 
En esa tesitura, la propuesta que se plantea mediante este instrumento, busca inscribir el 
epigrafe “Fernando Zenaido  Maldonado Rivera” en el Muro de Honor del Salon de Pleno 
“Ponciano Arriaga Leija” cumple con las virtudes, méritos, grado de eminencia, contribución y 
relevancia histórica necesarias para ser reconocido y honrado como uno de los potosinos que 
ha dejado un legado musical histórico y cuya trayectoria y calidad artística le ha llevado a ser 
considerado uno de los mejores músicos mexicanos de todos los tiempos. 
 
Pues el Acuerdo Económico es una resolución que tiene efectos internos en la administración 
de los organos, dependencias, cómites y comisiones del Congreso y debe ser tomado por el 
Pleno. 
 
Esta iniciativa fue planteada por escrito, en dispositivo de almacenamiento de datos, y con las 
formalidades y procedimientos que se prevén; por tanto, cumple con la normativa que regula 
la organización y funcionamiento del Congreso del Estado, de manera que se considera viable.  
 
SEXTO. Que en mérito de lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos, 
75, 85, 86 y demás relativos aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 
del Estado, elevamos a la consideración de la Honorable Asamblea el siguiente: 
      

DICTAMEN 
 

ÚNICO. Es de aprobarse y se aprueba la iniciativa citada en el proemio. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

 Don Fernando Zenaido Maldonado, cumple con las virtudes, méritos, grado de eminencia, 
contribución y relevancia histórica necesarias para ser reconocido y honrado como uno de los 
potosinos que ha dejado un legado musical histórico y cuya trayectoria y calidad artística le ha 
llevado a ser considerado uno de los mejores músicos mexicanos de todos los tiempos, nació 
en el municipio de Cárdenas, San Luis Potosí, el 20 de agosto de 1917. Fue hijo de Moisés 
Maldonado Rivera y de Catarina Rivera.  
 
Con el paso del tiempo Fernando Z. Maldonado sobresalió como buen estudiante y músico 
ejecutante en San Luis Potosí. Posteriormente viajó a Monterrey, N.L. donde integró un 
conjunto musical y fue en esa ciudad donde se desenvolvió profesionalmente en el ámbito 
musical e incursionó en los espectáculos y en la radio. 
 
En 1945, llegó a la Ciudad de México con el propósito de ingresar al elenco artístico de 
la XEW; consiguió entrevistarse con su entonces propietario, Emilio Azcárraga Vidaurreta, 
quien, después de escucharlo, le dio la oportunidad de participar en los programas como 
pianista, compositor o arreglista. Todo eso se daba en la Época de Oro de la Radio, cuando 
los autores, pianistas y compositores eran Agustín Lara, Gabriel Ruiz Galindo, Gonzalo 
Curiel, Alberto Domínguez y muchos más.  
 
Entre los intérpretes que inicialmente alcanzaron la fama con sus canciones, 
estuvieron Genaro Salinas, que hizo impacto popular con Corazón dormido. Después 
vinieron: Qué fácil, con el tenor Julio Flores, y Momento divino, con Lupita Palomera, todas de 
gran fama.  
 
Amor de la calle y Voy gritando por la calle fueron boleros de gran impacto; el primero, en la 
voz de Fernando Fernández, alcanzó gran popularidad: recibió el Premio de la Mejor Canción 
de 1950 y fue llevada al cine con gran éxito, con la película del mismo nombre, para, después, 
ser grabada por varios intérpretes, entre ellos, el Trío Los Panchos. Voy gritando por la 
calle fue gran éxito de los Hermanos Martínez Gil y Vicente Fernández, entre otros. 
 
Como director artístico y arreglista tuvo notables éxitos como “Mi cafetal” y “Porro venezolano” 
con las Hermanas Lima, posteriormente las reconocidas cumbias colombianas en versiones 
instrumentales y grupos como Carmen Rivero, con la voz de Linda Vera, poniendo de moda La 
pollera colorá, entre otras. 
 
Entre tantas canciones de gran popularidad se encuentran Volver, volver, internacionalmente 
grabada por infinidad de intérpretes como Camilo Sesto, Rocío Jurado, Raphael, Luis Miguel, 
Lucerito, María Dolores Pradera, Lindomar, Ray Coniff, Linda Ronstan”d, destacando en el 
gusto público la interpretación de Vicente Fernández. 
 
También trabajó como arreglista y director artístico con las Hermanas Huerta, Trío Los 
Panchos, la Prieta Linda, Fernando Fernández, Enrique Guzmán, Andy Russell, Gerardo 
Reyes y el inolvidable Javier Solís, para el cual escribió varios temas entre ellos Payaso y Qué 
va, entre otros. 
 
Mostrando una gran versatilidad, Fernando Z. Maldonado lo mismo componía una balada, que 
un bolero, una cumbia, un vals o una ranchera. En el año de 1950 su fama se acrecentó 
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internacionalmente al ingresar como director artístico en la fonográfica Musart, donde dirigió a 
notables cantantes de esa compañía y en donde grabó profesionalmente como pianista en la 
época en que ganaban popularidad Consuelo Velázquez y Beatriz Murillo.  
 
En virtud de tener un contrato como pianista con su nombre Fernando Z. Maldonado, y 
tomando en cuenta que las máximas ventas las tenían los artistas estadounidenses, don 
Fernando se vio en la necesidad de recurrir al pseudónimo Fred Mc Donald, firmando un 
contrato con la compañía CBS como arreglista, director musical, pianista y compositor. Así dió 
inicio a otra etapa de su carrera al grabar música de todos tipos, naciendo otros estilos dentro 
de la misma personalidad del compositor potosino, como El Piano Mágico, El Romántico, El 
Arrabalero, El Piano con Mariachi, llegando a grabar hasta 32 discos L.P. 
 
En 1973 fue considerado por segunda ocasión como el compositor del año con su 
canción Volver, volver. Son innumerables los homenajes, trofeos y reconocimientos que tuvo 
por su trayectoria artística como compositor, pianista, arreglista y director de orquesta. 
 
Desde su más tierna infancia se interesó en la música y en la composición y contaba tan sólo 
con siete años de edad cuando compuso el vals Catarina, dedicado a su madre. También 
estudiaba el flautín, el piano y el armónico bajo la mirada vigilante de su tío Evodio Rivera 
Torres y su abuelo don Tristán Rivera, quienes también fueron músicos. 
 
Con el paso del tiempo Fernando Z. Maldonado sobresalió como buen estudiante y músico 
ejecutante en San Luis Potosí. Posteriormente viajó a Monterrey, N.L. donde integró un 
conjunto musical y fue en esa ciudad donde se desenvolvió profesionalmente en el ámbito 
musical e incursionó en los espectáculos y en la radio. 
 
En 1942, contrajo matrimonio con la compositora María Luisa Basurto, conocida como María 
Alma, creadora de populares canciones como Compréndeme, Tuya soy (tema de la 
película La mujer sin alma, protagonizada por María Félix), Perdí el corazón y otras más. 
 

ACUERDO ECONÓMICO 
 

PRIMERO. La LXIII Legislatura del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de San 
Luis Potosí,  inscribirá en el Muro de Honor de su Honorable Salón de Sesiones “Ponciano 
Arriaga Leija”  el epígrafe “Fernando Zenaido Maldonado Rivera”. 
 
SEGUNDO. Para tal efecto, la Junta de Coordinación Política de esta Legislatura,  asigne  las 
disposiciones presupuestales pertinentes y necesarias para realizar lo previsto en el numeral 
que antecede y en concordancia con la Directiva, determinaran la fecha para develar el 
epígrafe. 
 
TERCERO.  La Mesa Directiva de este H. Congreso del Estado de San Luis Potosí, instruirá 
a las áreas técnicas y de apoyo para que coadyuva a la logística correspondiente. 
 
DADO EN LA SALA “LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA” DEL HONORABLE 
CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS TRECE DÍAS DEL MES DE 
JULIO DEL DOS MIL VEINTITRÉS. 
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